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Prólogo 


Perú ¿hacia la autogestión? es este libro que se presenta 
a la consideración de todos aquellos interesados por la esen- 
cia de las transformaciones económicas que se están instru- 
mentando en el Perú de nuestros días. 


La pregunta planteada en el título indica la metodología 
de trabajo más que una respuesta positiva como sustento 
de la tesis del autor. Es que partiendo de la impostergable 
tarea de acercarse a la comprensión del fenómeno peruano 
lo que se requiere, y Peter T. Knight lo cumple, es tomar 
conocimiento al mismo tiempo de la verdad de sus reformas 
económicas, las ya vigentes y las enunciadas; del contexto 
social en que se promueven y también de las proposiciones 
históricas de sectores políticos que obran como antecedentes. 
Estos elementos, sumados a su testimonio personal, favo- 
recen el análisis, al que refiere paso a paso a una teoría 
de la autogestión. Ast, el autor, miembro permanente del 
Programa de Participación y Sistemas de Autogestión de 
la Universidad de Cornell, Nueva York, explicita en el 
mismo texto la teoría y somete a un riguroso cotejo con 
ella a la ideología y a la realidad del proceso. Quedan 
delineados aciertos y contradicciones, que conducen al autor 
a un pronóstico mas bien sombrío por cuanto el pluralismo 
no es la base económica adecuada para el desarrollo pleno 
de la autogestión y del sector de promedad social, 


El libro resultante tiene en nuestra opinión este doble mé- 
rito: una aproximación al problema teórico de la autogestión 
y una seria introducción a las nuevas formas de organiza- 
ción económica en el Perú, sus alcances y su panorama. 
Especialmente la ley de propiedad social es tratada con 
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1 abundantes referencias a su aplicación y a sus limitaciones, 
porque ella presupone decididamente el ingreso de la socie- 
dad peruana a una etapa de experimentación autogestio- 
naria cuya importancia no es necesario resaltar. 
La Editorial Proyección se suma de esta manera a quienes 
abordamos el debatido tema de la Revolución Peruana con 
۱ una actitud de simpatía y de esperanza. Porque esta, alter- 
nativa, de propiedad. social de medios de producción, enfá- 
ticamente privilegiada por los dirigentes máximos del go- 
bierno militar hasta ahora, y claramente diferenciada de 
la propiedad estatal, abre en nuestro continente la perspec- 
tiva de una práctica económico-social sustentada doctrina- 
riamente por el pensamiento socialista libertario desde sus 
orígenes. La que fue hermosa pero frustrada realidad en 
la epopeya de la Revolución Española del 36 impulsada por 
la CNT-FAI, y en los comienzos de la Rusia Soviética, es 
hoy reconocida por estudiosos de la problemática socialista 
como la principal y más fecunda fuente de sugerencias para 
resolver el problema de la real transferencia de poder eco- 
nómico y político a las organizaciones sociales de produc- 
tores, es decir, de trabajadores. 






























Los intentos de Argelia, los ya más institucionalizados de 
Yugoeslavia, los incimentes ensayos del Portugal liberado 
de la oprobiosa dictadura fascista, reflejan una búsqueda 
incesante a través de ella de una auténtica solución a esa 
cuestión vital del socialismo. Y en tal sentido, pocos han 
avanzado tanto, aunque sea como propuesta ideológica desde 
el poder, como los líderes peruanos en el compromiso de 
realizar una sociedad “socialista, humanista, libertaria y 
cristiana, no capitalista y no comunista”. Indesestimable 
compromiso cuando se lo efectúa en el marco de los países 
latinoamericanos, casi todos sometidos a los lazos de la 
dependencia y en una vecindad férreamente dominada por 
un criterio militar de signo totalmente contrario. 

Posiblemente el reemplazo reciente de Velazco Alvarado 
E no haga más que consolidar la tendencia “peruanista” en 
m el gobierno, El nivel ministerial asignado a Propiedad 
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Social y la presencia de probados funcionarios a su frente 
ast lo sugieren. Además, con algunos cambios que suavizan 
cierto sesgo irritador y faccioso del último tramo velaz- 
quista, el riesgo de wn viraje derechista y conporativista 
habría sido eliminado. 


Nuestra posición no es de precipitado e incondicional apoyo 
porque no se nos escapa que está controlada y dirigida 
desde arriba por un conjunto de militares, que si bien están 
compenetrados de una concepción superadora de lacras del 
sistema capitalista, inspiran un interrogante por su peculiar 
condición profesional y por el vaivén de fuerzas implicadas. 
Desentrañar el auténtico sentido de misión “redentora” y 
de gradualismo en el cambio, es una preocupación legítima, 
pero cuestionar la validez de las transformaciones abroque- 
lándose en un esquema ideológico inflexible, adecuado tal 
vez para otras circunstancias, puede pecar de ingenuidad 
politica o tremendismo militante. Una suscinta enumera- 
ción de las realizaciones, reformas si se quiere mejor, co- 
loca la cuestión en sus verdaderos términos: ocupación y ex- 
pulsión de la IPC (International Petroleum Company); 
expromación de los grandes latifundios del litoral, extran- 
jeros y criollos; control del comercio exterior y del sistema 
bancario privado; expropiación del complejo minero norte- 
americano Cerro de Pasco; reforma educacional primaria, 
paradigma de la materia; eliminación de los poderosos y 
tradicionales dueños privados de los medios de información 
en la prensa, la radio y la televisión, con una novedosa 
propuesta de desestatización en la propiedad y control de 
los diarios; autonomía e independencia en el manejo de la 
política internacional; legislación y ejecución de transfor- 
maciones en la estructura económica, a la que se pasa revista 
en el presente libro, con su fundamental reforma agraria; 
erradicación del caudillismo al servicio del poder oligárquico 
e intención de sacudirse el tradicional yugo imperialista; 
disposición para la experimentación social, ejemplo de la 
cual, la admirable villa autogestionaria El Salvador marca 
un hito, 


































Se puede considerar difícil una regresión de estas medidas 
que calan hondo en la estructura, al margen que se discuta 
si el proceso que las alienta deba considerarse “revolución”, 
“reforma”, “reacomodo capitalista” o “neo corpofascismo”. 


A los integrantes de INDEICOC, cuya declaración de prin- 

cipios se agrega como apéndice, los instamos a continuar y 
en la fervorosa tarea de apuntalar la vertiente participa- E 
cionista y autogestionaria, colectivista y libertaria del pro- ۱ 
ceso. Esta tarea, como la de todos los revolucionarios pe- 
! ruanos, es tmproba. Basta para saberlo tomar conciencia 
q y conocer el subdesarrollo del pais, la ocupación marginal 
۱ o semiocupación de su población indigente, la pobreza y ca- 
rencia de medios en grandes sectores populares, todo esto 
۱ fácilmente visualizable para quien visita aun hoy el Perú. 






El mantenimiento de estas situaciones, de normal compro- 
bación por otra parte en cualquier país latinoamericano 3 
con la casi única y relativa excepción argentina, establece 3 
en el Perú una ineludible obligación. Por encima de los | 
escarceos ideológicos y los escamoteos retóricos de todo 
tipo, ese desafío requiere una tenacidad sin claudicaciones 
en la profundización del proceso y ۵ administración in- 
corrupta y antiburocrática de los recursos escasos. 


Sólo así la promesa de la sociedad futura peruana se verá 
corroborada con realidades más tangibles que le darán el 
reconocimiento y la euforia que todavía no concita en vas- 
tos sectores de su pueblo. 






Ernesto Ramos 
Octubre de 1975 


Prólogo del autor 


El dos de mayo de 1974 el Gobierno Revolucionario de la 
Fuerza Armada de Perü promulgó la ley de empresas de 
propiedad social que da el marco legal para la creación de 
un nuevo sector en la economía peruana, que será esen- 
cialmente autogestionario. E] presidente Juan Velasco Alva- 
rado había declarado que el sector de propiedad social será 
el prioritario y eventualmente predominante dentro de una 
economía pluralista que también incluirá un importante sec- 
tor estatal, un sector privado reformado por la “comunidad 
laboral" que introduce progresivamente la copropiedad y la 
cogestión en este sector, un sector plenamente privado de 
pequeñas empresas y, posiblemente, un sector cooperativo. 


La promulgación de la ley de empresas de propiedad social 
puso fin a un largo proceso de gestación que se inició antes 
de octubre de 1968, y abrió otra etapa, la de su implemen- 
tación. El presente ensayo es un intento preliminar de ex- 
plicar cómo y por qué el gobierno militar peruano aceptó 
los principios humanistas y antiautoritarios'de la autoges- 
tión como fundamentos de la construcción de una futura 
"democracia social de participación plena”. También in- 
tenta delinear los principales problemas que puedan surgir 
en la implementación del nuevo sector dentro del contexto de 
una economía pluralista. 


Hl ensayo no tiene pretensiones teóricas y tampoco busca 
comparar la experiencia peruana con la de otros países. Es 
más bien descriptivo e histórico, constituyendo la primera 
fase de un proyecto de estudio bastante más ambicioso. Sin 
embargo, dado el gran interés que los logros del proceso 
peruano suscita en otros países de América Latina y del 











Tercer Mundo, estimo que vale la pena publicarlo ahora, a 
pesar de su carácter eminentemente preliminar. 


Debo ar lector la explicación de cómo llegué a iniciar el 
estudio. Norteamericano que he estudiado en Europa y 
América Latina, casado con una brasileña, vine a Perú en 
octubre de 1971, ya interesado en conocer la experiencia , 
peruana con sus nuevas formas de organización económica 
que me parecieron bastante originales y creativas. Viví y 
trabajé en Perú hasta enero de 1975, para dedicarme inte- 
gralmente al estudio de los problemas de diseño e imple- 
mentación de sistemas autogestionarios en el Programa de 
Participación y Sistemas Autogestionarios de la Universidad 
de Cornell Durante más de tres años tuve la oportunidad 
de conocer muchas de las personas que han contribuido 
a la elaboración de la ley de propiedad social y mi creciente 
interés en la construcción de una economía participatoria 
me llevó al estudio de los orígenes intelectuales e históricos 
de la autogestión en ese país. 


Al margen, y algunas veces a pesar de mis tareas burocrá- 
ticas cotidianas, participé cada vez más activamente en las 
deliberaciones de un grupo de socialistas libertarios perua- 
nos y extranjeros que se reunían regularmente en el Insti- 
tuto de Estudios e Investigaciones de Cooperativas y Comu- 
nidades (INDEICOC). Fue en las reuniones de INDEICOC 
donde muchos de los temas tratados en el presente ensayo 
han sido expuestos y debatidos. Con mis compañeros de 
INDEICOC, que supieron recibirme como a un hermano, 
como a muchos otros peruanos y extranjeros estudiosos del 
proceso peruano, tengo una enorme deuda intelectual. Sin 
la ayuda de ellos no habría dado a la luz el presente tra- 
bajo, que preparé inicialmente como un ensayo en inglés 
para una colección intitulada The Peruvian Experiment: 
Continuity and Change under Military Rule (Princeton, N. 
Y.: Princeton University Press, 1975) y editada por mi 
antiguo colega Abraham Lowenthal. Quiero agradecer es- 
pecialmente a las personas que han comentado por escrito 
varias versiones preliminares de este trabajo: Roberto Abu- 
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sada, Giorgio Alberti, Michael Anderson, Jorge Avendaño, 
Gerardo Cárdenas, Reynold Carlson, Peter Cleaves, Edward 
Dew, Robert Drysdale, Marie Jones, Lillian Knight, Abra- 
ham Lowenthal, Jaime Llosa, Mechthild Minker, Abner Mon- 
talvo, Luis Pásara, César Peñaranda, Eugen Pusíc, René 
Rodríguez, David Salazar, Jorge Santistevan, Martin Scu- 
rrah, John Strasma, Alfred Stepan, James Trowbridge y 
Carlos Zuzunaga. A ellas se suman muchas otras que me 
han concedido entrevistas, incluyendo altos funcionarios 
peruanos, tanto militares como civiles. Por acuerdo mutuo, 
con pocas excepciones he tratado estas entrevistas como 
fuentes anónimas de información. También hago extensivo 
mi agradecimiento a Diana Davis por largas horas de tra- 
bajo dedicadas a mecanografiar varias versiones prelimi- 
nares, así como a Delicia Duffóo, quien tradujo al caste- 
llano. Dos miembros de INDEICOC, Francisco Basili y 
Emilio Salomón, que conformaron el comité editorial, me 
han ayudado a aclarar varios puntos en los cuales fal- 
taba precisión en la redacción final de este ensayo. Creo 
que su aporte ha mejorado considerablemente el manuscrito. 


Como economista y observador extranjero, creo que pude ir 
descubriendo y analizando algo del proceso histórico que 
hoy desemboca en el intento peruano de crear la base eco- 
nómica de un nuevo socialismo que postula la libertad, el 
humanismo y la participación como valores fundamentales. 
Al escribir estas palabras, me encuentro en la Universidad 
de Cornell donde voy a dedicarme durante un año a trabajar 
junto con algunos otros profesores y estudiantes, en la pro- 
fundización del trabajo iniciado en Perú. 


Agradezco al Consejo de Relaciones Exteriores el apoyo fi- 
nanciero y al Programa de Participación y Sistemas de 
Autogestión de la Universidad de Cornell e] ambiente aca- 
démico que permiten este esfuerzo. En esta segunda fase 
de mi trabajo, que ha incluido la organización de un Taller 
sobre Implementación de Sistemas de Autogestión en el que 
participaron 30 personas de 12 países de las Américas, 
Africa y Europa, estoy buscando integrar la teoría neoclá- 


11 





alca de la economía autogestionaria con las teorías libertaria - 
y marxista de la transición al socialismo. Para esto creo 
que es necesario estudiar no solamente la teoría existente, 
sino también la praxis de otros procesos históricos concre- 
tos, entre ellas las de Yugoslavia, Argelia, España, la Unión 
Soviética y China. Espero que de este estudio resulte un. 


libro que complete el que actualmente publico. 


Peter T. Knight 
` Mhaca, Nueva York 
7 Julio de 1975. 
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1 
Introducción 
(notas en pág. 107) 


Desde la toma del poder, en octubre de 1968, el presidente 
Juan Velasco Alvarado y otros voceros del Gobierno Revo- 
lucionario de la Fuerza Armada remarcaron el importante 
papel que ellos asignaban a las nuevas formas de organiza- 
ción económica en la transformación de la sociedad peruana. 


Mediante la ley de reforma agraria de 1969, hasta fines 
del año 1974, el gobierno había expropiado 7.364 fundos con 
una superficie total de 6,5 millones de hectáreas, que re- 
presentan el 22 por ciento de la tierra apta para agricultura 
y ganadería, así como un millón 800 mil cabezas de ganado. 
La superficie expropiada comprende las mejores tierras 
del país, tanto en la Costa como en la Sierra, y representa 
65 % de la meta global prevista, la cual se espera alcanzar 
para junio de 19761, De la superficie ya adjudicada hasta 
fines del año 1974, 5,1 millones de hectáreas, 97,6 por ciento 
ha sido adjudicada a empresas asociativas — Cooperativas 
Agrarias de Producción (CAPs), Sociedades Agrícolas de 
Interés Social (SAIS), Comunidades Campesinas y Grupos 
Campesinos— en vez de parcelado y entregado a arrenda- 
tarios o trabajadores individuales? Esta reforma ha roto 
efectivamente el espinazo de la oligarquía terrateniente. 


A partir de 1970, las empresas de la industria manufactu- 
rera, minera y pesquera y de telecomunicaciones han sido 
reformadas mediante la introducción de las “comunidades 
laborales", personas jurídicas constituidas dentro de cada 
empresa y conformadas por todos los trabajadores que a 
liumpo completo laboran en ellas, desde el gerente hasta los 
obreros más humildes?, En las empresas privadas reforma- 
dna las comunidades laborales progresivamente aumentan 
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au participación en el patrimonio, y asimismo en la gestión 
por medio de representación en el directorio, hasta un má- 
ximo de 50 por ciento, a través de la compra de acciones 
de sus respectivas empresas. La adquisición de acciones 
por la comunidad laboral se logra con una proporción de 
las utilidades sin descontar impuestos que varía de 6 por 
ciento en la minería hasta 15 por ciento en la industria ma- 
nufacturera, Además, los trabajadores reciben directamen- 
te una fracción de las utilidades sin descontar impuestos 
denominada participación líquida, que varía desde 4 por 
ciento en la minería hasta 100 por ciento en la industria 


manufacturera. 


En las empresas estatales no hay participación directa en 
la propiedad. En cambio, sus comunidades laborales acu- 
mulan bonos de sus respectivas empresas 0 valores de 
COFIDE. La participación en la gestión se limita a una 
minoría de dos representantes en el directorio. El sistema 
de participación en las utilidades es el mismo que en las 
empresas privadas reformadas. 


En la pesquería, minería y telecomunicaciones, aunque no en 
la industria manufacturera, las reformas crearon “comu- 
nidades de compensación" que disminuyen las diferencias 
interempresas en la participacién liquida de los traba- 
jadores. 


Estas medidas elevan sustantivamente el control de los 
trabajadores sobre las decisiones que afectan más directa- 
mente su medio de vida: el trabajo. A la vez distribuyen 
el ingreso en forma más equitativa de lo que se hiciera 
en el pasado y disminuyen el poder político de los grupos 
que anteriormente dominaban en la sociedad peruana: la 
oligarquía agraria, la burguesía industrial y sus socios ex- 
tranjeros. Es importante resaltar, sin embargo, que la 
reforma agraria y la reforma de la empresa constituyen 
dos elementos, aunque de los más importantes, en un conjunto 
de reformas cuyo objetivo final declarado es la construcción 
de una “democracia social de participación plena”. 
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Dentro del campo de la economía también se debe desta- 
car la reserva para el Estado de las industrias básicas y 
estratégicas; el control estatal de la banca, las principales 
exportaciones y las telecomunicaciones; y la socialización 
de la gran prensa que se programa seguir con su entrega 
a las organizaciones que el régimen estima representati- 
vas de la nueva sociedad en proceso de creación. Otros 
logros importantes incluyen una reforma educativa ambi- 
ciosa (todavía lejos de ser integralmente implementada), 
la articulación de nuevas organizaciones sociales que tienen 
la posibilidad de desarrollarse como fuerzas políticas impor- 
tantes (por ejemplo, la Confederación Nacional de Comuni- 
dades Industriales y la Confederación Nacional Agraria que 
han surgido en parte por iniciativa del brazo político del 
régimen, el Sistema Nacional de Apoyo a la Movilización 
Social —SINAMOS- aunque parece que están desarrollan- 
do su propia dinámica), y la reorientación de la política 
exterior retirando al Perü de la órbita norteamericana y 
conduciéndolo hacia una posición de no alineamiento y li- 
derazgo militante dentro del Tercer Mundo. 


Todo esto se ha realizado a bajo costo social, con un mínimo 
de violencia, habiendo alcanzado una tasa promedio de cre- 
cimiento del producto bruto doméstico de 5,8 por ciento 
(1969-1974), y manteniendo un pluralismo económico y po- 
lítico aunque el poder está firmemente en manos de la 
fuerza armada. 


Ya a principios de 1970 pudo vislumbrarse que el Gobier- 
no Revolucionario estaba contemplando un sistema adicio- 
nal de organización económica. Los artículos 6° y 8* de la 
Ley General de Industrias (julio de 1970) preveían la exis- 
lencia de un “sector cooperativo" conformado por “empre- 
uns industriales de propiedad social, que se rigen por le- 
yinlación especial”; y tanto la Ley General de Pesquería 
(marzo de 1971) como la Ley General de Minería (junio 
do 1971) contenían referencias similares a empresas de 
propiedad social. También el decreto ley que creó la Cor- 
poración Financiera de Desarrollo (COFIDE) en marzo de 


17 








1971 indicó que esta nueva institución debe “promover ۷ 


fomentar la creación y ampliación de empresas que contri- 
buyan al desarrollo, en especial las empresas de propiedad 
social" y el Plan Nacional de Desarrollo para 1971-1975, 
aprobado por un Decreto Supremo en mayo de 1971 indica 
que, además de las cooperativas y comunidades laborales 
4e debe establecer “empresas autogestionarias que sirvan 
como canales a través de los cuales la participación popular 
se haga efectiva en todas las acciones de construcción social 
y económica que el desarrollo implica y en la toma de deci- 
siones básicas que afectan al país en su conjunto" *. 


A fines de agosto de 1973, el gobierno puso en conocimiento 
de la opinión pública un anteproyecto que definía un sector 
de propiedad social conformado por empresas que serían 
gestionadas democráticamente por sus propios trabajadores, 
quienes participarían en la distribución del excedente “en 
función del trabajo aportado y las necesidades de dichos tra- 
bajadores” aunque la propiedad correspondería “al conjunto 
de trabajadores que laboran en las Empresas de Propiedad 
Social, sin que a ninguno de ellos le correspondan derechos 
de propiedad individual”. La naturaleza social (o sectorial) 
de la propiedad facilitaría la socialización de una parte de 
los excedentes para la creación de nuevas empresas dentro 
del nuevo sector, superando así la concepción esencialmente 
grupal de la propiedad y la distribución de los excedentes 
que caracterizan a CAP y a la empresa privada reformada. 
El público fue invitado a enviar comentarios y sugerencias 
por escrito al Comité de Asesoramiento de la Presidencia 
(COAP: institución que en el gobierno de Velasco originó 
o coordinó el proceso legislativo), a lo que sobrevino un 
extenso debate püblico. La ley de propiedad social, que in- 
cluía algunas modificaciones sin alterar fundamentalmente 
las características básicas del anteproyecto, fue finalmente 
promulgada el 2 de mayo de 1974. 


De acuerdo con repetidas declaraciones oficiales, la futura 


economía peruana deberá quedar dividida en cuatro secto- 
res —social, estatal, privado reformado, y privado tradicio- 
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nal—, cada uno de ellos caracterizado por un sistema di- 
ferente de propiedad, gestión y distribución del excedente 
que queda después de pagar los gastos de producción. El 
sector de propiedad social (SPS) deberá convertirse en el 
“predominante” aun cuando ni el significado exacto de este 
término ni el período requerido para lograrlo han sido re- 
velados. Las empresas de propiedad social pueden parti- 
cipar en cualquier actividad salvo en aquellas reservadas 
exclusivamente al Estado. El grupo de empresas estatales 
en las cuales la comunidad laboral no participa directamente 
en la propiedad y solamente en forma restringida en la 
gestión, controlará las industrias básicas y estratégicas y 
deberá convertirse en un sector “importante”. También 
existirán dos sectores privados: uno compuesto por empre- 
sas reformadas mediante la introducción de las comunida- 
des laborales y otro conformado por empresas capitalistas 
tradicionales, que se dedicarán a actividades de menor es- 
cala, tales como la artesanía y pequeños establecimientos 
comerciales y de servicios. Ni las cooperativas tradiciona- 
les (como las cooperativas de servicios), ni las CAPs, ni 
las SAIS encajan dentro de este esquema compuesto por 
cuatro sectores, lo que da a entender que el gobierno podría 
convertirlas en empresas de propiedad social. Sin embargo, 
las realidades de carácter político podrían hacer forzoso 
su reconocimiento como parte de un quinto sector, aunque 
su presencia sea transitoria. E] cuadro 1 presenta en forma 
simplificada las principales características de los diferentes 
tipos de empresas peruanas. 


5i bien el ex presidente Velasco ha declarado que este plura- 
lismo caracteriza el modelo peruano de organización econó- 
mica, de otro lado ha asegurado enfáticamente la trascen- 
dental importancia del SPS, ya que éste ha de representar, 
on la economía, la “opción política fundamental de la Revo- 
lución”, esto es, la de crear una sociedad no capitalista ni 
comunista 4, En efecto, el ex presidente ha sostenido que la 
urención del SPS es “el paso tal vez más decisivo de la ۰ 
volución” 4, Dejada de lado la retórica, la decisión de pro- 
pielar la implementación del SPS, parece ser una opción 
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fundamental, puesto que va considerablemente más lejos que 
la ereacién de las cooperativas agrarias O la introducción 
de las comunidades laborales. Aun cuando estos primeros 
pasos representan cambios importantes de la organización 
capitalista convencional, el SPS iría mucho más lejos, posi- 
blemente en detrimento de las primeras reformas introdu- 
cidas por el propio Gobierno Revolucionario, al margen de 
r que ello sea o no el deseo del régimen. Por ejemplo, la 
presencia de empresas fundamentalmente autogestionarias, 
۱ si fuesen bien financiadas, podría socavar los intentos de 

persuadir a los trabajadores para que colaboren con los tí- 
| midos socios capitalistas en el sector privado reformado. 
1 Pero, paradójicamente, los intereses creados de los trabaja- 
| dores de las cooperativas existentes y de las empresas del 
| 


| | sector privado reformado podrían crecer à través del tiem- 

۱ po y, en razón de algunas provisiones previstas en la ley 

| de propiedad social, aquellos intereses creados podrían po- 

ner en peligro, cuando no diferir en el tiempo, el declarado 

objetivo del gobierno de lograr un sector de propiedad 80- 

۱ cial predominante. Esto, a pesar de las intenciones explí- 

۲ citas, o bien por los mismos defectos o distorsiones de las 

| | | anteriores reformas. Otro gran reto a la futura predomi- 

| | nancia del sector de propiedad social es el que se plantea 

| por el rápido desarrollo de poderosas empresas estatales que 

| ya comprometen cantidades masivas de los limitados recur- 
ij sos de inversión. 


En el intento de introducir las empresas fundamentales 
autogestionarias a nivel nacional, dentro de una economía 
pluralista, que incluye otros sectores de importaneia como 
los privados y el estatal, y sin dependencia exclusiva de 
۹ partido político alguno, el gobierno militar peruano ha 
| emprendido una experiencia ünica de transformación socio- 
p económica. En el Tercer Mundo muchos intelectuales y po- 
4 líticos perciben que, tanto el estilo llamado socialismo $0- 
hi viético como el del capitalismo, son modelos poco atractivos 
M i para el desarrollo, y este punto de vista es compartido por 
9 un creciente número de analistas en los países “desarrolla- 
3 dos" en uno y otro lado de 8 cada vez más desintegrada 
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Cortina de Hierro. Tanto los origenes como los resultados 
de la experiencia peruana son, por ende, de gran interés 
no sólo en el Perú sino también en otros países. 


¿Qué es lo que precisamente significa la autogestión, el con- 
cepto en el que se basa la definición peruana de la pro- 
piedad social? ;Qué problemas podrían surgir en el 0 
e implementación de sistemas autogestionarios? ; Cómo y 
cuándo algunos grupos políticos o personas empezaron à 
pronunciarse por la adopción de la autogestión en el Perú? 
¿Cuáles son las principales características de la CAP, la 
SAIS, la empresa industrial del sector privado reformado, y 
qué papel desempefiaron estas primeras creaciones del Go- 
bierno Revolucionario en la decisión de proseguir con el 
SPS? ¿Qué puede saberse respecto a las características 
de la política económica bajo el actual régimen al examinar 
el proceso a través del cual se llegó a una definición pe- 
ruana de propiedad social? ¿Cuáles son las características 
más resaltantes de la ley de propiedad social que emergió 
finalmente? Y por último, presumiendo que la creación de 
un predominante SPS es, en efecto, un objetivo de alta 
prioridad, ¿qué problemas podrían surgir en el proceso 
de su implementación ? 


En este ensayo tratamos de dar respuestas, por lo menos 
tentativas, a estas preguntas, más o menos en el orden de 
su presentación, entendiendo que el proceso de definición 
de la propiedad social se analiza mejor, si se lo contempla 
como la fase más reciente de un debate de larga duración 
entre intelectuales y políticos peruanos, mayormente entre 
civiles, pero con creciente participación militar. 

















2 
Autogestión: definición, objetivos y problemática 


Antes de analizar el tema de la propiedad social en el proce- 
so peruano, sería de mucha utilidad definir en líneas genera- 
les qué significa la autogestión y plantear de modo más pre- 
ciso los principales factores políticos que surgen de la for- 
mulación e implementación de sistemas autogestionarios. 


Una definición litera] y limitada de autogestión puede re- 
ferirse solamente a la gestión democrática de una empresa 
por sus trabajadores, Pero también es posible concebir la 
autogestión como un sistema de organización de la sociedad 
a nivel nacional, abarcando no solamente el sistema produc- 
tivo, sino también todas las instituciones políticas. En este 
ensayo se tratan fundamentalmente cuestiones de organiza- 
ción económica, y para este efecto se adoptará la definición 
propuesta en el Taller de Implementación de Sistemas de 
Autogestión llevado a cabo en la Universidad de Cornell, 
en junio de 19754, Tal definición incluye los siguientes 
puntos: 


Participación plena de los trabajadores en la toma de deci- 
“lones a nivel de empresa, en asociaciones regionales de 
empresas, y al nivel del sistema productivo nacional. A ni- 
vel de empresas el principio básico es la democracia: por 
cada trabajador, un voto. 

7 

Propiedad social de los medios de producción, reconociendo 
que la riqueza es generada por el trabajo humano pasado y 
presente a nivel de la sociedad, no exclusivamente el traba- 
lo del grupo de trabajadores que laboran en una determi- 
hada empresa, en un determinado momento, 


ul 














La propiedad social de los medios de producción permite 
superar la marginación de las grandes masas al acceso de 
dichos medios de producción, como sucede con la propiedad 
privada (que beneficia a unos pocos propietarios en relación 
con el conjunto social) y de hecho puede ocurrir con la pro- 
piedad estatal cuando un reducido número de burócratas 
controla los medios de producción, no siempre en concor- 
dancia con las necesidades sociales y, por el contrario, en 
función de sus propios intereses o los de los gobernantes 
divorciados del pueblo mismo. 

3 

Acumulación social, utilizando una parte del valor de pro- 
ducción a nivel de empresa que, preferentemente, se consi- 
dera como un costo de producción para crear fondos a ser 
utilizados para la creación de nuevas empresas y la ex- 
pansión de las existentes. 


Tales fondos sociales pueden ser acumulados a nivel nacio- 
nal (y/o regional) por entidades en las que los trabajadores 
tienen participación, para asignación a empresas específi- 
cas, dentro del marco de planes nacionales y regionales ela- 
borados de acuerdo con los intereses y aspiraciones de las 
masas populares y con su participación. 


Distribución democrática del excedente que queda después 
de pagar los costos de producción, contribución a la acumu- 
lación social, y pago de los impuestos democráticamente es- 
tablecidos a nivel local y nacional, de acuerdo con las de- 
cisiones democráticas de los trabajadores; tomando en cuen- 
ta las necesidades colectivas que pueden ser satisfechas más 
económicamente con servicios comunes, las necesidades in- 
dividuales de los trabajadores, y el principio de solidaridad 
con la comunidad dentro de la que opera la empresa. 

5 

Planificación participante y ascendente mediante la que, 
conjugando las necesidades sociales locales, regionales y na- 
cionales, se integre un plan democrático que surja de las 
bases y sea regulado en comün por los delegados de las di- 
ferentes unidades de producción y los representantes de la 
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población a los mismos niveles, constituyendo una expresión 
real de las necesidades sociales y no de las aspiraciones de 
grupos privilegiados de tecnócratas que deciden en nombre 
de la sociedad lo que ésta debe producir y consumir. Ta] 
planificación debe incluir, al menos, la división del producto 
nacional entre consumo y acumulación, la orientación de 
las decisiones de inversión en forma que superen la miopía 
del mercado y satisfagan las necesidades sociales básicas, la 
distribución del ingreso a través de controles indirectos (ta- 
les como el sistema fiscal y una política de control de pre- 
cios), y la prohibición de la producción o importación de 
productos innecesarios y atentatorios contra la acumulación. 
6 i 

Un juego limitado del mercado para guiar las decisiones eco- 
nómicas en cada nivel del sistema productivo, sujeto a la 
planificación ascendente que puede tender a hacerse progre- 
sivamente mayor a expensas de los indicadores dados por el 
mercado, con el desarrollo de las técnicas de planificación 
y las fuerzas productivas. 

7 

Libertad de empleo, mediante la cual un trabajador puede 
salir de su empresa cuando lo estime conveniente, buscando 
otra empresa dispuesta a aceptar su trabajo en un contrato 
de asociación. Asimismo, las empresas autogestionadas pue- 
den emplear y separar trabajadores de acuerdo con proce- 
sos democráticos internos, a instancias regionales y nacio- 
nales del sistema, y a la legislación laboral vigente. 


Esta definición es explícitamente socialista y puede ser con- 
trapuesta a la definición más neutra de autogestión dada 
por uno de los principales teóricos de la autogestión, el eco- 
nomista checo-norteamericano Jaroslav Vanek. La defini- 
ción de Vanek otorga un papel más importante al mercado 
y no excluye la propiedad privada de los medios de pro- 
ducción aunque tampoco excluye la propiedad social de 
aquéllos. La economía autogestionaria de mercado, según 
Vanek, tiene cinco características básicas : 


1) gestión democrática realizada por todos los trabajado- 
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res de cada empresa; 2) participación dé todos los traba- 
jadores en la renta neta de la empresa; 3) descentraliza- 
ción en la toma de decisiones, cuando las empresas e indi- 
viduos intervienen en un mercado libre en cuanto a bienes, 
mano de obra y de fondos para inversión; 4) alquiler del 
capital fijo proveniente de una entidad ajena a la empresa 
y con el derecho de los miembros de la misma de disfrutar 
colectivamente del usufructo, sin ser propietarios del capi- 
tal en el sentido convencional; y 5) completa libertad de 
empleo 4, 


Sin embargo, hay varias coincidencias entre la definición 
de Vanek y la que se adopta aquí; la teoría económica ela- 
borada por él es, en mi opinión, útil para el análisis del 
comportamiento de empresas autogestionarias en cuanto és- 
tas responden a las fuerzas del mercado. 


Siempre considerando este aspecto de comportamiento in- 
fluido por el mercado, 8 diferencia fundamental entre una 
empresa autogestionaria y una empresa capitalista es que 
en la autogestionaria se intentará maximizar la renta neta 
por trabajador y no las utilidades netas sobre el capital 
empleado. Esta diferencia surge por 18 manera autónoma y 
democrática con que se toman las decisiones dentro de 18 em- 
presa autogestionaria, en la que el capital tiene un costo 
fijo, sin contar con derecho alguno en la gestión 4, Quiero 
enfatizar que la definición de autogestión adoptada aquí 
prevé una progresiva reducción del rol del mercado a causa 
del desarrollo del sistema de planificación ascendente. 


Entre los objetivos que señalan los partidarios de la auto- 
gestión figuran la mayor participación, la capacitación y 
la solidaridad de los trabajadores, así como también una 
distribución de ingresos más equitativa y una acelerada 
acumulación de capital. Pero tal vez el objetivo que sinte- 
tiza todos los otros es el de colocar al hombre y no al ca- 
pital en el centro del sistema económico: en una economía 
autogestionaria el trabajo alquila capital pero no viceversa, 


como ocurre en el capitalismo privado o estatal, Según la 
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manifestación de un grupo de socialistas libertarios perua- 
nos, con la autogestión, 0 gestión democrática de los medios 
de producción, el trabajador adquiere una doble condición: 
productor y gestionario de la empresa. Deja de ser un asa- 
lariado y se convierte en productor libre y asociado; supera 
así su condición alienada y marginante, liberándose de amos 
capitalistas o de tutores estatistas: burócratas y tecnobu- 
rócratas. ۱ 


En la práctica, los encargados de la formulación de políticas 
que contemplen la adopción de algunos o todos los elementos 
de la autogestión, tienen que enfrentar tres tipos de proble- 
mas. El primero, y tal vez más importante, tiene que ver 
con el pluralismo económico. Por diversas razones (inclu- 
yendo restricciones de índole política, inclinación a no ace- 
lerar la fuga de capitales y personal técnico o temor a in- 
troducir un sistema de organización económica que no ha 
pasado previamente por un período largo de prueba), quie- 
nes tienen a su cargo la formulación de aquellas políticas 
podrían inclinarse y aun apoyar por que se mantenga uno 
o más sectores de organización económica que no sea la 
autogestionaria. Una política así planteada condenaría des- 
de ahora al naciente sector autogestionario a la estrangu- 
lación económica o provocaría un serio conflicto entre los 
sectores competidores. Además, se hace necesario establecer 
criterios para determinar en qué empresas y/o en qué ramas 
de actividad económica debe trabajar un sector deter- 
minado. 


En segundo lugar, existe el problema de acumulación versus 
participación. Una excesiva dependencia de los incentivos 
materiales y sistemas de mercado, junto con la naturaleza de- 
mocrática con que se toman las decisiones sobre remunera- 
ciones y distribución del excedente en empresas autogestio- 
narias, podría estimular la producción en el corto plazo pe- 
ro también constituir una potencial amenaza à la acumu- 
lación de capital y así al crecimiento futuro de tales em- 
presas, especialmente una economía pluralista donde el sec- 
tor privado fomenta el consumo à través de la publicidad 
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y el efecto de demostración de sus estratos de altos ingre- 
808. Además, podrían acentuar las desigualdades en los 
ingresos de los trabajadores en las diferentes empresas 
comprendidas en el sector autogestionario y/o entre tra- 
bajadores de las unidades modernas y las tradicionales de 
la economía en general. Aunque en principio la redistribu- 
ción de ingresos dentro de una economía pluralista podría 
levarse a cabo con mayor eficacia a través del sistema 
tributario, y de los gastos o transferencias del gobierno, en 
la práctica las realidades políticas podrían impedir un ata- 
que tan directo a la desigualdad. En tales condiciones, el 
diseño de mecanismos de acumulación social a través de ór- 
ganos superiores de un sector autogestionario podría. per- 
mitir la redistribución de ingresos por la vía de creación 
de nuevas empresas autogestionarias y, posiblemente, allanar 
el camino para medidas más globales. Sin embargo, fuertes 
mecanismos de acumulación social restringidos al sector 
autogestionario podrían agravar el conjunto de problemas 
relacionado con el pluralismo económico, ya que podrían 
reducir la capacidad de las empresas autogestionarias de 
competir con otros tipos de empresas en los mercados de 
trabajo y productos. 


Finalmente, existe el problema de determinar el grado de 
descentralización más conveniente. El mismo concepto de 
autogestión implica una considerable descentralización en 
la toma de decisiones económicas. Sin embargo, variacio- 
nes sobre este tema son posibles, especialmente en lo que 
atañe a la inversión en capital fijo. Por un extremo, se 
podría imaginar un sistema de empresas autogestionarias, 
cada una de ellas libre para disponer de sus excedentes 
según su propio criterio, luego de deducidos todos sus im- 
puestos y, por el otro, un sistema en el cual los ingresos 
atribuibles al capital de las empresas autogestionarias serían 
canalizados en un organismo financiero central, al cual las 
empresas le presentarían proyectos para luego obtener su 
financiación. Quienes tienen a su cargo la formulación de 
la política deben sopesar los beneficios de la autonomía: y la 
descentralización, los cuales favorecen la más rápida imple- 
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mentación de iniciativas que se originan en las bases del 
sistema, frente a los que provienen de la planificación y con- 
trol centralizado. Por supuesto, entre un sistema atomizado 
y uno centralizado, cabe también la posibilidad de numerosos 
sistemas federales con tres o más niveles. 
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3 
Autogestión en el contexto político peruano 
anterior a octubre de 1968 


Tres movimientos políticos de significativo impacto en la 
historia moderna de Perú se han apartado del capitalismo 
liberal ortodoxo y del socialismo autoritario para apoyar 
alguna aproximación a la autogestión: el Partido Aprista 
Peruano, el Partido Demócrata Cristiano y el Movimiento 
Social Progresista. A continuación analizamos las ideas 
básicas concernientes a la reforma de la empresa, desarro- 
lladas por cada uno de estos movimientos con anterioridad 
a 1968, 


Partido Aprista Peruano (APRA) 

Aun antes de que se estableciera el Partido Aprista Pe- 
ruano, en 1931, Víctor Raúl Haya de la Torre había 
diseñado los lineamientos básicos de una economía plura- 
lista, dentro de lo que él llamó “el estado antiimperialista”, y 
puesto énfasis en la necesidad de implementar reformas 
gradualmente, propugnando la alianza entre los campesi- 
nos, trabajadores y clase media en contra del imperialis- 
mo y de la oligarquía ۰ Dentro del programa aprista, el sec- 
tor económico preponderante sería el del capitalismo de Esta- 
do, concebido para reducir el poder económico de los capi- 
talistas privados nacionales y sus socios extranjeros quienes, 
sin embargo, mantendrían por algún tiempo (no precisado) 
el control del sector privado tradicional Pero el gobierno 
antiimperialista también favorecería el desarrollo de un 
tercer sector, formado por cooperativas. 


Podemos considerar las cooperativas como las primeras apro- 
ximaciones a empresas autogestionarias pero, aun las coo- 
perativas de produeción y trabajo (véase Cuadro D, donde 
la participación de los trabajadores es más completa, distan 
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mucho del ideal definido en la segunda sección de este en- 
sayo. Las principales diferencias son: 1) no hay propie- 
dad social de los medios de producción, sino, a lo sumo, pro- 
piedad grupal (fundos irrepartibles) mientras que la pro- 
piedad individual se mantiene (aportes individuales); 2) 
no hay acumulación social; 3) no hay planificación parti- 
cipante y ascendente, por lo tanto, 4) el juego de las fuer- 
zas del mercado casi no tiene límites. 


Aun cuando la meta declarada del APRA era el socialis- 
mo, en la práctica el partido hizo muy poco para encaminar 
a Perú en ese sentido. Durante el régimen de Belaúnde, 
el APRA contribuyó a la formulación y sanción de una 
ley de cooperativas señaladamente capitalista (la ley 15.260 
que el] actual régimen propone reformar) pero se opuso 
con éxito a la inclusión de las haciendas azucareras de la 
costa Norte, las cuales eran bastiones del aprismo, en la 
tibia ley de reforma agraria de 1964. Si bien en las pri- 
meras dos décadas de su existencia, el partido fue consi- 
derado como una amenaza al "orden" peruano, la mayor 
parte de los observadores concuerdan en que por los años 
50 el APRA ya no podía ser tildado de revolucionario 
ni de socialistas. Pero aún.en 1975 el APRA sigue siendo 
el partido político con mayor nümero de militantes. 


Partido Demócrata Cristiano (PDC) 

El PDC fue el primer movimiento político peruano que fun- 
dó sus bases sólidamente en el cristianismo tal como se lo 
contempla en las encíclicas sociales. Ésta es la organiza- 
ción política civil que probablemente más ha contribuido en 
la definición de ideas sobre organización económica del Go- 
bierno Revolucionario. Creado en enero de 1956 como un 
partido de centro derecha, en abierto apoyo a la empresa 
privada y al mercado de competencia como condiciones ne- 
cesarias de la democracia”, siempre ha buscado una inte- 
gración más completa del trabajo y del capital dentro de la 
empresa, como medio de lograr la conciliación de clases. 
E] ideario del partido, aprobado en su Primera Conven- 
ción Nacional, en enero de 1956, demandó que esta meta 


12 





ع 


A ی‎ MAC سوچ .بے ہہس‎ Ede ہے سے‎ 
e 7 ja ^ L - 


۹ 


fuera lograda mediante “el reparto de las utilidades, la par- 
ticipación de la gestión y el acceso a la propiedad de la 
misma, debiendo adecuarse su integración, progresivamen- 
te, a las posibilidades económicas de cada empresa” 8, El 
apoyo a la empresa privada fue disminuyendo a través del 
tiempo, más o menos al paso de la radicalización progre- 
siva del pensamiento socialeristiano internacional. 


Las bases de esta radicalización se presentaron dentro del 


PDC al igual que en el pensamiento socialeristiano, En 
efecto, la sección final del ideario del PDC de enero de 1956, 
repudiaba el individualismo, capitalismo monopolista, im- 
perialismo y colonialismo tanto como el totalitarismo, la 
dietadura y el marxismo. Como hemos visto, también for- 
maron parte del ideario los conceptos de copropiedad y co- 
gestión de las empresas por representantes del capital y del 
trabajo. A fines de la última década estas ideas se habían 
convertido en los elementos claves dentro de las propuestas 
del PDC para reformar la empresa, mediante las cuales 
el partido buscaba la definición de una “tercera posición” 
distinta del capitalismo y del comunismo. 


En 1961, Héctor Cornejo Chávez, el principal ideólogo del 
PDC y candidato por dicho partido a la presidencia de la 
República, introdujo un nuevo término en el léxico político 
peruano, el de la “empresa comunitaria"9. Con ese térmi- 
no definía una empresa en la que todos los miembros apor- 
larían capital y trabajo y donde se reduciría al mínimo la 
influencia de capitales provenientes de otras fuentes. Cor- 
nejo Chávez y sus colegas han legitimizado el concepto de 
empresa comunitaria mediante referencias al Evangelio, la 
Patrística, la Escolástica, las encíclicas sociales, los docu- 
mentos del Concilio Vaticano y los escritos de recientes filó. 
^ofos socialcristianos tales como Mounier, Maritain, Berdiaff 
y Lepp* Louis Joseph Lebret, un sacerdote dominicano 
de origen francés, quien dio origen a una escuela conocida 
como "economía y humanismo", ejerció importante influen- 
cin en las ideas desarrolladas por los demócrata-cristia- 
nos ", Lebret, quien fue un oficial de la armada francesa 
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antes de tomar el hábito, visitó el Perú por primera vez 
en 1954 y persuadió a muchos peruanos a cuestionar la 
relación entre propiedad privada, valores socialcristianos 
y estructuras sociopolíticas existentes en el Perú. Lebret 
influyó con sus ideas en el grupo que conformaba el mo- 
vimiento juvenil del PDC y que trabajaba en estrecha 
vinculación con Cornejo Chávez ?, Asimismo dio confe- 
rencias sobre el tema en las universidades y en el Centro 
de Altos Estudios Militares (CAEM ). 


Después de la derrota de Cornejo Chávez, en 1962, y la ne- 
gativa de los militares de aceptar los resultados de esos 
comicios, el PDC se alió con Acción Popular (AP) para 
las elecciones de 1963. Una de las “Bases Programáticas" 
de la Alianza AP-DC proponía el logro de *una reforma 
progresiva de la empresa privada destinada a alentar y 
proteger las empresas comunitarias y cooperativas" 33, Mu- 
chas de las ideas claves en las que se basaba el programa 
del AP-DC de 1962, fueron posteriormente incorporadas en 
la ley de las comunidades laborales promulgada por el ac- 
tual régimen para reformar la empresa capitalista. Entre 


éstas tuvieron cabida el gradualismo, la conciliación de clases, 


el pluralismo en los sistemas de organización y la partici- 
pación del trabajador en la propiedad, utilidades y gestión 
de la empresa, 


. En febrero de 1968, el diputado demócrata-cristiano Rafael 


Cubas Vinatea presentó un proyecto de ley definiendo la em- 
presa comunitaria y creando varias instituciones a nivel 
nacional para fomentar esta nueva forma de empresa M. 
El proyecto de Cubas Vinatea y el discurso con que lo pre- 
sentó a la Cámara de Diputados, contienen la formulación 
más completa de las ideas desarrolladas con anterioridad a 
octubre de 1968 por el PDC en cuanto a la reforma em- 
presarial, 


En el fondo, la. empresa comunitaria, según lo manifestado 


en este proyecto de ley, sería una empresa autogestionaria 
(tal como se la describe en la segunda sección de este tra- 
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bajo), con la salvedad de que se permitiría la autofinan- 
ciamiento de la misma y, más aún, éste sería obligatorio. 
El capital podría obtenerse mediante la emisión de bonos 
pero el objetivo final de la empresa comunitaria sería 
poder operar únicamente con un capital de propiedad colec- 
tiva llamado Fondo Común, formado por reinversiones de 
todo o parte de las utilidades de la einpresa. Siempre den- 
tro de una economía pluralista, se.alentaría la conversión 
voluntaria al régimen de empresas comunitarias de aque- 
llas empresas que funcionaran bajo otros sistemas de orga- 
nización, así como también se apoyaría la creación de nue- 
vas empresas de este tipo. Se trazó un sistema federal or- 
ganizado segün líneas geográficas y funcionales que ser- 
viría para agrupar las empresas individuales, Sus más altos 
organismos representarían los intereses de todas las empre- 
sas comunitarias y proporcionarían servicios a las firmas 
asociadas. 


El proyecto de Cubas Vinatea no provocó reacción ni comen- 
tario alguno entre los parlamentarios ni en la prensa lime- 
na, probablemente debido en mayor grado a la continua cri- 
sis política que caracterizó al gobierno de Belaünde, más que a 
la naturaleza del tema en sí. Esta propuesta del PDC fue 
el único intento sistemático que conocemos para diseñar un 
sector autogestionario en la economía peruana, con anterio- 
ridad al Gobierno Revolucionario. 


El Movimiento Social Progresista (MSP) 

El MSP surgió como una adaptación peruana del huma- 
nismo socialista. Aun cuando estaba influido por los inte- 
lectuales y la experiencia europeos, se basó fuertemente en 
análisis científico-sociales de la realidad peruana. Fundado 
en diciembre de 1955, el MSP fue integrado o apoyado 
principalmente por intelectuales, técnicos y juventud es- 
tudiosa. Nunca fue un partido de masas. 


La escuela de “economía y humanismo” de Louis Joseph Le- 
bret y Francois Perroux, influyó en el modo de pensar 
del MSP en cuanto a organización económica. Durante sus 
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visitas à Perú, en los años 50, Lebret estuvo en estrecho 
contacto con miembros del MSP, como Jorge Bravo Bre- 
sani, Germán Tito Gutiérrez y Alberto Ruiz Eldredge, Un 
importante artículo editorial publicado en junio de 1961 en 
el periódico Libertad del MSP, empleó el concepto de em- 
presa comunitaria que ya era común en los círculos del 
PDC, pero fue mucho más lejos en su concepción de un 
socialismo que rechazaba el “estatismo colectivista y tota- 
litario”. El MSP buscó crear una serie de instituciones in- 
termediarias entre el individuo y el Estado, las mismas que 
se proyectaban para tener participación directa en las de- 
cisiones que afectaban a los individuos interesados 15. 


Entre las bases políticas que el MSP adoptó para su pre- 
sentación en las elecciones del año 1962, propuso la refor- 
ma empresarial para lograr la autogestión mediante un 
sistema evolutivo, pasando a través de una serie de formas 
de cogestión para luego llegar a una empresa comunitaria 
de estilo socialista no ortodoxa 16. Esta “nueva empresa .so- 
cialista” participaría en la elaboración de planes económi- 
Cos pero conservaría autonomía en la gestión, operando den- 
tro de un mercado sujeto a controles institucionales. No so- 
lamente los trabajadores de la empresa sino también re- 
presentantes de su clientela, y en algunos casos el Estado, 
participarían en la gestión. El esquema exacto que se apli- 
caría en cada caso sería determinado por el tamaño de la 
empresa y su rama de actividad 17. El capitalista, como tal, 
desaparecería aun cuando el capital privado podría ser acep- 
tado a cambio de valores sujetos a intereses fijos. 


El MSP jamás propuso legislación alguna para la imple- 
mentación de estas ideas, las cuales aparecen en armonía 
esencial con la definición de autogestión adoptada en este en- 
sayo. Sin embargo, aunque desapareció como partido polí- 
tico después de 1962, varios de sus integrantes han ocupado 
puestos en el Gobierno Revolucionario. El diario Expreso fue, 
amén de baluarte de los socialprogresistas, un importante 
foro para los escritores simpatizantes con la propiedad social. 
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4 
Pasos iniciales hacia la autogestión bajo el Gobierno 
Revolucionario de la Fuerza Armada 


En los dos primeros afios después de la toma del poder, el 
Gobierno Revolucionario introdujo tres nuevos sistemas de 
organización a nivel empresarial: la Cooperativa Agraria 
de Producción, la Sociedad Agrícola de Interés Social y las 
comunidades.laborales dentro del sector industrial. Ningu- 
na de estas reformas implementó una completa autoges- 
tión. Además, la incapacidad de estas formas de organi- 
zación para lograr sus múltiples objetivos fue cada vez 
más evidente, Esta realidad ha gravitado, a su vez, en el 
diseño del sector de propiedad social. lo que evidencia la na- 
turaleza procesal de la revolución peruana. Es, por lo tanto, 
importante estudiar las características de estas primeras 
reformas. 


La Cooperativa Agraria de Producción ( CAP) 

En principio, una CAP constituye una unidad indivisible 
de explotación en común, en la cual “la tierra, ganado, ins- 
talaciones, cultivos, equipos y plantas de beneficio son de su 
propiedad, sin individualizar los derechos de sus socios" 18. 
Sin embargo, en muchas CAPs, los antiguos feudatarios 
(ahora socios) retienen pequeñas parcelas para propio uso. 
La CAP es la modalidad de organización preferida dentro 
de la reforma agraria peruana para adjudicar complejos 
de producción agrícola en los casos en que con la explota- 
ción racional del complejo se logre trabajo estable e ingre- 
sos aceptables para todos sus miembros. Las más conoci- 
das y económicamente más importantes CAPs son las esta- 
blecidas en las antiguas plantaciones azucareras del Norte. 
La mayor parte de las tierras cultivables de mayor pro- 
ducción, especialmente en los valles costeños, forman ya 
parte de las CAPs, y a fines de 1974 la reforma agraria 
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había logrado agrupar 86.597 familias en 348 CAPs 1%. Ade- 
más, hay 44 CAPs conformados por 2.178 familias que 
participan en e] proceso de colonización de la selva perua- 
na. Aun presumiendo que, por cada familia, dos de sus 
miembros trabajen en estas cooperativas, las CAPs abarca- 
rían sólo el 3,9 por ciento, aproximadamente, de la pobla- 
ción económicamente activa de Perú, o sea el 8,8 por cien- 
to de la fuerza laboral rural. 


La calidad de socios de las CAPs comprende obreros, em- 
pleados y técnicos. No son considerados socios los traba- 
jadores “eventuales”, incluyendo los que se dedican a cortar 
la caña en épocas de cosecha. Aproximadamente uno de 
cada cuatro trabajadores de las CAPs azucareras costeñas 
no eran socios de las mismas en 19722, El ingreso mone- 
tario mensual más el valor de otros beneficios recibidos 
por un socio obrero en las CAPs azucareras, llega a ser 
cuatro veces mayor que el ingreso total recibido por un 
obrero eventual 21, 


No puede individualizarse la parte del capital de las CAPs 
recibida a consecuencia de la reforma agraria. A cambio 
de esta propiedad, los miembros de la CAP deben contraer 
una deuda en común con la agencia de la reforma agraria, 
pagando una porción de los excedentes de cada año para 
cubrir la amortización e intereses sobre el saldo pendiente, 
hasta la cancelación de la deuda 2. De los remanentes se 
debe asignar no menos del 10 por ciento al Fondo de Pre- 
visión Social y 15 por ciento al Fondo de Inversiones. Ade- 
más de los sueldos y salarios básicos, que varían de acuerdo 
con el tipo de trabajo realizado, los socios perciben una frac- 
ción del excedente anual de una CAP, la misma que se distri- 
buye en proporción al número de días trabajados durante el 
año anterior. Los no socios no reciben este dividendo ni 
participan de muchos otros beneficios, tales como subsidios 
para vivienda y alimentación. 


La autogestión, tal como se define en la segunda sección 
de este trabajo no existe realmente en la CAP ya que, hasta 
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la cancelación de la deuda agraria, el Ministerio de Agri- 
cultura elige al gerente general de la misma, entre una 
terna de candidatos propuestos por la CAP, y el capital 
fijo de la CAP es propiedad colectiva de sus socios y no 
de una agencia ajena a la empresa. El nombramiento de 
los gerentes por el Ministerio de Agricultura tiende a ge- 
nerar conflietos entre gerentes y técnicos por un lado y 
trabajadores de campo por el otro. Más aün, el hecho de 
que el capital de la CAP pertenece colectivamente a sus 
miembros en vez de pertenecer a una institución extraña 
a la empresa, se presta a acentuar las marcadas desigual- 
dades existentes en la distribución de ingresos, debido a 
que las diferentes empresas del sector agrario han recibido 
dotaciones desiguales en tierras de cultivo de alto valor, in- 
fraestructura (especialmente en relación con el acceso a sis- 
temas de irrigación y transporte), y otras formas de capital. 
Considérense como ejemplo las ocho más grandes cooperativas 
azucareras estudiadas por Santiago Roca. En 1972, obreros 
de todas las clases de la CAP más rica (Casa Grande) 
percibieron ingresos casi tres veces más altos que los de la 
más pobre (Cayaltí); el ingreso promedio por obrero en 
las cuatro más ricas cooperativas azucareras fue 63 por 
ciento más alto que en las cuatro cooperativas más pobres 8, 
Dichas diferencias serán probablemente más pronunciadas 
aun cuando los pagos de la deuda agraria, que guardan 
relación con el valor de los complejos, se cubran totalmente. 


Un reglamento que determine que por lo menos el 15 por 
ciento de los excedentes debe destinarse para reinversión 
en operaciones de la CAP, puede agravar aún más el pro- 
blema de la desigualdad en la dotación de tierras y capital. 
La reinversión forzada, al parecer, agravaría la ya extre- 
madamente desigual distribución de ingresos en las zonas 
rurales si la tendencia a elevar el nivel de las remuneracio- 
nes directas e indirectas no acaba por agotar los excedentes 
de los cuales se obtienen los fondos para la reinversión %4. 


Son escasas las investigaciones bien documentadas sobre 
CAPs que no sean las establecidas en las antiguas hacien- 
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das nzucareras. Tal vez el estudio más completo hasta la 
fecha es el realizado por Douglas Horton., El sistema 
de trabajo asalariado existía antes de la reforma agraria 
en las haciendas de los valles de 12 Costa, las cuales gozaban 
de una combinación de climas templados o calientes y 
buenos sistemas de irrigación, permitiendo la producción 
agrícola durante todo el año. Horton demuestra que estos 
dos factores han favorecido el establecimiento de grandes 
CAPs que generalmente han logrado el objetivo de man- 
tener o aumentar la producción y la inversión. Pero, en 
los lugares de la Sierra donde la agricultura es posible, 
todavía prevalece el sistema semifeudal del colonato y las 
condiciones ecológicas tienden a favorecer unidades de pro- 
ducción menores. Por esto, una fuerte razón económica 
apoya la resistencia de los campesinos a la colectivización 
de la producción, y las CAPs se han mostrado no sólo di- 
fíciles de crear, sino también susceptibles de originar pro- 
blemas graves de producción. Sin embargo, en las regiones 
más altas de la Sierra, donde prevalece la producción pecua- 
ria, las CAPs han tenido mayor éxito. Parece que la razón se 
encuentra en el hecho de que la producción pecuaria se afec- 
ta menos por factores climáticos y de que la naturaleza del 
proceso productivo en sí favorece a empresas de gran escala. 


En la mayoría de las CAPs, incluyendo las que han mante- 
nido o aumentado el ritmo de producción, muchas decisiones 


todavía se hacen desde arriba, dentro de estructuras de or- 


ganización interna pronunciadamente verticales, Por lo 
menos, en las CAPs azucareras de la Costa el ingreso de 
todos los trabajadores se ha elevado considerablemente ya que 
parte de las utilidades, anteriormente acumuladas por los 


` propietarios, han sido distribuidas en forma de sueldos, sa- 


larios y beneficios. Pero en las CAPs materia del estudio 
de Roca, como se dijo, los obreros asociados han gozado de 
aumentos en un porcentaje tres veces más alto que los que 
reciben los eventuales, quienes aün están en situación de 
alquilar su mano de obra a bajo precio sin adquirir el 
derecho a votación? Tal vez un problema más serio 
es que, en lugar de servir éstas como "agente dinámico 
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para la consecución de una sociedad solidaria" (como se 
propuso en el reglamento que define la CAP), las CAPs 
parecen estar más interesadas en aumentar los ingresos 
de sus propios socios. No han eontribuido a resolver el 
problema de desempleo rural. De hecho existe cierta evi- 
dencia de que se ha aminorado la disponibilidad de empleo en 


las CAPs”. 


Cuadro 2 
Evolución de las dos principales modalidades de cooperativas 
agrarias (CAPs) 
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Agrarias 

Sub-tipos 1968 1969 1970 1971 1972 1973 1974 
Produeción 10 15 62 95 215 365 455 
Servicios 177 217 237 255 262 277 286 
Total 187 242 299 350 477 642 741 
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La teoría económica desarrollada por Vanek y otros su- 
giere que, considerando que una CAP no tiene que pagar a 
ana institución externa a la empresa un interés, sobre el 
verdadero valor de su tierra y capital, que refleje la escasez 
relativa de estos factores de producción en el país (interés 
que tal institución social podría reinvertir para crear nuevos 
empleos), estos resultados, en lo que atañe al empleo, eran 
de esperarse. De acuerdo con esta teoría, empresas organi- 
zadas como las CAPs mostrarán una tendencia a utilizar 
exceso de capital y tierra por unidad de trabajo. Primero, 
el capital y la tierra no cuestan excesivamente a las CAPs 
porque, en general, los directivos de la reforma agraria 
deliberadamente infravalorizaron la tierra y el capital, y, 
en el caso del mínimo de 15 por ciento de los excedentes 
que tiene que ser reinvertido, el “costo” de la reinversión 
es nulo para los socios ya que no hay un uso alternativo legal 
para los fondos. Segundo, el costo de un trabajador even- 
tual adicional es, por lo menos, igual a su precio en el mer- 
cado de trabajo más sus beneficios sociales, y, en cambio, 
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al aceptar un socio trabajador adicional, los excedentes 
disponibles para distribuir entre los socios existentes dis- 
minuirán si el valor de la contribución adicional del nuevo 
socio a la producción no excede su remuneración directa 
más los beneficios sociales, más los excedentes esperados 
por cada socio existente. Así, en términos de incentivos 
puramente materiales, los socios de la CAP preferirán em- 
plear trabajadores eventuales en lugar de admitir nuevos 
socios, y comprar máquinas à “costo” cero para reempla- 
zar socios que salen de la cooperativa por jubilación, muerte, 
u otros motivos en vez de emplear más eventuales o admi- 
tir nuevos socios, siempre suponiendo que haya excedentes 
que tienen que ser reinvertidos. 


Tal conducta ha sido rotundamente denunciada por muchos 
observadores dentro y fuera del gobierno, como “egoísmo de 
grupo” y ha hecho que varios expertos y autoridades reco- 
mienden que las CAPs sean integradas en organizaciones 
de grado superior que abarquen valles completos o regiones 
dentro de Programas Integrales de Asentamiento Rural 


(PIARs)%. En 1975 ya existen PIARs, pero la formación 


de estas organizaciones de grado superior ha avanzado len- 


tamente, siendo a la fecha básicamente una modalidad para 
la afectación y adj udicación de los recursos agrarios de 
zonas enteras más que una forma de organización empre- 


-garial que integra un conjunto de empresas de primer grado. 


Otra posibilidad frecuentemente mencionada es la incor- 
poración de las CAPs en el nuevo sector de propiedad social. 


La Sociedad Agrícola de Interés Social (SAIS) 

Una Sociedad Agrícola de Interés Social (SAIS) general- 
mente consiste en una o más haciendas expropiadas y trans- 
formadas en cooperativas de servicios, así como también un 
grupo de comunidades campesinas colindantes que partici- 
pan en 8 administración de la cooperativa y reciben una 
fraeción de los excedentes generados por la misma pero 
no aportan directamente capital, ni tierra, ni trabajo ۰ 
La creación de esta modalidad fue motivada por las injus- 
ticias que invariablemente han padecido las comunidades 
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campesinas como consecuencia de la usurpación de sus tie- 
rras por haciendas vecinas que se han engrandecido 2 sus 
expensas a través de siglos. Por tanto, una SAIS trata 
de conciliar conflictos actuales o potenciales dentro de la 
misma estructura institucional, en vez de fragmentar las 
haciendas relativamente productivas. 


El sistema de las SAIS ha sido aplicado predominante- 
mente en la Sierra. Se intenta ponerlo en marcha en los casos 
en que los beneficiarios son personas jurídicas (v.g. comu- 
nidades campesinas y cooperativas), y cuando las necesi- 
dades de mano de obra de las haciendas reorganizadas son 
bajas en relación con su rentabilidad y la cantidad de bene- 
ficiarios calificados. Hasta fines de 1974, 54.501 familias 
habían sido incorporadas en 48 SAIS, 47 se ubican en la 
Sierra y sólo una en la Costa 3) Lo que significa que la 
modalidad de SAIS abarcó un 2,6 por ciento aproximada- 
mente de la población económicamente activa de Perú o 
5,3 por ciento de la fuerza laboral rural. 


Como en el caso de las CAPs, todas las tierras, ganado, 
equipos de procesamiento y otros activos de las anteriores 
haciendas se adjudican a una SAIS, convirtiéndose en pro- 
piedad de sus miembros en conjunto, sin poder individua- 
lizarse el patrimonio. Las cooperativas, que usualmente 
ocupan las tierras más productivas y tienen más bajos indi- 
ces de hombres-tierra que las comunidades colindantes, gene- 
ran todo el ingreso de las SAIS. Ellas retienen una fracción 
del excedente para destinarlo a la reinversión interna y 
distribución entre sus propios trabajadores. 


La característica innovación de este sistema es que las co- 
munidades campesinas asociadas tienen también derecho 
a recibir un porcentaje del mencionado excedente, el por- 
centaje que se determina mediante una fórmula compleja que 
provee de ingreso en relación inversa al patrimonio de cada 
comunidad. No existe ningún uso determinado al cual deba 
la comunidad destinar dicho ingreso, excepto que debe usarse 
para proyectos comunes y jamás para distribución directa 
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individual. Las cooperativas pueden también prestar ser- 
vicios técnicos a las comunidades para ayudarlas a elevar 
su producción sobre la base de una mejor tecnología. 


Las SAIS han sido diseñadas explícitamente como un sis- 
tema transitorio que podría llevar hacia la incorporación 
de las comunidades asociadas a una cooperativa de mayores 
proporciones, creándose por consiguiente una CAP. La 
transferencia unilateral de recursos y asistencia téenica que 
ofrece la cooperativa de la SAIS a las comunidades campe- 
sinas asociadas, ha sido proyectada con el fin de desba- 
ratar cierta desconfianza en la reforma agraria, experimen- 
tada por muchas comunidades. Pero en la práctica, y debido 
a que los representantes de las comunidades tienen nor- 
malmente gran mayoría en el Consejo de Administración de 
la SAIS, con frecuencia se han producido alianzas de los re- 
presentantes de las comunidades con el personal técnico y 
administrativo de las cooperativas a fin de mantener en un 
nivel bajo los ingresos de los trabajadores de las coopera- 


-tivas?!, Resulta que, si los trabajadores de las cooperativas 


reciben remuneraciones bajas, el excedente, que se canali- 
za para las comunidades, aumenta proporcionalmente. Un 
porcentaje del excedente debe también reinvertirse en la 
cooperativa. 


Son objetivos de la modalidad de la SAIS reducir la tensión 
social y redistribuir el ingreso, así como estimular la pro- 
ducción e inversión dentro de la región comprendida por la 


SAIS. Al parecer, muchas SAIS han tenido razonable éxito 


logrando cumplir por lo menos los dos ültimos objetivos 32. 
Sin embargo, no hay distribución de ingresos para los gru- 
pos no comprendidos dentro de la SAIS, aparte de la que 
se hace mediante impuestos y la pequeña partida guberna- 
mental destinada a zonás rurales. Aun en una SAIS rica 
los excedentes que se distribuyen en las comunidades pue- 
den ser escasos en relación con las necesidades de éstas. La 
situación interna subsistente en las SAIS a consecuencia 
de las tensiones sostenidas durante muchísimo tiempo entre 
las haciendas y las comunidades campesinas, podría anular 
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la probabilidad de existencia a largo plazo de esta forma 
de organización si no resultara posible la eventual transfor- 
mación en la modalidad de CAP. La integración regional 
de varias SAIS y la puesta en marcha de actividades in- . 
dustriales, tales como plantas textiles, son posibilidades am- 
pliamente discutidas. Tanto las SAIS como las actividades 
industriales asociadas podrían pasar eventualmente al sec- 
tor de propiedad social bajo disposiciones especiales pre- 
vistas en la ley de propiedad social. 


La empresa industrial en el sector privado reformado 

El concepto de comunidad laboral apareció por vez primera 
en la ley general de industrias que se aplica en la indus- 
tria manufacturera y fue luego introducido en la pesquería, 
la minería y las telecomunicaciones 33, Si el gobierno llega 
a implementar sus planes ya anunciados de reformar todas 
las empresas privadas, con excepción de los negocios de pe- 
queña escala, las comunidades laborales se extenderán hacia 
otros tipos de actividad económica tales como los de ser- 
vicio y comercio, Quienes prepararon el anteproyecto de 
la ley de propiedad social evaluaron la experiencia acumu- 
lada en más de tres años con las comunidades laborales de 
la predominantemente privada industria manufacturera, 
además de la experiencia obtenida en las CAPs y las SAIS. 
Ya que la pesquería, la minería y las telecomunicaciones 
son cada vez más dominadas por empresas estatales, este 
análisis se restringe principalmente a las empresas privadas 
de la industria manufacturera. 


Todas las empresas industriales conformadas por seis o más 
trabajadores o con un ingreso neto anual de más de un 
millón de soles (aproximadamente US$ 23.000) deben con- 
tar con una comunidad industrial (CI) integrada por todos 
los empleados permanentes de la firma. Hasta fines del 
año 1974 se registró un total de 3.493 comunidades indus- 
triales con 197.823 miembros, de los cuales solamente 13 
comunidades de 8.229 trabajadores corresponden a empre- 
sas estatales 4, Por cada año la CI de una empresa privada 
recibe 15 por ciento del ingreso neto de la empresa, previa 
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deducción de impuestos, porcentaje que deberá ser inver- 
tido en la compra de acciones de la empresa, hasta llegar 
a poseer el 50 por ciento de acciones ۰, Si la empresa hu- 
biera proyectado una reinversión suficientemente grande, 
emitirá nuevas acciones que serán compradas por la CI. De 
lo contrario, deberá adquirir las acciones existentes de otros 
accionistas. 


Cuando el 50 por ciento de las acciones pasen al poder de 
la CI, ésta emitirá sus propias acciones (que representan 
la participación de la CI en el patrimonio de la empresa) 
y las distribuirá entre cada uno de sus miembros en pro- 
porción al tiempo de trabajo en la empresa. Estas accio- 
nes de la CI no son transferibles y cuando un miembro 
deja la empresa deben ser redimidas por la CI en su valor 
total en efectivo. Por consiguiente, estos valores no repre- 
sentan acciones propias de empresa. Un trabaj ador que se 
retira de la empresa antes de que ésta haya emitido las 
acciones de la CI tiene derecho a recibir sólo la mitad del 
valor de su aporte a la propiedad de la CI de la em- 
presa, Este valor está basado en el de las acciones adqui- 
ridas por la CI y el tiempo de servicios del trabajador, inde- 
pendientemente de su salario. Luego de haberse adquirido 
el 50 por ciento de la propiedad, la CI continúa percibiendo 
el 15 por ciento del ingreso neto, el cual entra en el Fondo 
General de la CI para ser destinado a finalidades diversas, 
incluyendo reinversión para mantener el 50 por ciento de 
las acciones, inversión en otras empresas 0 bonos del go- 
bierno, y compensación para trabajadores que cesen, mas no 
para distribución directa entre los miembros de la CI. Aque- 
lla fracción de las utilidades distribuidas de la empresa que 
corresponde a las acciones, que constituyen el patrimonio de 
la CI, entra en su Fondo General y puede ser utilizada para 
compensar a trabajadores que cesen (especialmente antes de 
que la CI aleance el 50 por ciento), pagar los gastos de la 
CI, y redistribuir a los trabaj adores. 


` Además del 15 por ciento del ingreso neto revertido a la 


CI, la empresa industrial reformada debe distribuir un 10 
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por ciento adicional entre sus trabajadores, mitad en pro- 
porción a sus remuneraciones básicas y mitad en propor- 
ción al número de meses trabajados durante el año anterior. 
Aparte de esto, la CI tiene por lo menos un miembro en el 
directorio de la empresa, representación que aumenta con 
el tiempo en proporción a las acciones que posea la CI, 
La CI tiene como máxima autoridad una Asamblea General 
integrada por todos sus miembros, quienes eligen un comité 
ejecutivo, el Consejo de la CI, responsable ante la Asamblea 
General que lo eligió. Sin embargo, dentro de la empresa 
la participación del trabajador en la gestión sólo se ejerce 
a través de una representación de la CI en el directorio, 
donde las acciones de la CI se computan en bloque para los 
efectos del derecho al voto. Por ende, la gestión directriz 
resulta ser una función de derecho de propiedad como en 
una empresa capitalista tradicional, aun cuando los traba- 
jadores se convierten en propietarios parciales de la em- 
presa. Eventualmente, la CI deberá lograr el control de la 
empresa y así implementar una más democrática estruc- 
tura interna. Esto bien podría ocurrir antes de que la CI 
logre poseer el 50 por ciento de las acciones, en el caso 
de que consiguiese formar coaliciones con otros accionistas. 


Sólo un 10 por ciento del ingreso neto se reparte dentro 
de la empresa privada reformada, pero si la CI obtuviera 

el control podría elevar este porcentaje, ya sea aumentando 
la parte que se distribuye entre los trabajadores o las 
remuneraciones, El capital es de propiedad interna de la 
CI, y si bien la reinversión no es obligatoria, la ley general 
de industrias ofrece fuertes incentivos tributarios y exone- 
raciones aduaneras en favor de la reinversión, lo que real- 
mente determina que el costo de la inversión fija resulte 
muy bajo para la empresa. Por otro lado, esto implica que 
para las nuevas inversiones de la empresa probablemente 
se haría uso de más capital y menos mano de obra, de lo 
que sería el caso en la ausencia de las provisiones mencio- 
nadas de la ley de industrias. De esta manera, al pro- 
porcionar a los trabajadores ya empleados un ingreso adi- 
cional proveniente del capital, se agravaría el problema 
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ocupacional del que adolece el pais. 


Mientras que la ley general de industrias especifica que 
la empresa privada del sector industrial reformado debe 
operar dentro del marco de una economía pluralista, la 
empresa privada, tal como resulta reformada por la CI, po- 
dría servir como etapa transitoria hacia la autogestión. El 
mecanismo de control un tanto ambiguo que se emplea en 
la proyectada división de la propiedad en un 50-50 entre 
los capitalistas tradicionales y la CI, demuestra que sus 
creadores podrían haber tenido en mente este objetivo. De 
cualquier modo, junto al creciente énfasis que han puesto 
los voceros del gobierno en e| SPS, se ha dado origen à 
fuertes presiones para convertir a muchas, aj no a todas 
las empresas del sector privado reformado, en empresas de 
propiedad social. 


Uno de los objetivos principales de la reforma industrial 
era claramente el de lograr aumento de la producción y © 
formación de capital. El objetivo de aumentar gradualmen- E 
te la participación del trabajador en la propiedad, utilida- 
des y gestión obedecía al propósito de lograr la conciliación 

de clases. Se dio considerable valor al proceso educacional 
que la reforma iniciaría con la esperanza de lograr un nuevo 
tipo de relación entre trabajadores y capitalistas 3$ Pa- 
rece que el gobierno tenía la esperanza de que, durante la 
marcha de este proceso, desaparecieran los sindicatos de tra- 
bajadores 0 por lo menos que sufrieran modificaciones sus- 
tanciales en cuanto a su funcionamiento, a la par que las 
relaciones tradicionalmente conflictivas entre capital y tra- 
bajo se irían transformando en un trabajo en equipo ۰ 
Utilidades más altas logradas gracias al aumento en la 
producción estimularían la inversión, ya motivada por Con- 
aiderables incentivos tributarios. 


En la práctica, parece haberse demostrado que no 5 fácil 
lograr los objetivos de estimular la inversión industrial y 
la armonía social. Ya sea debido a la presencia de la 1 
dentro de la empresa industrial reformada o a la incerti- 
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dumbre en cuanto a la estabilidad de las *reglas de juego" 
originadas a raiz del debate sobre la propiedad social, ha 
sido muy reducida la nueva inversión privada en la indus- 
tria después de 1970 (el gobierno no ha publicado estadís- 
ticas precisas), aun cuando la reinversión de las utilidades 
se elevó en notable proporción a partir de 1972. Además, 
los hombres de negocios han venido usando numerosas al- 
timañas para rebajar los ingresos netos reduciendo así tanto 
la participación líquida que se distribuye entre los traba- 
jadores como la participación patrimonial transformada en 
acciones de propiedad de la CI. Las más usuales de esas 
artimañas consisten en la inflación en los costos de insumos 
y reducción de precios de la producción en favor de em- 
presas de servicios y comercio controlados por los mismos 
capitalistas, el pago de honorarios exorbitantes a los direc- 
tores y el aumento superfluo de las planillas de sueldos de 
la empresa mediante pagos elevados a los accionistas, pa- 
rientes y hasta “empleados fantasmas” que sólo figuran en 
el papel *. 


Además de reducir el ingreso neto, los capitalistas también 
frustran las metas de la reforma industrial en muchas otras 
formas. Empresas industriales que hubieran tenido que 
formar su Cl, eran divididas en una serie de firmas separa- 
das pero estrechamente relacionadas entre sí y que, por ser 
más pequeñas, no alcanzaban el mínimo requerido para cons- 
titur una CI. Aun si las actividades estrictamente indus- 
triales fuesen conducidas por unà empresa bastante grande 
como para tener una CI, se podría constituir empresas de co- 
mercio ۰0 servicios para drenarles la renta neta mediante 
una política adecuada de precios, como se indicó anterior- 
mente. Si determinada firma tenía una Cl, se obviaba el 
objetivo de promover la participación de trabajadores en 
la gestión de la misma, mediante la conducción de reunio- 
nes informales del directorio sin previo aviso, y en las que 
se decidían todos los asuntos realmente importantes, sin 
invitar a los representantes de la CI; o también mediante 
el recurso de sobornar 0 influir a los comuneros miembros 
del directorio para que actúen en contra de los intereses 
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de toda la comunidad industrial. 


Muchas de estas y otras innumerables artimañas empleadas 
habrían podido ser frustradas por miembros de la comuni- 
dad bien capacitados, alertas y con suficiente lealtad para 
con sus compañeros de trabajo. Mas esta combinación de 
cualidades no era fácil encontrar entre los miembros de 
muchas CI. La experiencia de los trabajadores en la ges- 
tión a través del directorio ha sido de mayor provecho, en 
las primeras etapas de la reforma, para lograr informacio- 
nes importantes que sirvieran a los propósitos de la CI y 
del sindicato, tendientes a ejercer presión en los reclamos 
reivindicativos a la empresa, más que para asegurarse cual- 
quier participación decisiva en la gestión. Esto, así como 
el hecho de que información obtenida por la CI puede llegar 
a las manos de sus competidores ha perturbado a los capita- 
listas tradicionales. A fines de 1973, aunque en una mues- 
tra de más de 2.000 empresas industriales, el patrimonio 
de la CI teóricamente totalizaba 12,4 por ciento del capital 
social; en realidad las acciones efectivamente en manos de 
las comunidades fueron solamente 7,6 por ciento, bastante 
lejos de lo requerido para tener suficiente derecho al voto y 
así lograr efectiva presión en la gerencia ?, Además, esta 
diferencia constituía una nueva fuente de crédito barato 
para los capitalistas. 


La experiencia de la CI hace patente que la participación 
de los trabajadores en la propiedad, gestión, y las utilida- 
des de sus empresas dista mucho de la autogestión, espe- 
cialmente en las etapas preliminares de un proceso progre- 
sivo durante el cual el control —es decir, el poder de tomar 
las decisiones básieas sobre qué producir y para quién, las 
compras y ventas, las remuneraciones y la organización in- 
terna de la empresa— queda en las manos de los capita- 
listas o de un Estado no controlado por los trabajadores. 


Si los objetivos de desarrollo económico y armonía social 


están lejos de ser logrados mediante la actual reforma in- 
dustrial, parece que es virtualmente imposible lograr una 
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justicia distributiva, especialmente si se contempla el pro- 
blema de distribución de ingresos a nivel nacional. Las CIs 
abarcan tan sólo unos 200.000 trabajadores en el sector 
industrial altamente capitalizados, o aproximadamente un 
4,9 por ciento de la población económicamente activa. Unos 
100.000 trabajadores, o sea un 2,1 por ciento adicional, son 
miembros de comunidades en los sectores de pesquería, mi- 
nería y telecomunicaciones, sectores que cada vez pasan más 
a poder del Estado. Adolfo Figueroa argumenta que “la 
ley de industrias toma ingresos del cuartil más alto (en la 
distribución de ingresos) y los transfiere al mismo cuar- 
til" 40, Es así como, si se adoptase en la industria algún siste- 
ma de compensación (como ha sucedido en la pesquería, 
minería y telecomunicaciones) para nivelar desigualdades 
entre empresas en lo que respecta a los ingresos de los tra- 
bajadores, la reforma industrial no transferiría ingresos a 
nivel nacional hacia los tres cuartiles más bajos, a menos 
que la tasa de crecimiento del empleo en la industria ma- 
nufacturera excediese por mucho a la tasa de crecimiento de 
la población económicamente activa durante muchos años. 
Esta observación no significa que se ignoran los aumentos, 
algunas veces sustanciales, que la CI ha obtenido para sus 
trabajadores, sino simplemente que se sitúa este logro den- 
tro del contexto nacional, 


La experiencia peruana con las CAPs, las SAIS, y la em- 
presa privada reformada por la comunidad laboral ha re- 
velado algunos notables éxitos. Las CAPs de la Costa, las 
empresas asociativas pecuarias de la Sierra (tanto las 
SAIS como las CAPs) y las empresas industriales general- 
mente han seguido aumentando su producción e inversión, 
y a la vez los ingresos de sus socios trabajadores, y todo 
esto en un período de cambios estructurales. Las reformas 
también han permitido que los trabajadores tengan acceso 
a la información con respecto al funcionamiento y la ges- 
tión de sus empresas. Estos logros podrían haber ayudado 
a formar una base de apoyo político civil al Gobierno Re- 
volucionario de la Fuerza Armada. 
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Pero varios aspectos menos alentadores han emergido mien- 
iras se viene acumulando experiencia con las nuevas moda- 
lidades de organización económica. La colectivización de 
la produeción agrícola en la Sierra dentro de CAPs, u otras 
empresas asociativas de gran escala, ha provocado fuerte 
resistencia del campesinado, en parte debido a aparentes 
legítimas razones económicas. Es cuestionable el impacto 
a medio plazo de las CAPs sobre la inversión agraria, ya 
que cierta tendencia de los socios a elevar sus remunera- 
ciones puede reducir los excedentes y, del mismo modo, la 
reinversión. 


Ha decaído bruscamente el ritmo de inversiones en la in- 
dustria manufacturera. Parece ser muy bajo el grado de 


de participación efectiva de los trabajadores en la gestión de 


la industria, quedando restringida al directorio, En las em- 
presas agrarias las diferencias en la educación, sociales y 
aun étnicas entre gerentes y técnicos por un lado y traba- 
jadores de la producción por el otro son aun mayores que en 
la industria, Estas diferencias traban la comunicación y 
debilitan la capacidad de los trabajadores de producción 
para explotar a fondo los mecanismos formales de partici- 
pación creados por las reformas. De todas maneras, sola- 
mente alrededor de 13 por ciento de la población econó- 
micamente activa de Perú se ha beneficiado directamente 
con estas nuevas formas de organización económica. Nin- 
guna de ellas ha logrado contribuir de modo importante en 
el aumento de fuentes de trabajo. 


Existen razones para pensar que estos problemas podrían 
tornarse más serios. En la industria, parte del problema 
radica en la incertidumbre de los inversionistas respecto 
a la estabilidad de “las reglas de juego”. Un problema más 
decisivo es el de que los nuevos tipos de empresas no están 
involucrados en ningún sistema mayor, sino dentro del mis- 
mo Estado, lo que podría facilitar aquello que Richard Webb 


denomina la redistribución “horizontal” de ingresos me- 
diante la extracción de excedentes que pueden ser usados 
para la creación de nuevas empresas o la expansión de los 
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existentes, de manera que podrían aumentar significativa- 
mente el empleo, Suponiendo que las empresas reforma- 
das resulten económicamente prósperas, los beneficios tien- 
den a ser acumulados por los trabajadores ya empleados 
y, por consiguiente, se acentüan las existentes desigualda- 
des en la distribución de ingresos excepto en lo que con- 
cierne a la cúspide de la pirámide de ingresos. La acumu- 
lación de intereses creados podría tornar políticamente más 
difícil el cambio de esta situación en el futuro. 


Sin embargo, de un lado las frustraciones que las limita- 
ciones propias de las nuevas formas empresariales generan, 
y de otro, la gratificación a nivel no solo económico sino 
de realización humana obtenida en las experiencias de par- 
ticipación parcial, han despertado el anhelo de una partici- 
pación más efectiva y plena, Dichas aspiraciones pueden 
haber ido creciendo a consecuencia de las repetidas decla- 
raciones del gobierno de que las empresas del sector priva- 
do reformado, las CAPs y las SAIS no son los modelos 
preferidos por el régimen y que se creará un sector predo- 
minante integrado por empresas de propiedad social y “plena 
participación” que gozarán de asistencia masiva, tanto téc- 
nica como financiera, por parte del Estado 9. 
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Formulación de política sobre organización 
económica en el Gobierno Revolucionario 
de la Fuerza Armada: propiedad social 


Predisposición militar para la reforma empresarial 

Hace 30 años los militares peruanos quedaron al margen 
de la vida económica, política y social del país. Así en las 
palabras de Arturo Valdés Palacio, un general del ejército 
peruano que integra el COAP desde su formación en 
1968 y dirigió la comisión que redactó la ley de propiedad 
social: “Nuestra función era de servir como pilar de sus- 
tento del orden oligárquico: no éramos más que gendarmes, 
centinelas de un sistema cada vez más pasado y decadente, 
ineapaz de resolver los problemas fundamentales del país" 45, 


Pero ya en 1951 comenzó a funcionar el Centro de Altos 
Estudios del Ejército que en 1954 fue transformado en el 
CAEM, institución que originó un paulatino cambio en la 
mentalidad e intereses de los militares peruanos #4. En el 
CAEM, tanto como en otras escuelas militares, se comenzó 
a cuestionar el sistema de] cual las fuerzas armadas for- 
maron parte. Tanto profesores civiles como militares dic- 
taron cursos y conferencias en estas instituciones castren- 
ses, y en el CAEM un nümero limitado de civiles participa- 
ron como estudiantes. Entre los profesores civiles que ins- 
truyeron en el CAEM hubo miembros del PDC y del MSP, 
y otros civiles y religiosos como el padre Lebret que du- 
rante las décadas del 50 y 60 ofrecieron conferencias. 


En la década del 60 el interés militar por asuntos económi- 
cos, políticos y sociales creció rápidamente, estimulado por 
la experiencia de una crisis política que resultó en el go- 
bierno militar de 1962-63 y una cada vez mayor tensión 
socia] manifestada por invasiones de tierras en el campo y 
alrededores de las ciudades, especialmente Lima, En 1965 
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estas tensiones desbordaron en una serie de guerrillas, Co- 
mo dijo el general Valdés: 


| “Las guerrillas de 1965 tuvieron tremendas repercusiones 
-  . - dentro de la fuerza armada. Nosotros no estuvimos de 
acuerdo con los planteamientos comunistas o trotsquistas de 
Y los grupos guerrilleros, pero a través de nuestro propio con- 
$ tacto diario con la realidad nacional éramos cada vez más 
conscientes de que estábamos apoyando un orden injusto e 
` incapaz de resolver los problemas del país. Nosotros tuvi- 
. mos que liquidar la subversión para mantener el orden in- 
terno del país cuando la fuerza policial no pudo controlar 
la situación. Tuvimos que destruirlos, pero en el proceso 
tuvimos que matar a nuestros compatriotas, nuestra gente, 
la misma gente de la cual reclutamos nuestros soldados. 
¿Por qué? Para mantener un orden decadente. Y esto lo 
pudimos comprobar no sólo por nuestra experiencia, sino 
también por nuestros servicios de inteligencia. Por ejem- 
plo, estudiamos los contratos de trabajo que los latifundis- 
tas de Cuzco utilizaron en La Convención. Eran peor que 
feudales" 45, 
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Otro general, ahora ministro de Agricultura, estuvo en La 
Convención y Lares en 1963 cuando el gobierno militar de 
aquella época implementó una reforma agraria limitada a 
aquella región y 2 la vez reprimió el movimiento campesino 
encabezado por Hugo Blanco. Él dice que “a partir de en- 
tonces comencé a pensar que dentro de esa patria había gente 
que era explotada y que no podía vivir contenta ni feliz 
junto con esa explotación" 46, 


Influidos por estas experiencias educacionales, políticas 
y militares, los militares peruanos intensificaron e] estudio 
de su propia realidad nacional y desarrollaron una visión 
de las contradicciones existentes en esta realidad, así como 
una doctrina de la "seguridad integral del Estado" mucho 
más amplia que la simple defensa de fronteras contra ene- 
migos externos o el mantenimiento del orden interno a tra- 
vés del ejercicio del poder represivo. Este concepto de se- 
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curidad nacional, íntimamente ligado al desarrollo, llevó a 
los militares peruanos a la conclusión de que para lograr 
aquélla se requeriría una transformación radical de las rela- 
ciones sociales, culturales, políticas y económicas en el país. 


Mientras que el concepto de participación podría parecer 
extraño a la manera de pensar de los militares, es posible 
que algunos oficiales se sintieran atraídos por el argumen- 
to de que al establecerse un sistema descentralizado de em- 
presas dirigidas por sus trabajadores, la población laboral 
no sólo tendría oportunidad de lograr una mayor identifi- 
cación con sus centros de trabajo, sino también con el go- 
bierno nacional que originó dicha situación. Es razonable 
entender la solidaridad nacional no sólo como compromiso 
frente a la historia y las fronteras, sino también. como iden- 
tificación con un modo de vivir que resulta socialmente gra- 
tificante. De todos modos, un estudio todavía no publicado 
muestra que ya antes de octubre de 1968 hubo un alto grado 
de consenso dentro de la fuerza armada en favor de la 
realización de una reforma agraria radical en menor grado; 
había también acuerdo en favor de una reforma de la em- 
presa 47, Pero ya en 1972 un importante artículo del gene- 
ral Edgardo Mercado Jarrin, síntesis del nuevo concepto de 
seguridad, afirmaba la necesidad de crear mecanismos que 
permitan que todos los peruanos tengan “una participación 
directa y creciente poder de decisión en el proceso de es- 
tructuración del nuevo poder del Estado” %, 


De acuerdo con un relato oficialmente sancionado, antes de 
tomar el poder, Velasco y un grupo pequeño de oficiales 
del ejército peruano elaboraron un plan de gobierno (de- 
nominado Plan Inca) que incluyó acciones específicas para 
lograr la deseada transformación de las estructuras del 
país. Ni civiles ni oficiales de las otras fuerzas armadas 
participaron en sus deliberaciones %, Seis años más tarde, 
en su Mensaje a la Nación, el día de la independencia na- 
cional, Velasco finalmente hizo público el contenido de dicho 
documento. El Plan Inca propone la creación de comuni- 
dades laborales en las empresas privadas y estatales, la ex- 
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clusividad de las industrias básicas para el Estado y la pro- 
moción de empresas de propiedad social. Sin embargo, el 
Plan Inca no contiene mayor explicación de lo que se en- 
tendía por empresa de propiedad social. 


El primer pronunciamiento público del nuevo régimen con 
respecto a la organización económica fue hecho por el pre- 
mier Ernesto Montagne en diciembre de 1968, cuando espe- 
cificó que un objetivo del gobierno, a mediano plazo, era 
el de “reformar la empresa, orientándola hacia la partici- 
pación del trabajador en 5 beneficios, en la dirección y en la 
protección a la empresa cooperativa organizada por los 
trabajadores" 5°. Sin embargo, en el COAP un grupo de 
ocho coroneles (ahora generales) trabajaron, aunque espo- 
rádicamente, sobre la reforma de la empresa, estudiando 
iniciativas como el proyecto de ley de empresas comunita- 
rias del demócrata-cristiano Cubas Vinatea, las experiencias 
de países como Yugoslavia y Argelia, y un importante 
grupo de cooperativas industriales centrado en Mondra- 
gón, al norte de España. De acuerdo con e] general Val- 
dés, no se mencionó la propiedad social en el discurso del 
general] Montagne por dos razones: "Primero, no quería- 
mos asustar una reacción que todavía era muy fuerte. Se- 
gundo, no sabíamos aún cómo iba a ser la propiedad social 
en el Perú [...] estas palabras tienen diferentes significa- 
dos en diferentes países, y todavía no habíamos tenido tiempo 
para plasmar una definición peruana" 9!, 


Influencia, € iniciativas civiles 

Con prioridad a la toma del poder, y probablemente durante 
sus primeros años, el general Velasco y sus más íntimos 
colaboradores no tenían ideas precisas con respecto a la na- 
turaleza de las empresas de propiedad social que intenta- 
ban promover, ni à la relación que tendrían éstas entre 
sí, dentro de un marco sectorial más amplio. Portavoces del 
gobierno declararon en repetidas oportunidades que el ré- 
gimen no era capitalista ni comunista, pero las únicas 
formas de organización económica que se introdujeron, las 
cuales se apartaron significativamente de la empresa pri- 
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vada o estatal, fueron la CAP y la SAIS. Sin embargo, mu- 
chos elementos civiles con capacidad creativa estuvieron de- 
seosos de ayudar a llenar este vacío orgánico, 


Entre ellos estaban los miembros de un grupo conocido como 
el de los “libertarios” por su creencia en un socialismo que 
da énfasis a unidades de producción autogestionarias y va- 
lora muy en alto la libertad individual 52. Muchos de los liber- 
tarios habían participado en el movimiento cooperativista, 
en el ala izquierda de Acción Popular y en tendencias no 
moscovitas del movimiento comunista. A pesar de su innato 
recelo de la burocracia, varios de ellos trabajaron en 
agencias gubernamentales del Gobierno Revolucionario y 
uno de sus dirigentes, Jaime Llosa, eventualmente resultó 
ser alto ejecutivo del SINAMOS y miembro de la comisión 
del COAP encargada de preparar el anteproyecto de la 
ley de propiedad social. El otro principal teórico libertario 
fue Gerardo Cárdenas. 


Tanto Llosa como Cárdenas estuvieron asociados a la Uni- 
versidad Nacional Agraria de Lima, estudiaron cooperati- 
vismo en Francia durante los primeros años de la década 
del '60 y llegaron a ver en el movimiento cooperativista 
el potencial para el desarrollo de una versión moderna del 
socialismo libertario inspirada por las ideas de Proudhon, 
Bakunin, Kropotkin y otros pensadores de la tradición anar- 
quista. Sin embargo, ya en 1968 habían llegado a la convic- 
ción de que las cooperativas no serían capaces de cumplir 
dicha función si seguían como entidades aisladas dentro de 
un ambiente hostil y una organización social y económica 
principalmente capitalista. 


Un grupo que tuvo importante influencia en la legislación 
de la propiedad social fue el compuesto por abogados y 80- 
ciólogos católicos seglares, varios de los cuales trabajaban 
en un instituto de investigaciones independientes conocido 
como Centro de Estudios y Promoción del Desarrollo (DES- 
CO) y/o en la Universidad Católica de Lima, DESCO y la 
Universidad Católica han publicado diversos trabajos influ- 


59 














yentes sobre la comunidad laboral] y la propiedad social 53, 

Uno de los miembros de DESCO, Luis Pásara, ha escrito 
extensamente sobre comunidad laboral y propiedad social 
en el diario limeño Expreso, así como en publicaciones aca- 
démicas. Otro de ellos, Rafael Roncagiolo, fue un líder del 
grupo de ala izquierda que se separó del Partido Demócrata 
Cristiano en 1971. Todos estaban familiarizados con el con- 
cepto de la empresa comunitaria pero, al contrario de los 
demócrata-cristianos les parecía que la propiedad no debe- 
ría pertenecer directamente al grupo de trabajadores de 
una empresa determinada. La posición ideológica de este 
grupo tenía mucho en comün con la de los libertarios. Buena 
parte de esos intelectuales laicos católicos tenían contactos 
frecuentes con los encargados de formular las políticas del 
gobierno, incluyendo a los miembros de la comisión encarga- 
da de formular el anteproyecto de la ley de propiedad social. 


Finalmente, debemos mencionar a dos extranjeros expertos 
en autogestión, ambos economistas, que vinieron a Perú aten- 
diendo a la invitación hecha por diversos órganos del go- 
bierno para servir de consultores a grupos oficiales enfras- 
cados en el trabajo sobre propiedad social: Jaroslav Vanek, 
quien hizo tres viajes a Perü entre agosto de 1970 y di- 
ciembre de 1971, y el yugoslavo Branko Horvat, quien vino 
en una oportunidad durante los meses de enero y febrero de 
1972. Ambos han escrito extensamente sobre la teoría y la 
práctica de la autogestión 94. 


El trabajo sobre lo que, según nuestro parecer, fue el primer 
borrador del anteproyecto de ley de propiedad social fue 
iniciado por un grupo de libertarios que, por iniciativa pro- 
pia, en 1969 empezaron a preparar una ley estableciendo 
el Sector Nacional de la Cooperación (SNC) que incluía ins- 
tituciones destinadas a apoyar y promover los tipos de coo- 
perativas revolucionarias y empresas autogestionarias que 
ellos buscaban crear. Los libertarios tuvieron como foco ini- 
cial de sus actividades el Centro Nacional de Capacitación 
Cooperativa, entonces bajo la dirección de Gerardo Cárde- 
nas. Este Centro era una dependencia de la Oficina Nacio- 
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nal de Desarrollo Cooperativo (ONDECOOP), absorbidos 
por SINAMOS en 1971. Posteriormente, a los libertarios se 
unieron algunos demócrata-cristianos de izquierda, quienes 
salieron de su partido en 1971, y otros intelectuales cató- 
lieos laicos. El hecho de que el artículo 6 de la ley general 
de industrias especifique que, además de los sectores pri- 
vado y püblico, habría un "sector cooperativo", compuesto 
de *empresas industriales de propiedad social, que se rigen 
por legislación especial", sugiere que para julio de 1970 el 
gobierno era ya consciente de la propuesta de los liber- 
tarios acerca del SNC, y la consideraba favorablemente. 
Efectivamente, casi desde su comienzo el COAP estuvo in- 
formado del trabajo de este grupo de civiles, siguiéndolo 
con interés aunque sin tomar contactos directos con él 55, 


En agosto de 1970, Vanek visitó por primera vez a Perü, 
invitado por el general Luis Barandiarán, entonces jefe de 
la Oficina Nacional de Integración (ONIT). Vanek dirigió 
un seminario en el Instituto Nacional] de Planificación 
(INP), se reunió con quienes preparaban el anteproyecto 
de ley del SNC, y también disertó en el COAP. Sus puntos 
de vista fueron dados a conocer públicamente en una entre- 
vista publicada por la revista quincenal Caretas, poco des- 
pués de su partida 56 


La preparación del anteproyecto del SNC fue termi- 
nada en setiembre de 19705, El SNC debía eonstituir un 
sector diferenciado de los sectores privado y püblico, por 
sus formas de propiedad, gestión, acumulación y distribu- 
ción de excedentes. Los principios básicos del SNC especi- 
ficados en el anteproyecto de ley son básicamente iguales 
que los de la ley de empresas de propiedad social promulgada 
finalmente en mayo de 1974. Muchos otros aspectos, inclu- 
yendo la organización de empresas e instituciones sectoria- 
les del SNC, conllevan una semejanza con las característi- 
cas de la ley de propiedad social. 


Después de terminado el borrador de la ley del SNC en 1970, 
que no llegó a publicarse jamás, el tema de propiedad social 
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pareció haber quedado desactivado por algún tiempo. Esto 
quizás se debió a que las energías del gobierno estaban 
dedicadas por completo a la implementación de las comu- 
nidades laborales, las CAPs y las SAIS, así como a la 
creación del SINAMOS (por entonces en gestación). Sin 
embargo, en su Mensaje a la Nación del 28 de julio de 1971, 
el entonces presidente Velasco por vez primera sacó a relucir 
con énfasis el tema de la propiedad social, indicando que el 
gobierno daría apoyo prioritario a la formación y desarrollo 
de empresas autogestionarias de propiedad social. El 28 de 
octubre del mismo año, esta vez ante la segunda reunión 
ministerial del Grupo de los 77, Velasco fue más allá al in- 
dicar que la base económiea de 8 «democracia social de 
participación plena”, debía ser “fundamentalmente autoges- 
tora” y los medios de producción *predominantemente de 
propiedad social". Estos dos discursos auguraron mucha ac- 
tividad dentro del gobierno. Se constituyó una comisión 
compuesta por miembros del SINAMOS, el INP y el CEN- 
CIRA, para trabajar al respecto, 


En el segundo semestre de 1971, Vanek hizo dos visitas du- 
rante las cuales trabajó muy de cerca con esta comisión y 
con COFIDE habiendo dictado algunas conferencias en el 
INP y otros organismos. Contando con la asistencia del eco- 
nomista peruano César Peñaranda, Vanek preparó un exten- 
so informe aconsejando en detalle sobre la creación y desa- 
rrollo de un sector autogestionario demostrando la viabilidad 
de su desarrollo dentro de una economía pluralista de mer- 
cado58, Aun cuando el COAP acogió la asesoría de Vanek 
durante cada una de sus visitas, nunca aceptó la opinión de 
que el capital de una empresa autogestora debe provenir de 
instituciones externas a la empresa, como un aporte perma- 
nente en usufructo del cual la empresa debe pagar un interés 
o alquiler fijo. A pesar de que la legislación que surgió se 
inspira en algunas de las ideas de Vanek, los oficiales del 
COAP pensaron que una empresa debería tener el derecho, 
si no la obligación, de reinvertir una fracción de sus exce- 
dentes, aunque sujeto a ciertos controles externos. Aparen- 
temente uno de los motivos de esta actitud fue que, tanto 
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en el nivel del Consejo de Ministros como dentro del mismo 
COAP hubo personas que temieron que una dependencia 
total respecto al financiamiento externo arriesgaría una exce- 
siva burocratización de las decisiones de inversión y una 
identificación insuficiente con sus empresas por parte de 
los trabajadores ۰ 


A principios de 1972, Horvat fue invitado al INP donde se 
reunió con la comisión INP-SINAMOS-CENCIRA, y se le 
solicitó que comentara el informe de Vanek, lo cual hizo 
tanto verbalmente como en un memorándum 6°. Horvat no 
compartió la preocupación de Vanek por la cuestión de fi- 
nanciamiento externo versus financiamiento interno, aun- 
que aceptó la crítica de Vanek en lo relacionado con algunos 
efectos negativos de la última. Más bien sostuvo que el fi- 
nanciamiento externo no es suficiente ni necesario para 
“la socialización del capital productivo. No es suficiente, 
argumentó Horvat, porque aun con financiamiento externo 
las colectividades de trabajo pueden ganar y apropiarse de 
varias rentas generadas por factores ajenos al trabajo, por 
ejemplo, con ubicaciones favorecidas y varios tipos de poder 
monopólico. No es necesario, porque cobrando un interés 
sobre el capital invertido a partir de recursos internos, la 
sociedad puede lograr los efectos derivados de la sociali- 
zación del capital tanto como en la financiación por recur- 
sos externos. Horvat, sin embargo, cuestionó la viabilidad 
y estabilidad de una economía pluralista, aconsejando a los 
peruanos que debían convertir a la mayoría de las empresas 
privadas, cooperativas y estatales en empresas autogestio- 
narias, tan rápidamente como fuera factible. 


Entre el 28 de octubre de 1971 y el 28 de julio de 1972, 
Velasco no hizo declaraciones públicas sobre el sector de 
propiedad social. Después de las visitas de Vanek y Hor- 
vat, quienes hicieron contribuciones al proceso de defini- 
ción de una forma peruana de propiedad social, aunque 
no se aceptaron sus recomendaciones en su totalidad, el 
presidente Velasco y sus asesores más íntimos habían de- 
cidido dejar de lado la cuestión del nuevo sector durante 
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un tiempo para su maduración. De todos modos, durante 
este período SINAMOS estuvo en proceso de plasmación 
después de una etapa de desarrollo conceptual y organiza- 
tivo y, además, ciertas dificultades con las CAPs azucareras 
y las comunidades laborales ocuparon muchas energías. 


A mediados de 1972, el gobierno pudo ver más claramente 
que ni las CAPs ni la reforma industrial estaban logrando 
todos sus objetivos, especialmente los de estimular la inver- 
sión, crear nuevas plazas, corregir la tremenda desigual- 
dad en la distribución de ingresos y, para el caso de las 
empresas del sector privado reformado, eliminar el tradicio- 
nal antagonismo entre el capital y el trabajo. Fue en julio 
de 1972 cuando el presidente Velasco convocó a una serie de 
reuniones con un grupo, incluido el ministro de Industria 
y Comercio, el ministro de Economía y Finanzas, y los jefes 
de ONIT, INP, SINAMOS y COAP para discutir aspectos 
fundamentales del sector de propiedad social. También asis- 
tieron varios asesores civiles y militares seleccionados por 
sus jefes militares. Aunque se consideró la posibilidad de 
preparar un dispositivo legal que impactara en las fiestas 
patrias (28 de julio), se llegó a la conclusión de que el tema 
era sumamente complejo y se optó por la constitución de un 
grupo de trabajo en el COAP, que recibió la misión de 
estudiar el asunto y preparar el proyecto de ley. En su 
Mensaje a la Nación del 28 de julio de 1972, el presidente 
Velasco enfatizó la intención del gobierno de acelerar la 
creación de un sector predominante de propiedad social 
dentro de una economía pluralista. 


El proceso legislativo 

El proceso legislativo en el régimen de Velasco resultó 
ser más simple pero más difícil de seguir que el de muchos 
gobiernos parlamentarios. Más simple porque en los ülti- 
mos análisis las decisiones cruciales fueron tomadas por la 
cúspide de la pirámide, esto es, por el propio presidente 
Velasco con el consejo de sus asesores de mayor confianza. 
Más difícil de seguir porque los medios que gravitaron en 
la toma de estas decisiones son menos visibles que en una 
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democracia parlamentaria, y el poder de los litigantes den- 
tro de las burocracias y la fuerza armada ha sido difícil 
de calibrar, tanto por los participantes como por los que 
no intervinieron. 


Precisamente, a Causa de la naturaleza autoritaria del go- 
bierno y SU necesidad de contar con soluciones originales para 
problemas difíciles que requerían la aplicación de cierta ha- 
bilidad o pericia anteriormente no desarrollada dentro de la 
fuerza armada, es que fue posible que grupos relativamen- 
te pequeños, sin bases populares sustanciales, tales 0 
los libertarios y los intelectuales católicos laicos, hayan te- 
nido una gran influencia sobre decisiones tan críticas como 
las comprendidas en la legislación de la-propiedad social. Sin 
embargo, es obvio que las decisiones finales y la responsa- 
bilidad dependieron de la fuerza armada, especialmente de 
Velasco y de sus asociados más íntimos del ejército. 


Como hemos visto anteriormente, en julio de 1972 se cons- 
tituyó una comisión a nivel ministerial que 6 reunió en 
varias oportunidades con el presidente Velasco para pre- 
cisar conceptos básicos sobre la propiedad social. A raíz 
de estas reuniones se formó un grupo de trabajo en el COAP 
en el cual participaron varios civiles, asesores de diversos 
sectores del gobierno. Durante el resto de 1972 el grupo de 
trabajo se reunió muchas veces, en algunas ocasiones fuera 
de Lima, y varios proyectos de ley fueron elaborados y es- 
tudiados. Sin embargo, el resultado de sus labores no llegó 
à satisfacer al presidente Velasco. En una conferencia de 
prensa dada el 22 de enero de 1973, un mes antes de su 
grave enfermedad que catalizó una seria erisis política, Ve- 
lasco dijo, contestando a una pregunta sobre la ley de pro- 
piedad social: 





“Reconozco que nos está llevando tiempo prepararlo. El 
tema es importante. Yo diría que es decisivo. Por ello 
mismo creemos que la ley debe salir en la mejor forma po- 
sible. Es difícil crear esta criatura de la Revolución. La 
Revolución quiere una empresa de propiedad social, no Co- 
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piada de ninguna parte, sino auténticamente peruana como 
lo es la comunidad laboral. Ello requiere estudios, infor- 
mes, debates, puntos de vista. Nuestro deseo es que salga 
una criatura bien hecha, bien formada y, sobre todo, bien 
peruana” 9! Es importante resaltar que el presidente Ve- 
lasco dirigió personalmente las etapas iniciales de la gestión 
de la ley del sector de propiedad social y siguió de cerca 
todo el proceso de su creación. 


En marzo de 1973, cuando todavía no se había reincorpo- 
rado a sus funciones oficiales después de su grave enfer- 
medad y de dos intervenciones quirürgicas en el mes de 
febrero, el presidente Velasco escogió al general Arturo 
Valdés, del COAP, un abogado a quien en cierta oportunidad 
le atrajo el concepto demócrata-cristiano de la empresa 
comunitaria, quien además había participado en el grupo de 
trabajo y en la comisión ministerial, para que encabezara 
una comisión especial encargada de preparar el anteproyecto 
de la ley de propiedad social. Valdés, a su vez, escogió a 
ires civiles —Jaime Llosa del SINAMOS, Luis Giulfo del 
INP y Angel de las Casas del Ministerio de Industrias— 
para que colaboraran con él. Los tres habían participado 
tanto en la comisión ministerial como en el grupo de tra- 
bajo del COAP. 


En el período comprendido entre agosto de 1972 y fines 
de agosto de 1973, muchas otras personas fueron incorpora- 
das en el trabajo técnico sobre propiedad social —hasta 25 
personas en cierta oportunidad—, algunas de las cuales 
no eran funcionarios de ninguna institución gubernamental. 
Además del COAP, SINAMOS, el INP y el Ministerio de 
Industrias, las principales instituciones gubernamentales re- 
presentadas en estas labores fueron el Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, la Corporación Financiera de Desarrollo 
(COFIDE) y la Comisión Nacional Supervisora de Valores 
y Empresas. Entre los grupos civiles representados figu- 
raban (en carácter personal y no como delegados de 
grupo alguno) los demócrata-cristianos, ex militanes del ex- 
tinguido Movimiento Social Progresista y los libertarios, 
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En el nuevo sistema peruano la política burocrática también 
desempefia claramente un papel determinado, especialmente 
llegado el momento en el cual la preparación de un ante- 
proyecto clave sale de las manos del COAP para circular 
entre las instituciones gubernamentales en busca de comen- 
tarios y, más aün, al llegar a la fase de su implementación. 
Por ejemplo, en el caso de la propiedad social, el antepro- 
yecto del SNC proponía la creación de lo que podría llegar 
a ser virtualmente un estado dentro de otro, con sus propios 
sistemas de financiación y planificación. Por cierto que 
esto debe de haber sido considerado como una amenaza por 
casi todos las burocracias participantes en el proceso de 
preparación del anteproyecto, con la posible excepción del 
SINAMOS. Por otro lado, la ley de propiedad social for- 
taleció al ‘COFIDE, no creó institución financiera alguna, 
estableció claramente la responsabilidad del INP al desarro- 
llar planes nacionales (dentro de cuyos límites las institu- 
ciones del sector de propiedad social llevarían adelante sus 
propios planes con la asistencia de representantes del INP), 
y mantuvo fuerte control estatal en los niveles más altos 
del sistema. Sin embargo, sí dispuso la integración del nue- 
vo sector dentro de los mercados tradicionales de capital y 
se estudió la forma de que resultase sumamente difícil la 
conversión de empresas privadas o cooperativas en empresas 
de propiedad social. Las difíciles disposiciones que rigen 
para las conversiones bien podrían haber sido dictadas de 
tal forma para satisfacer a la clientela del Ministerio de In- 
dustrias proveniente del sector privado y disipar los temo- 
res del Ministerio de Finanzas en torno al posible quebran- 
tamiento de la economía (y renta tributaria) que se oca- 
sionaría a consecuencia de intentos masivos por lograr la 
conversión. 


En vez de crear instituciones de apoyo enteramente nuevas 
para el sector de propiedad social, el gobierno parece haber 
vislumbrado que sería más acertado reorientar al actual 
conjunto de organismos estatales hacia la propiedad social 
y sus necesidades, A pesar de haberse admitido el riesgo 
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que representaría que los clientes tradicionales de las buro- 
cracias existentes pudieran hacer frente en forma exitosa 
a esta reorientación, aparentemente se juzgó que el riesgo 
que se corría al crear instituciones completamente nuevas, 
que también estarían sujetas a ataques o críticas, sería 
aun mayor. | 


Debate público 


Todos estos fenómenos denotan un proceso de compromiso 
y cambio entre un grupo limitado de burocracias partici- 
pantes en un proceso legislativo iniciado como consecuencia de 
decisiones tomadas en la cúpula del gobierno militar y fo- 
mentado por la acción creativa de una élite de expertos 
civiles. Pero es importante reconocer que el proceso de 
preparación del anteproyecto estuvo acompañado de extenso 
debate público, especialmente en la prensa limeña, los círcu- 
los profesionales y académicos, la Iglesia y el movimiento 
laboral. Esto ayudó a esclarecer los puntos en cuestión y 
probablemente a legitimizar el concepto de propiedad social, 
aunque el grado de su influencia sobre los lineamientos 
de la legislación resultante es difícil de determinar. 


Los civiles conocedores del tema tomaron a su cargo la di- 
rección del debate. Todos los puntos tratados en la segunda 
sección de este capítulo fueron expresados públicamente 
más de un año antes de que el gobierno diera a conocer 
uno de los muchos anteproyectos de la ley de propiedad 
social, a fines de agosto de 1973. La mayoría de los perio- 
distas que trataron estos asuntos dieron la impresión de 
estar enterados, por lo menos de las cuestiones más impor- 
tantes del debate dentro de la comisión a cargo de un ante- 
proyecto y, probablemente, hubo filtraciones deliberadas 
de información como una de las tácticas empleadas por 
los contendores dentro del gobierno. Por ejemplo, en cierta 
ocasión partes de un anteproyecto y su reglamento (pos- 
teriormente modificado en forma sustancial)- fueron publi- 
cados en la revista Caretas, La impresión que prevalecía 
en grupos no gubernamentales de la importancia trascenden- 
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tal que tendría la ley en creación, dio como resultado que 
menudearan solicitudes para que se publicara un antepro- 
yecto y esto resultó seguramente un factor importante que 
decidió el pedido de sugerencias al público °. 


En varias ocasiones, principalmente en setiembre de 1972 
y nuevamente en los meses siguientes a la enfermedad de 
Velasco, a mediados de 1973, la intensidad del debate de 
prensa alcanzó grandes proporciones debido a que muchos 
interesados esperaban que el gobierno promulgara la ley 
de propiedad social, primero el 3 de octubre de 1972 (cuarto 
aniversario de la toma del poder), y luego el 28 de julio 
(aniversario de la independencia nacional). El hecho, de 
que no se publicara la ley en estas oportunidades demostró 
que no hubo acuerdo general en las altas esferas del go- 
bierno sobre esta compleja y controvertida legislación. 


La fase final del debate sobre propiedad social comenzó con 
la publicación del anteproyecto, a fines de agosto de 1973. 
Durante los meses siguientes los periódicos y revistas loca- 
les llenaron sus páginas con exposiciones suscritas por 
miembros de la comisión redactora, así como editoriales y 
comentarios oficiales de personas y grupos políticos inte- 
resados en la ley 64. Se realizaron numerosas reuniones con 
el propósito de debatir, comentar y orientar a los diversos 
grupos. 


Durante el debate público, los desacuerdos fundamentales 
sobre el anteproyecto se concentraron en lo relacionado con 
el pluralismo económico. Grupos representativos de la iz- 
quierda moderada —tales como el PDC, el movimiento de 
sacerdotes radicales (ONIS) y el Partido Comunista— así 
como los de la derecha —incluyendo la Sociedad de Indus- 
trias, el Colegio de Abogados de Lima, la Cámara de Co- 
mercio e Industria de Arequipa y el APRA— alegaban que 
el nuevo sector de propiedad social no podría coexistir con 
los sectores privados. La derecha sostenía que sería nece- 
sario poner limitaciones estrictas al sector de propiedad 
social a fin de proteger a la empresa privada. Por el con- 
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trario, la izquierda moderada incitaba a la conversión de 
i muchas empresas privadas y, en el caso del PDC, también 
de empresas estatales, a empresas de propiedad social, a 
fin de evitar que el nuevo sector quedara limitado a desem- 
1 peñar un rol marginal dentro de la economía. La extrema 
izquierda no tuvo participación de carácter significante en 
el debate püblico, habiendo formulado solamente críticas 
globales al gobierno, sin concretar aportes trascendentes. 


A fin de limitar el nivel de desigualdad de ingresos dentro 
del sector, los intelectuales católicos laicos de DESCO 
۱ propusieron que se fijara una sola escala de remuneracio- 
nes para el nuevo sector y que se aplicaran intereses sobre 
7 el capital concedido-a las empresas de propiedad social, a 
fin de absorber diferencias en las utilidades ocasionadas 
۱ por la ubicación o volumen del capital de la empresa. Por 
otra parte, el PDC y más aün el APRA, al insistir en que 
br los derechos de propiedad debían recaer en la empresa y 
۱ no en todo el sector, implícitamente estaban favoreciendo 
3 la ereación de una mayor dependencia en las fuerzas del 
mercado y, como consecuencia, mayor desigualdad en la 
distribución de ingresos. 


K DESCO y ONIS reclamaron que se tomaran medidas para 
asegurar que la producción del nuevo sector estuviera de 
acuerdo con las necesidades básicas sociales en vez de en 
función de un mercado distorsionado por una distribución 
de ingresos altamente desigual y aspiraciones de consumo 
inculcadas por la publicidad que frecuentemente proviene 
de países capitalistas ricos %. La Comisión Episcopal de 
Acción Social, encabezada por el obispo Luis Bambarén, 
preparó dos declaraciones %, ambas de apoyo, en general, a 
| la iniciativa del gobierno. Estas declaraciones probablemen- 
E. te ayudaron a legitimar el concepto de propiedad social 
| ante los ojos de los peruanos (incluso a muchos militares 
! y à sus esposas) que toman muy en serio las ensefianzas de 
$ la Iglesia. Casi todos los comentaristas estuvieron a favor 
y de que se aumentara la participación directa de los traba- 

jadores en la gestión, inclusive asuntos de disciplina laboral, 


A A‏ نے یت 


70 





am 


Jc. 
-— P 





Js 81٦ 


T موم‎ SIS A 
a ۶ ' m ۰ "ne > ۴ í ۴ o a - T ۴ 
- ۱ i p - 
p " 4 1 ys ۰ - ۳ is y y "a a "i 
۰ o 
۰ ۰ po^ 


A " 7 


a expensas del sacrificio de algunas prerrogativas que se 
otorgaban en el anteproyecto a órganos superiores de la 
empresa (elegidos directa o indirectamente por los trabaja- 


dores) o instituciones del Estado. Fueron objeto de ataque- 


especialmente intenso las disposiciones referidas a la selec- 
ción por sorteo como forma sustitutiva de las elecciones, 
para cubrir ciertas posiciones en la empresa. 


El PDC, ONIS y APRA, entre otros grupos, se quejaban 
de que el papel de supervisor que el anteproyecto proponía 
asignar al Estado, podría dar lugar a una excesiva buro- 
cratización y centralización en la toma de decisiones en el 
nuevo sector. Sin embargo, el Partido Comunista y la cen- 
tral de sindicatos controlados por éste (CGTP) sugirieron 
que el Estado asumiera aún más funciones de planeamiento 
y programación; sostuvieron la idea de que la propiedad 
estatal es la forma superior de propiedad social. A pesar 
de sus críticas a aleunos aspectos del anteproyecto, el Partido 
Comunista (moscovita) dio un fuerte apoyo público al nuevo 
sector ۰ 


La ley de propiedad social de mayo de 1974 

La ley finalmente promulgada, como resultado del proceso 
de debate y preparación del proyecto final, no alteró en 
forma drástica los lineamientos generales del sistema pro- 
puesto en agosto de 1973, pero sí hubo varios cambios 
importantes $9, La mayoría de estos cambios al parecer obe- 
decieron a las críticas más constructivas publicadas en la 
prensa limeña. Así, pues, puede decirse que el público ha 
participado en un sentido limitado en el proceso de formu- 
lación de políticas en el sistema de SPS. La significación 
de los cambios logrados se realza por el hecho de que en 
virtud de ellos, casi sin excepción, se aumentó, ya el gra- 
do de democracia interna y control de los trabajadores 
en las instituciones del nuevo sector, ya las posibilidades 
para que la distribución de ingresos fuera más equitativa 
dentro del sector y a nivel nacional, y/o se facilitó potencial- 
mente el desarrollo más acelerado del sector de propiedad 
social (SPS). Pero la ley también incluyó disposiciones, no 
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explícitamente previstas en el anteproyecto de agosto de 
1973, para el financiamiento de servicio de vivienda, salud, 
educación y recreación destinados a los trabajadores del ۰ 
Se ha informado que estas provisiones se incluyeron a in- 
sistencia del presidente Velasco, quien dio fuerte apoyo 
al concepto de propiedad social ۰ 





Más adelante describimos las características principales de 
la ley de propiedad social. La descripción no es completa, 
en modo alguno, y en algunos casos ha sido simplificada ۰ 
Tampoco pretende ser un minucioso estudio sobre esta com- 
pleja legislación. En su lugar, tratamos de proporcionar 
con nuestra descripción una base mínima que permita com- 
paraciones con otros tipos de sistemas económicos y un 
análisis de la economía política de la implementación del 
SPS, que presentamos en la próxima sección de este ensayo. 


Según la ley, una empresa de propiedad social (EPS) debe 
componerse exclusivamente de trabajadores, eliminando, de 
esa forma, la presencia de capitalistas, o de sus representan- 
tes dentro de la empresa, así como debe caracterizarse por la 
“narticipación plena, propiedad social de la empresa, acumu- 
lación social, y capacitación permanente”. La participación 
plena consiste en el derecho de todos los trabajadores a par- 
ticipar en la gestión y los beneficios económicos de la em- 
presa. La propiedad de la empresa es de carácter social 
por ser inherente al conjunto de trabajadores que laboran 
en las empresas del SPS, no para empresas O traba- 
jadores individuales, aunque el término “propiedad” pueda 
ocultar más que clarificar los derechos y obligaciones de 
los varios componentes del SPS. La acumulación es social 
porque una parte del ingreso generado por 188 empresas 
del SPS debe ser empleada para la expansión del sector, 
creándose así nuevos empleos y beneficiando por entero a la 
sociedad. La propiedad y la acumulación sociales represen- 
tan avances importantes en comparación con la CAP, la 
SAIS, y la empresa del sector privado reformado. La capa- 
citación permanente está orientada a lograr la participación 
del trabajador en todos los niveles de decisión dentro del 
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SPS, tanto para su perfeccionamiento laboral como técnico. 


Una EPS puede desarrollar cualquier clase de actividad eco- 
nómica no reservada exclusivamente para e| Estado (in- 
dustrias básicas ۲ estratégicas, tal como se las define en 
la ley general de industrias y otras legislaciones) y puede 
implementarse en cualquiera de estas tres formas: mediante 
la creación de una empresa totalmente nueva, la conversión 
de una empresa ya existente o la fusión de una 0 más EPS. 


En el caso de la empresa completamente nueva, la ley espe- 
cifica un proceso que puede ser iniciado por individuos par- 
ticulares, grupos, empresas de carácter especial creadas para 
desarrollar proyectos, 0 instituciones del sector público. 
Todos los proyectos deben encuadrarse dentro del marco 
fijado por los planes nacionales de desarrollo y ser enviados 
a la Comisión Nacional de Propiedad Social (CONAPS), 
formada por doce representantes de diferentes entidades 
estatales ۵ trabajadores del sector, elegidos por la 
Asamblea del Sector de Propiedad Social (ASPS). Si se 
obtiene la aprobación preliminar de la CONAPS, el proyecto 
debe, entonces, ser enviado al banco estatal para el desarro- 
Ho (COFIDE) y/o al Fondo Nacional de Propiedad Social, 
organismos que tienen responsabilidad sobre los estudios de 
factibilidad y financiación de dichos proyectos. 


La CONAPS debe aprobar los estatutos de cada empresa 
constituida dentro de] sistema, incluyendo su escala de re- 
muneraciones. Esta provisión, que representa una 'ómpor- 
tante limitación para la autonomía de las empresas, fue ins- 
pirada, posiblemente, sobre la base de la experiencia de las 
CAPs, en las que se ha observado la tendencia à que los ex- 
cedentes sean absorbidos para cubrir remuneraciones direc- 
tas más elevadas, conseguidas por votación de los trabajado- 
res, disminuyendo así las rentas para impuestos y para rein- 
versión, La fijación de las remuneraciones por las CONAPS 
quedará, ain embargo, sujeta a ciertas obligaciones impues- 
tas por el mercado de trabajo, debido à que continúan pre- 
valeciendo los sectores privados. 
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Son estrictas las condiciones para la conversión de empresas 
que no pertenezcan al sector de propiedad social, aparen- 
i temente con el objetivo de asegurar que las empresas que 
1 entran al SPS lleguen con ciertos padrores mínimos y de 
i mantener el pluralismo económico mediante el impedimento 
i de una transferencia masiva de empresas de] sector privado 
reformado. Los requerimientos básicos son: la aprobación 
por la CONAPS, el consentimiento de dos tercios de los 
propietarios, accionistas o miembros, y 8 verificación de 
que la empresa está en buenas condiciones económicas y 
financieras. Se permite la creación de algunas variantes 
especiales de las EPS bajo ciertas condiciones, las que apa- 
rentemente abren el camino para la eventual conversión de 
varios tipos de cooperativas y SAIS. 


Todos los trabajadores de una EPS, estables y eventuales, 
son integrantes de la empresa. Los trabajadores eventuales 
tienen los mismos derechos y obligaciones que los trabaja- 
dores estables, con la única excepción de que los primeros 
no tienen derecho a ocupar cargos electivos. Estas dispo- 
siciones, en cuanto a los derechos de asociación, representan 
un avance importante para los trabajadores eventuales, en 
comparación con las que rigen la CAP y la empresa del 
sector privado reformado. 


La fuente básica de autoridad en una EPS es la Asamblea 
General, compuesta por todos los trabajadores de la em- 
presa. La Asamblea General elige un Comité Directivo, 
responsable de supervisar el funcionamiento cotidiano de 
la empresa. Este comité elige, a su vez, un gerente general, 
cuya designación debe ser aprobada por la Asamblea Ge- 
neral, también facultada para despedirlo. Varios otros co- 
mités elegidos dentro de la empresa desempeñan funciones 
especiales, incluyendo planificación, preparación y conduc- 
ción de programas de capacitación, y el manejo de asuntos 
disciplinarios. En el anteproyecto muchos de estos comités 
debieron ser designados por sorteo, pero esta medida sólo 
13 se mantuvo en el معوء‎ del comité que supervisa las elec- 
3 ciones. Mediante e] consentimiento expreso de más del 0 





74 














por ciento de los trabajadores de una EPS podrá formarse 


un sindicato pero se exige que sus dirigentes (presumible- 
mente el comité directivo) sean los mismos que los de la 
EPS. Esta medida parece confundir las funciones de un 
sindicato y las de una empresa y puede evidenciar una 
actitud hostil del régimen para con los sindicatos, a los que 
aparentemente considera innecesarios. De todas maneras, 
una EPS tiene muchos canales internos para la resolución de 
conflictos que normalmente involucran la intervención de 
los sindicatos en empresas capitalistas (tanto privadas como 
estatales) y la principal función del sindicato en una EPS 
puede ser representar a la empresa en sus tratos con 
CONAPS y otras instituciones del SPS, estatales o privadas. 


El SPS se compondrá también de varias instituciones a nivel 
regional y nacional. La relación que tendrán estas institu- 
ciones entre sí y con las instituciones gubernamentales, en 
lo que respecta a asociación, está mostrada en el cuadro 2, 
pág. 76. 


Las Unidades Regionales tendrán a su cargo varias fun- 
ciones de planificación y coordinación; verificarán que las 
EPS de su región trabajen en base a un trato preferencial 
para con otras empresas del sector; dicho de otra ma- 
nera, promoverán el desarrollo y los intereses del SPS den- 
tro de sus respectivas regiones. La ASPS desempeña fun- 
ciones similares a nivel nacional. A diferencia de las 
empresas del sector privado, las EPS tienen obligación, por 
ley, de compartir información de tipo económico, finan- 
ciero y tecnológico. ۱ 


La ley no da ninguna medida específica para la financiación 
regional de EPS, concentrando estos poderes en el Fondo 
Nacional de Propiedad Social (FONAPS) y en COFIDE. 
Los trabajadores del sector tendrán una efectiva mayoría 
en la Junta de Administración del FONAPS, la eual puede 
compartir con la CONAPS ciertas funciones relativas a la 
asignación de remuneraciones, en caso de que a una EPS 
no le sea posible cumplir con sus obligaciones financieras. 
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Cuadro 2 
Representación en las Instituciones del Sector 


de Propiedad Social 



























Agencias 


Consejo 
Gubernamentales 


de Propiedud Social 


CPS 


Junta de Administración 
del Fondo Nacional 
ile Propiedad Social 
FONAPS 









Comisión Nacional 
de Propiedad Social 
CONAPS 


Asamblea del Sector 
de Propiedad Social 
ASPS 


6 
Unidad Regional Unidad Regional Unidad Regional 
E س‎ i 


i La Junta de administración del FONAPS está compuesta por seis 
miembros: dos son los representantes ante la CONAPS del Instituto 
Nacional de Planificación y del Ministerio de Economia y Finanzas; 
uno es representante del COFIDE; tres son miembros de la ASPS, 
incluyendo al presidente, que tiene derecho a doble voto en caso de 


E» empate. 











2 Quatro ministros, el jefe del Instituto Nacional de Planificación 
y el presidente de la CONAPS, quien tiene voz pero no voto. 


3 Nombra doce miembros incluyendo al presidente de la CONAPS. 


4 ASPS elige tres miembros que la representan en la CONAPS. 





5 Cada UR envía a la ASPS a su presidente y dos miembros elegi- 
dos por su asamblea general. 


6 La asamblea general de cada EPS elige tres delegados que la 
. representan en la correspondiente Unidad Regional. 


7 EI INP delimitará un número de regiones no especificado en la 
Ley de Empresas de Propiedad Social, 
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Por encima de la CONAPS, el FONAPS y el ASPS, todos 
los cuales incluyen trabajadores del sector, está un Consejo 
de Propiedad Social compuesto por el jefe del INP y los 
ministros de Economía y Finanzas, de Trabajo, de Industria 
y Turismo, y de Comercio. „ Este Consejo ha sido formado 
especificamente para ejercer control a nivel superior sobre 
el SPS, a fin de lograr la seguridad de que el nuevo sector 
se desenvuelva de acuerdo con la política económica general 
del gobierno; pero también podría representar los intereses 
del SPS dentro del Consejo de Ministros. 


La ley de propiedad social establece claramente el principio 
de que el ingreso neto será compartido por los trabajadores. 
El ingreso de un trabajador se dividirá en tres partes: 
remuneración directa, una porción del excedente distribui- 
ble que se denomina “renta de trabajo", y acceso a ser- 
vicios comunes (incluyendo vivienda, educación, salud y 
recreación). Mientras que las remuneraciones directas están 
verdaderamente sujetas al control del CONAPS y del 
FONAPS, la cantidad de los excedentes sujetos a reparto 
depende del desempeño económico de la empresa, dándose así 
un incentivo común al mayor esfuerzo en el trabajo. La 
renta de trabajo se distribuye entre todos los trabajadores 
de la empresa. La cantidad distribuida a cada trabajador 
depende solamente del número de días trabajados, siendo 
independiente de la remuneración básica, a diferencia de 
la comunidad laboral, donde se toma en cuenta este último 
factor. 


Las medidas financieras de la ley son complejas e innova- 
doras. Existen esencialmente tres formas mediante las cua- 
les una EPS puede obtener capital fijo: préstamos otor- 
gados por COFIDE y/o FONAPS llamados “aportes tran- 
sitorios"; reinversión de fondos generados por la EPS; y 
la emisión de accio-bonos que no dan derecho a participar 
en la gestión o control de la empresa y deben ser adquiridos 
por intermediarios financieros, no por inversionistas indi- 
viduales, 
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El sistema de] aporte transitorio permite que cualquier indi- 
viduo o grupo capaz de llevar a cabo un proyecto viable 
aprobado por el FONAPS y/o COFIDE y por la respectiva 
institución pública (por ejemplo el Ministerio de Industrias 
y Turismo en el caso de proyectos industriales) obtenga el 
capital necesario para comenzar una nueva empresa, inclu- 
yendo los costos para los estudios de factibilidad. Uno de 
los objetivos de esta disposición es ofrecer a todos aquellos 
que sean capaces de llevar a cabo una actividad creativa 
de índole empresarial —no sólo a los que tienen acceso a 
capitales privados—, una oportunidad para demostrar sus 
talentos, habilitando de tal modo a este potencial e impor- 
tante recurso nacional, 


El convenio por el cual se establecerá el aporte transitorio, 
detallará un cronograma de reembolso del aporte tran- 
sitorio y podrá también contemplar el pago periódico de 
una “suma adicional”, la que será considerada como una com- 
pensación de la renta del aporte efectuado. Estos reem- 
bolsos serán establecidos “teniendo en cuenta las condiciones 
económicas y financieras y las condiciones externas en que 
se desenvolverá la empresa, favoreciendo la descentraliza- 
ción”. Después de haber amortizado el aporte transitorio, la 
EPS continuará pagando periódicamente al FONAPS y/o 
COFIDE la “suma adicional”. Esta característica es muy 
importante ya que, en principio, permitirá la socialización 


. ¥ su canalización para fines de acumulación social del in- 


greso proveniente de ubicaciones privilegiadas y del poder 
monopólico, que no tienen relación alguna con el esfuerzo 
laboral. Esto favorecería la distribución de ingresos en 
forma más equitativa que en la CAP, la SAIS, o en la empre- 
sa del sector privado reformado, tanto directamente como me- 
diante la disponibilidad de fuentes adicionales de financia- 
ción que asistan en la creación de nuevas empresas de PS 
o la expansión de las ya existentes. 


Las disposiciones que rigen para que una empresa nueva 


amortice su aporte transitorio, podrían someter a ésta a un 
esfuerzo excesivo, pero la ley especifica que el cronograma 
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de reembolso sérá establecido tomándose en cuenta una pró- 
yección de fondos disponibles en la empresa. Los pagos en 
reembolso de] aporte transitorio serán deducibles del ingreso 
de la empresa, para los efectos del pago de impuesto a la 
renta 7°, 


Una vez cancelado el aporte transitorio, la EPS debe con- 
tinuar deduciendo anualmente de su ingreso una cantidad 
equivalente al promedio de los reembolsos efectuados du- 
rante los cinco años de mayores pagos. Esta deducción 
puede reinvertirse en bienes de activo fijo de la EPS. Una 
EPS puede también destinar una fracción de su excedente 
económico para la reinversión, aun antes de que haya sido 
amortizado el aporte transitorio. También puede obtenerse 
un aporte transitorio para financiar la expansión de la em- 
presa ?!, 


Todas las disposiciones financieras están destinadas a fa- 
cilitar un acelerado índice de acumulación de capital dentro 
del SPS, a la vez que dar protección contra una posible 
capitalización excesiva dentro de las empresas individuales, 
favoreciendo así una distribución de ingresos más equitativa 
a nivel nacional. 


La disposición sobre accio-bonos está proyectada para per- 
mitir acceso al mercado de capital privado a fin de que el 
SPS obtenga más fondos para reinversión, y quede sujeta 
a varios controles. Primeramente, tanto una mayoría abso- 
luta de los trabajadores de la empresa como la respectiva 
Unidad Regional, deben aprobar la emisión de accio-bonos 
por una EPS. La CONAPS deberá entonces: a) establecer 
un porcentaje máximo de accio-bonos que pueden emitirse 
como fracción del capital de cada EPS; y b) fijar el por- 
centaje máximo de’ accio-bonos de cada EPS o rama de 
actividad económica determinada que puede ser mantenido 
en la cartera de inversiones de un intermediario financiero. 
Obviamente, estas medidas han sido dictadas para prevenir 
la emisión excesiva de accio-bonos, lo que podría reducir 
peligrosamente los incentivos materiales para un mayor es- 
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fuerzo de trabajo, succionando afuera de la empresa una 
porción excesiva de los excedentes distribuidos así como 
para evitar la concentración de control sobre los excedentes 
logrados en una sola empresa o rama de actividad econó- 
mica. La porción del patrimonio de una empresa conforma- 
da por accio-bonos se denomina Fondo Integrado, y aquella 
conformada por aportes transitorios y reinversiones se de- 


nomina Fondo Social, 


Los intermediarios financieros pueden comprar carteras de 
accio-bonos y valores del Estado contra los cuales se vende- 
rán al público “Certificados de Participación”. Más adelan- 
te, lo que un ahorrista individual comprará es algo como 
un valor emitido por una mutual, cuya rentabilidad depende 
de los excedentes distribuibles de las EPS cuyos accio-bonos 
conforman una cartera determinada de un intermediario fi- 
nanciero, sujeto a una rentabilidad mínima porque cada car- 
tera tiene que incluir valores de renta fija emitidos por el 
Estado en una proporción determinada anualmente por CO- 
NAPS. 


Además, si un trabajador se jubila después de 20 anos de 
trabajo en el SPS, fallece antes de cumplirlos o se en- 
cuentra incapacitado para trabajar, cada una de las EPS 
donde trabájó tiene que transformar una parte de su Fon- 
do Social en Fondo Integrado y emitir accio-bonos ' que 
correspondan a la contribución de aquel trabajador a la for- 
mación del Fondo Social. Se determinará la contribución 
del conjunto de trabajadores de la empresa a la formación 
del Fondo Social en cada ejercicio económico, dividiendo el 
incremento anual del Fondo Social entre el número de días- 
hombre trabajados por todos, durante el ejercicio, Obtenido 
así el valor de un día-hombre, se multiplica por el número 
de días- hombre laborados en el ejercicio por el trabajador 
que se jubila, retira o fallece. La suma de estos resultados 
en todos los años de servicios prestados por el trabajador, 
da el total que le corresponde. Para los efectos del cómputo 
no se considerarán los aportes transitorios no amortizados. 
Los accio-bonos de retiro pasan a la Cartera de Retiro de 
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COFIDE, la cual a su vez emite en favor del trabajador, su 
cónyuge o sus hijos (hasta que aleancen la mayoría de edad 
o se casen) valores de igual valor denominados Certificados 
de Retiro. 


La renta de los Certificados de Retiro corresponde a la me- 
dia ponderada de la rentabilidad de los accio-bonos de todas 
las empresas que han emitido accio-bonos de retiro y que 
conforman la Cartera de Retiro de COFIDE. Por lo tanto, 
al igual que los Certificados de Participación, esta renta es 
algo así como un valor emitido por una mutual. Tiene la 
función social de complementar las pensiones y beneficios 
sociales normales, dando al trabajador y a su cónyuge un 
ingreso adicional en su vejez y ayudando en el manteni- 
miento y educación de sus hijos. Los Certificados de Re- 
tiro no son redimibles, extinguiéndose al fallecimiento del 
titular, matrimonio o mayoría de edad, en el caso de los 
herederos. Los hijos incapacitados, física ۵ mentalmente, go- 
zarán de los Certificados de Retiro mientras dure esta si- 
tuación. A la extinción del Certificado de Retiro, éste será 
anulado por COFIDE y los accio-bonos que le dieron origen 
serán transferidos al FONAPS. En ese momento, el monto 
equivalente a los accio-bonos Se transformará nuevamente 
de Fondo Integrado en Fondo Social y considerado como 
un aporte transitorio a las empresas emisoras, el cual tiene 
que ser amortizado a favor de FONAPS. 


Se debe notar que: 1) el valor de los accio-bonos será co- 
rregido para evitar los efectos negativos de la inflación ; 
2) una parte de las reinversiones que las EPS pueden ha- 
cer con sus excedentes económicos aumenta el valor de las 
carteras de accio-bonos y así de los Certif icados de Partici- 
pación y de Retiro (la fracción de las reinversiones que 
corresponde al Fondo Integrado es igua] à la participación 
de éste en el patrimonio de la empresa, quiere decir el 
Fondo Integrado más el Fondo Social); 3) hasta 50 por 
ciento de las rentas anuales de personas naturales o jurídi- 
cas puede ser aplicado libre de impuestos a la adquisición 
de Certifieados de Participación; 4) la renta generada por 
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los Certificados de Participación está exonerada del impués- 
to a la renta mientras que la generada por los Certificados 
de Retiro tiene igual tratamiento que las pensiones de ju- 
bilación a los efectos del impuesto a la renta, y 5) asi- 
mismo, los Certificados de Participación y de Retiro están 
exonerados del impuesto sucesorio. 


Ahora podemos comparar el SPS con la definición de auto- 
gestión a nivel del sistema productivo adoptada en la se- 
gunda sección de este ensayo. En cuanto a la participación 
de los trabajadores es casi plena, pero está limitada en los 
niveles superiores del sector, específicamente el Consejo de 
Propiedad Social (donde no hay un representante de los 
trabajadores), la CONAPS (donde los trabajadores tienen 
una minoría de tres de los quince miembros) y la Junta de 
Administración de FONAPS (donde los trabajadores tie- 
nen una mayoría efectiva, pero hay también representantes 
de agencias gubernamentales). La propiedad de los medios 
de producción es más sectorial (de los trabajadores del 
SPS) que social P aunque se aproximaría a la propiedad so- 
cial si el SPS creciese hasta eliminar los sectores privados 
y cooperativo. La acumulación es esencialmente social (o 
más bien sectorial) aunque la acumulación privada subsiste 
a través del sistema de accio-bonos y Certificados de Par- 
ticipación y Retiro, sujeto a una serie de controles. Hay 
distribución equitativa del excedente, aunque el sistema de 
accio-bonos y Certificados de Participación y Retiro per- 
mite a los inactivos participar en el excedente distribuible. 
En el caso de los Certificados de Retiro hay una clara fun- 
ción social que se cumple, pero la justificación para la exis- 
tencia de los Certificados de Participación con todo tipo de 
incentivos fiscales parece más dudosa y tiene que ver con 
el carácter pluralista de la economía peruana. La semilla 
de la planificación participante y ascendente existe en la 
ley, que provee la participación de los trabajadores en la 
planificación del desarrollo del SPS a nivel de empresa, 
región y nación. Sin embargo, todos los planes del SPS tie- 
nen que ser compatibles con el plan nacional elaborado por 
el INP y las inversiones tienen que ser aprobadas por va- 
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rios ministerios. Además, no hay participación de delegados 
de la población a cada nivel del proceso de planificación. 
Por lo tanto, las burocracias estatales tienen la última pa- 
labra, y solo si el Estado y sus instancias locales y regio- 
nales llegasen a ser controlados por los trabajadores habría 
plena participación de los trabajadores en la planificación. 
El juego de las fuerzas de mercado está sujeto a una serie 
de controles, pero se puede esperar que, con el desarrollo 
del SPS, habrá cada vez mayor planificación y menos de- 
pendencia para guiar las decisiones económicas. Finalmen- 
te, hay completa libertad de empleo, 


Se puede explicar casi todas estas discrepancias del SPS 
con respecto a la definición de autogestión adoptada en la 
segunda sección de este ensayo por la naturaleza pluralista 
de la economía peruana. Como toda legislación, la ley de 
empresas de propiedad social es el producto de un proceso 
de compromiso entre diversos grupos dentro del Estado en 
una determinada coyuntura política y económica, lo cual no 
impide su modificación en el futuro en un sentido más auto- 
gestionario. Esta posibilidad está estrechamente vinculada 
con el logro de la predominancia del SPS, asunto que se 
tratará en la próxima sección de este ensayo. 
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6 
La economía política de la implementación 
del Sector de Propiedad Social (SPS) 


¿Cuáles son los principales requerimientos para lograr el 
éxito en la implementación del SPS, y qué problemas po- 
drían surgir? Enfocamos estas preguntas refiriéndonos de 
nuevo a los problemas de política mencionados en la sec- 
ción ۰2: pluralismo económico, acumulación versus partici- 
pación, y grado de descentralización. El hilo conductor en 
esta sección es el tema del desarrollo del apoyo político 
necesario para la creación de un SPS predominante. 


Pluralismo económico 

Dado el compromiso que contrajo el Gobierno Revoluciona- 
rio de mantener una economía pluralista, el SPS parece des- 
tinado a componerse casi por completo de empresas total- 
mente nuevas. Si la conversión de las empresas existentes 
se va a mantener en un mínimo, y el nuevo sector deberá 
convertirse en el predominante, por decir, dentro de unos 
quince años, un porcentaje muy alto de toda la nueva inver- 
sión deberá canalizarse hacia el SPS. Durante cinco a diez 
anos el grueso de esta inversión tendría que obtenerse de otros 
sectores, ya que la acumulación dentro del SPS no vendrá 
a ser una fuente importante de inversión hasta que el sector 
logre aleanzar un peso económico significante en la econo- 
mía nacional. Por lo tanto, el Estado tendría que compro- 
meterse a darle fuerte impulso en los primeros 21108 hasta 
que el SPS fuese capaz de producir por sí mismo una rápida 
acumulación de capital. 


Los fondos necesarios podrían provenir de tasas de impues- 
tos más elevadas que las actuales, donaciones y préstamos 
provenientes del exterior, o mayores rentas püblicas deriva- 
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das de la exportación de recursos básicos naturales, contro- 
lada por el Estado. Otra fuente de financiación podría ser 
la venta de accio-bonos y de Certificados de Participación. 


Si el SPS dependiese de préstamos de otros países u orga- 
nismos internacionales à través de FONAPS y/o COFIDE, 
esto traería como consecuencia una acumulación de capital 
mucho más lenta dentro del SPS de lo que sería si igual 
cantidad de recursos nacionales fuese transferido al nuevo 
sector sin obligaciones de amortización ni pago de intereses. 
Igualmente, la venta de Certificados de Participación podría 
aumentar el patrimonio del sector, pero al costo de reducir 
su tasa de acumulación en el futuro, ya que los Certificados 
de Participación dan a sus dueños, los cuales se puede su- 
poner serían en gran mayoría de otros sectores de la econo- 
mía, derechos sobre una fracción de la renta distribuible de 
las EPS que emitiesen accio-bonos y a la vez reduciría, a 
través de los incentivos fiscales para la adquisición de Cer- 
tificados de Participación, la cantidad de recursos disponi- 
bles al Estado para posibles transferencias a FONAPS. 


Un sector de propiedad social compuesto enteramente de 
nuevas empresas también requeriría un número masivo de 
técnicos experimentados y gerentes capaces de trabajar en 
un medio sumamente participatorio. En la actualidad, re- 
cursos humanos tan cruciales como ésos son escasos, y ya 
están empleados en las empresas privadas, estatales o coope- 
rativas. El problema, por lo tanto, radica en que los secto- 
res privados, estatal y cooperativista no pueden permitirse 
perder los fondos de inversión y talento humano de que ac- 
tualmente gozan. Esto explica la razón por la que el tema 
del pluralismo económico fue el más candente durante el 
debate sobre el sector de propiedad social. Las manifesta- 
ciones de protesta provenientes de los sectores privados y 
las cooperativas, probablemente se harán más intensas a me- 
dida que el gobierno vaya implementando el SPS. Es posi- 
ble que la oposición por parte del sector püblico sea más 
bien pasiva. 
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E! gobierno no ha publicado aün cifras de producción, valor 
agregado, inversión o empleo, separadas por cada tipo de 
empresa. Indicaciones preliminares demuestran que el sec- 
tor estatal es el sector que ha crecido más rápidamente des- 
pués de octubre de 1968 y que ya puede controlar hasta 
la mitad del valor de la producción de la economía perua- 
na, incluyendo tanto al gobierno central como las empresas 
estatales. Debido a que e] gobierno parece comprometido en 
fortalecer y expandir aün más las empresas estatales —por 
lo menos las comprendidas dentro de las industrias básicas 
que concentran los mayores capitales, como petróleo, acero, 
cemento, fertilizantes, minería, refinería metálica, papel, 
telecomunicaciones, energía eléctrica y transporte aéreo— es 
evidente que los sectores privados y las cooperativas serán 
las que, con mayor seguridad, se verán en un aprieto 81 el 
gobierno va hacia una rápida implementación del SPS. . 


La implicancia es clara. Si los sectores privados y el coope- 
rativista crecen aunque sea a niveles modestos y NO hay una 
significativa transformación de las firmas existentes en em- 
presas de propiedad social, el SPS no podrá llegar a ser el 
“predominante” dentro de quince años 72. Suponiendo que 
los sectores privados no queden estancados, la elección se 
torna más dramática: se produce una conversión masiva 
de las empresas existentes o la predominancia del nuevo 
sector, pronosticada para dentro de un futuro razonable, 
resultará sólo un sueño. 


Dentro del actual régimen peruano, un fuerte apoyo militar 
es indispensable para implementar una política importante 
y sujeta a controversia. No es claro el hecho de que exista 
un compromiso hacia el nuevo sector, compartido por todas 
las ramas de 8 fuerza armada y, como se recordará, los 
funcionarios civiles proponentes de la propiedad social no 
representan à ninguna organización con base popular sus- 
tancial. Durante el proceso de implementación —en e] cual 
desempeñarán un papel más importante los intereses insti- 
tucionales y de clases— la falta de entusiasmo por el nuevo 
sector entre la alta burocracia que todavía es predomi- 
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^nantemente de extracción burguesa y la burguesía nacional 
e internacional con sus diversos grupos de presión, harán 
que el progreso hacia el objetivo de lograr el papel prepon- 
derante dependa tanto del continuo impulso de las esferas 
más elevadas del sistema como de la generación de apoyo 
político para el nuevo sector proveniente de organizaciones 
de base popular. Velasco pareció atacar una potencial iner- 
cia burocrática en su Mensaje a la Nación del 28 de julio 
de 1974 cuando dijo que “el desarrollo del Sector de Pro- 
piedad Social demandará readecuaciones y reajustes en todo 
el aparato del Estado”, insistiendo en que “ese reajuste y 
esa reorientación se implementen de manera inmediata”. 
Todavía es temprano para decir cuán efectiva ha sido esta 
presión desde arriba. 


El tema de la propiedad social, y en general la profundización 
del proceso revolucionario, parecen haber sido cuestiones 
importantes en la primera erisis política de mayor propot- 
ción por la que atravesó el régimen, a consecuencia del 
receso del presidente Velasco a principios de febrero de 
1973. Una segunda crisis, en mayo y junio de 1974, que 
forzó la renuncia de dos ministros conservadores de la ma- 
rina (uno de ellos miembro de la Junta de Gobierno) al 
parecer fue motivada principalmente en vista de la por en- 
tonces inminente expropiación de lo que aún quedaba de 
la prensa opositora y por el liderazgo ejercido por el pre- 
sidente Velasco. Pero, en ambas ocasiones, las fuerzas más 
radicales dentro del gobierno pudieron movilizar el apoyo 
popular de las masas entre los sindicatos de trabajadores 
(con excepción de los dominados por el APRA), beneficiarios 
de la reforma agraria, Confederación de Comunidades In- 
dustriales (CONACI) y representantes de los Pueblos Jó- 
venes. Aunque resulta difícil descubrir la influencia de 
manifestaciones de masa en los cálculos de poder de facciones 
en pugna dentro del gobierno militar, parece que esas crisis 
fortalecieron la resolución de Velasco y su círculo interno 
para seguir adelante con “más revolución”. 


Pero, el gobierno no ha creado un partido político ni ha dado 
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la bienvenida abiertamente al apoyo recibido por parte del | 


Partido Comunista y la CGTP. El APRA, que continúa 
siendo el partido que cuenta en sus filas con la mayor ad- 
hesión de masas, se opone 8 la propiedad social en su for- 
ma actual. Muy pocos empresarios y gerentes han apoyado 
la creación de un SPS como verdadera oportunidad para Su 
realización como empresarios "®, apartándose así de la línea 
de la Sociedad de Industrias. Además, un factor básico en 
el proceso peruano es saber si las aspiraciones de todos los 
grupos que se han beneficiado con las reformas del régimen 
o esperan hacerlo en el futuro, pueden unirse y juntos neu- 
tralizar a los grupos conservadores tradicionales y ejercer 
presión desde las bases de una sociedad en transformación 
para que se implemente el SPS. 


Paradójicamente las mismas reformas que fueron instru- 
mentales para que el gobierno se decidiera a crear el sector 
de propiedad social, ahora se han tornado obstáculos poten- 
ciales para su completa implementación mediante la vía de 
conversión de empresas existentes. Por ej emplo, las coope- 
rativas azucareras han influido poderosamente contra la 


conversión y agradecieron efusivamente al presidente Ve- . 


lasco cuando éste indicó que el gobierno estaba estudiando 
el reconocimiento de un quinto sector (cooperativas) en el 
cual serían incluidas ”*. Ciertamente la conversión elimina- 
ría su control sobre las rentas provenientes de los ricos 
recursos naturales que explotan. Una base de apoyo popu- 
lar para 8 eventual incorporación de las CAPs, y SAIS 
dentro del SPS podría ser la Confederación Nacional Agra- 
ria (CNA), organismo promovido por SINAMOS que agru- 
pa Federaciones Agrarias a nivel regional, compuestas, à 
su vez, por -representantes de -Ligas Agrarias que incor- 
poran trabajadores rurales sin tierra, pequeños y media- 
nos agricultores, comunidades campesinas, CAPs y SAIS. 
La presión política de las empresas asociativas menos ricas 
así como de los trabaj adores sin tierra, expresada a través 
de la CNA, podría ser un factor importante en la lucha por 


vencer los “egoísmos de grupo” de las CAPs más ricas. 
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Resulta obvio que la más poderosa base de apoyo para la 
T conversión en la industria, por lo menos en el futuro inme- 
۳ diato, sería el movimiento sindical. Sin embargo, en octubre 
de 1974 los sindicatos más poderosos estaban aün bajo con- 
trol de los comunistas y del APRA. La Central de Traba- 
jadores de la Revolución Peruana (CTRP), fundada con el 
"apoyo de elementos del régimen, todavía no tiene peso 
| determinante. De cualquier manera, es probable que las 
1 disposiciones de la ley de propiedad social con respecto a 
2 . los sindicatos no sean bien recibidas en los medios sindicales. 





d Los trabajadores de las empresas privadas reformadas pue- 
^ den negociar con sus empleadores sobre remuneraciones y 
están, al respecto, en una posición relativamente buena en 
comparación con el grueso de la población peruana. Ade- 
más, ellos van adquiriendo riquezas individualizables a me- E 
dida que sus comunidades laborales acumulan acciones en 
sus empresas. A estos trabajadores tal vez no les guste la 
idea de que, si ocurriera la conversión, las negociaciones 
sobre salarios serían finalmente de responsabilidad de la 
Comisión Nacional de Propiedad Social, controlada por el 
gobierno. Los diversos defectos en la legislación que rige las 
comunidades laborales, así como la manera en que los empre- 
sarios han burlado esta legislación han creado una insatis- 
facción entre los trabajadores del sector privado reformado 
que podría llevarlos a presionar la conversión de sus em- 
presas en empresas de propiedad social. Sin embargo, una 
reforma de esta legislación podría eliminar varios abusos 
cometidos por los empleadores para reducir el ingreso neto. 
De llegar a esta y otras posibles modificaciones que podrían 
acelerar el acceso de las comunidades laborales a la pro- 
piedad y utilidades de sus empresas, podría resultar aún 
más difícil poder fomentar apoyo para la conversión, entre 
los trabajadores del sector privado reformado. 


De mantenerse el pluralismo económico y conseguir que se 
inicie la implementación del SPS, la “competencia pacífica” 
entre los diversos sectores podría resultar tan sólo una ilu- 
sión. Las “reglas de juego”, simplemente, no son las mismas 
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para la empresa privada reformada, la empresa estatal, y 
la empresa de propiedad social, y cualquier “competencia” 
entre ellas resultaría análoga a la que se originaría entre 
tres equipos jugando en una misma cancha, uno fútbol, el 
otro rugby, y un tercero fútbol norteamericano, cada uno 
con su respectivo tipo de pelota. En este caso, posiblemente 
se producirían choques y se crearía una confusión general. 
Así, uno o más de estos equipos podrían verse forzados a 
abandonar el campo, pero sería difícil decir cuál de ellos 
habría resultado el “ganador”. El sistema de impuestos 
establecido, las diferentes formas de acceso a fondos para 
la inversión y muchas otras medidas discriminatorias han 
sido incluidas en la ley de propiedad social, además de 
las de por sí fundamentalmente distintas formas de orga- 
nización interna. 


La presencia del sector de propiedad social podría estimular 
a los sectores privados a realizar mayores esfuerzos a fin 
de justificar la continuación de su existencia. Pero parece 
más probable que el efecto será de desalentar más aún la 
inversión privada ya que la incertidumbre aumenta a pesar 
de repetidas declaraciones de voceros del gobierno sobre 
el mantenimiento del pluralismo económico. Por otro lado, 
aunque la ley de empresas especifica que el gobierno central, 
organismos públicos descentralizados (incluyendo empresas 
estatales), COFIDE, los bancos estatales de fomento, la ban- 
ca asociada, y otras entidades financieras con participación 
del Estado “apoyarán prioritariamente a las Empresas de 
Propiedad Social”, incluso concediendo créditos en condicio- 
nes preferenciales, satisfaciendo su demanda de bienes y ser- 
vicios, preferentemente en igualdad de condiciones de las 
EPS, e identificando prioritariamente oportunidades de in- 
versión para el SPS, la ley no especifica las sanciones que se 
aplicarán si todo esto no ocurre. De hecho, en los meses que 
siguieron a la promulgación de la ley, el presidente Velasco, 
el genera] Graham, el general Valdés del COAP y el fla- 
mante presidente de CONAPS, Ángel de las Casas, hicie- 
ron severas críticas a las empresas estatales y a las buro- 
cracias del gobierno central por su pronunciada falta de 
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apoyo al nuevo SPS 7. 


Acumulación versus participación 

Tradicionalmente se ha interpretado que la acumulación y 
la participación son valores antagónicos. La tentativa de 
reconciliar el objetivo de aumentar la producción y forma- 
ción de capital con las metas de una plena participación 
dentro de la empresa y mayor igualdad en la distribución 
de ingresos y oportunidades de empleo, fue uno de los 
más difíciles problemas que confrontaron los legisladores 
peruanos, quienes tuvieron como ejemplos las CAPs y las 
empresas privadas reformadas por la comunidad laboral, 
cuando procedieron a redactar la nueva ley. La ley de em- 
presas de propiedad social trata de alentar dicha recon- 
ciliación al costo de cierto sacrificio de la participación 
en los órganos superiores del SPS. Los poderes de CONAPS, 
FONAPS, COFIDE y, en última instancia, el Consejo de 
Propiedad Social, son grandes, especialmente en lo que ata- 
ñe a la determinación de remuneraciones y la extracción de 
rentas no asociadas con el esfuerzo laboral. 


En principio, la ubicación de estos poderes en los organis- 
mos superiores del SPS, con la consecuente reducción en la 
autonomía de las empresas que lo conforman, es consecuen- 
te con la definición de autogestión adoptada en este ensayo. 
Entre los objetivos legítimos de la intervención por las ins- 
tancias superiores del SPS se cuentan la obtención de una 
alta tasa de acumulación dentro del SPS y la orientación de 
las inversiones para asegurar que la producción del nuevo 
sector satisfaga las necesidades básicas de las masas popu- 
lares. 


Sin embargo, la falta de participación mayoritaria de los 
trabajadores y de representantes de las masas populares en 
el Consejo de Propiedad Social y CONAPS, así como en CO- 
FIDE y las burocracias del gobierno central implica que las 
decisiones de estas agencias pueden ser determinadas por 
intereses ajenos a los trabajadores del nuevo sector y la 
población mayoritaria del país. Además, es probable que 
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haya otros factores más atentatorios contra la acumulación 


que la plena participación de los trabajadores en todas las - 


instancias superiores del SPS y del Estado. 


La persistencia de grupos con altos ingresos en otros sec- 
tores de la economía pluralista (incluso dentro del Estado, 
en las empresas estatales) no solo permite un alto nivel de 
consumo por estos grupos, sino también tiene un efecto de 
demostración que influye sobre las clases de menor ingreso, 
a] punto que intentan imitar el modo de consumo de estos 
grupos privilegiados. Las formas suntuarias de consumo se 
difunden por la publicidad, especialmente en el sector priva- 
do reformado, que todavía se disemina por los medios masi- 
vos de comunicación. Queda por verse ai el sacrificio de par- 
ticipación de los trabajadores está justificado por el logro 
de una mayor equidad en la distribución de ingresos y un 
crecimiento autosostenido más rápido del SPS. 


NU Lr. 

T i 
Es probable que resulte técnicamente dificil distinguir entre 
el ingreso no proveniente del trabajo, y aquel que se obtenga 
del superior esfuerzo y actividad empresariales. Mientras se 


dependa de incentivos materiales para estimular el trabajo 


intenso, debe tenerse cuidado de no regular ni imponer exce- 


sivos tributos sobre este tipo de ingreso laboral. Por otro 
lado, la dependencia de fuerza de mercado e incentivos ma- 
teriales para dirigir el nuevo sector, podría dificultar el lo- 
gro de la anhelada solidaridad. En ciertas condiciones, la 


solidaridad de los trabajadores dentro de las empresas . 


podría degenerar en el “egoismo de grupo”, como ha suce- 
dido en las CAPs. 


La financiación lograda mediante los accio-bonos podría 
presentar una amenaza para el objetivo de una distribución 
de ingresos más equitativa. El esquema de accio-bonos fue 
diseñado para permitir el desarrollo más acelerado del SPS, 
mediante la canalización de fondos provenientes de los mer- 
cados de capitales privados. Pero sj se recurre con exceso 
al sistema de accio-bonos como medio para lograr financia- 
ción, la desigualdad de ingresos basada en la propiedad de 
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capitales se tornará perpetua, permitiendo que la clase arren- 
dataria de este sistema reciba ingresos libres de impuestos 
a expensas de los trabajadores del SPS. 


Grado de descentralización 

Las tradiciones liberales y anarcosindicalistas de Occidente 
han sido hostiles al poder burocrático centralizado, que es 
visto como profundamente dañino para la libertad humana, 
mientras que la teoría marxista-leninista se opone fuerte- 
mente a la descentralización, que podría facilitar a los ene- 
migos del partido revolucionario la toma del poder én las 
unidades descentralizadas y, a la vez, favorecer la influencia 
excesiva de las fuerzas del mercado sobre decisiones relacio- 
nadas con los tipos de productos a ser producidos, así como 
la distribución de ingresos. 


Dentro del proceso peruano existen elementos de este con- 
flicto ideológico que se pueden percibir también como cues- 
tión de economía política. En un sistema altamente des- 
centralizado el capitalismo tiende a echar a pique las ini- 
ciativas de tendencia socialista o, en el mejor de los ca- 
sos, las somete a su dominio, lo cual sirve de barrera 
para la propagación de los valores socialistas. Permitir la 
reinversión de excedentes en empresas autogestionarias que 
operan atomísticamente dentro de una economía pluralista, 
significaría que la distribución de ingresos y, por ende, el 
"poder de elección" en el mercado de bienes y servicios, 
Sería repartido de modo muy desigual en Perú, por mu- 
chos años. La afirmación anterior se explica porque la 
acumulación vertical de excedentes en empresas no articu- 
ladas en unidades superiores que permiten una planificación 
del desarrollo del nuevo sector y la socialización efectiva 
del capital determinaría: en las empresas "autogestiona- 
rias", patrones de comportamiento propios de la propiedad 
privada de grupo, y en el Sector, inoperancia para satisfa- 
cer ]a demanda de nuevas plazas de trabajo y nuevas unida- 
des de producción. 


Por esta razón se puede justificar la decisión de mantener 
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un buen número de elementos de planificación y control 
central, así como fuerte apoyo económico por parte del Es- 
tado, por lo menos en las primeras fases de la implemen- 
tación. Pero, cuando se permite que un mercado se desarro- 
lle, la distribución de ingresos existente se torna un factor 
que gravita sobre cuánto, qué se produce y quién consume 
tanto de qué. A] parecer, se requieren medidas directas 
del gobierno que vayan más allá de la creación de empresas 
de propiedad social, si se desea que la producción y consumo 
marchen de acuerdo con las necesidades sociales y si se quie- 
re mantener una economía de mercado. 


Por supuesto, e] problema en este caso es evitar que se 
origine una poderosa burocracia centralizada, la que po- 
dría desarrollar sus propios intereses de clase y, a la vez, 
convertirse en una barrera contra e] logro de una mayor 
participación de trabajadores o de una más justa distribu- 
ción de ingresos en el futuro. Los peruanos encargados de 
formular las políticas podrían eventualmente decidir la des- 
centralización de algunas de las decisiones de índole finan- 
ciera dentro de] SPS, mediante la creación de fondos regio- 
nales de propiedad social, recibiendo un porcentaje de los 
recursos que afluyen al FONAPS. Podría requerirse que las 
Inversiones aprobadas a nivel regional sean coherentes con 
los planes de desarrollo nacional y regional, Dicha estructu- 
ra habría de tener la ventaja política de asegurar mayor 
apoyo popular en las bases, ya que la mayoría de los perua- 
nos de las provincias desconfían de las burocracias limeñas. 
Al mismo tiempo serviría para proteger contra las trampas 
mas bien económicas de la miopía burocrática en el centro 
del sistema. 
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Resumen y conclusiones 


El concepto de la autogestión tiene profundas raíces en 
las tradiciones cooperativista, anarcosindicalista y social- 
cristiana, las cuales se originaron en Europa. El APRA fue 
el primer partido político moderno, en Perú, que promocio- 
nó las cooperativas que podemos considerar como primeras 
aproximaciones a empresas de autogestión, aunque distan 
mucho de la definición que aquí adoptamos. En los prime- 
ros años de la década del '60, el PDC, tanto como el MSP, 
propusieron un tipo de empresa autogestionaria a la que 
podría llegarse a través de etapas intermedias de cogestión 
y copropiedad. Pero la formulación más completa de un 
sistema de empresas de esa naturaleza hecha con anteriori- 
dad al actual régimen militar fue la del PDC, con su pro- 
yecto de ley de empresas comunitarias presentada en la Cá- 
mara de Diputados, en febrero de 1968. 


Sin embargo, sólo cuando la fuerza armada tomó el poder, 
bajo la dirección de Velasco, se dio el caso de un gobierno 
peruano dispuesto a aceptar e implementar el concepto de 
autogestión a nivel nacional. El nuevo SPS, definido por 
la ley de empresas de propiedad social, implementaría un sis- 
tema productivo bastante similar al ideal definido en este 
ensayo aunque funcionando éste dentro de un sistema eco- 
nómico pluralista más amplio y sujeto a significativas res- 
tricciones en lo que respecta a la participación de los traba- 
jadores en las instancias superiores del nuevo sector. Para 
el Gobierno Revolucionario, el SPS representa una entre un 
conjunto de reformas estructurales diseñadas para crear una 
democracia social de participación plena, en la cual las fu- 


turas generaciones peruanas puedan lograr justicia y li- 
bertad. 
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comunidad laboral, podrian ser interpretadas como los pasos 
iniciales del gobierno militar hacia la propiedad social] que 
los militares gestores de la Revolución Peruana habían 
fijado como objetivo en 1968, sin plasmar una definición 
peruana concreta de este concepto. Sin embargo, casi cinco 
años antes de decretarse la ley de propiedad social, inte- 
lectuales y técnicos civiles estaban ya diseñando un sector 
integrado por cooperativas y empresas autogestionarias, el 
cual eventualmente se convertiría en el SPS. Estos civiles, 
muchos de los cuales trabajaban en instituciones de gobier- 
no, carecían de una base independiente de poder sostenido 
por las masas, Dentro del COAP, legisladores militares es- 
tudiaron estas y otras iniciativas civiles, así como la expe- 
riencia de otros países respecto a empresas autogestiona- 
rias o aproximaciones a este ideal. A mediados de 1972, al 
hacerse cada vez más claro que las anteriores reformas del 
Gobierno Revolucionario habían resultado incapaces de lo- 
grar los múltiples objetivos que se les había asignado, la 
creatividad por parte del sector civil se asoció a los gober- 
nantes militares, quienes decidieron preparar el anteproyec- 
to de una ley implementando una definición peruana de la 
propiedad social, sobre la que ellos habían venido trabajan- 


do esporádicamente desde octubre de 1968. 


Casi dos años más tarde, después de un importante debate 
püblico, la ley fue promulgada. Las opiniones de los par- 
tidos políticos, sindicatos, otras asociaciones e individuos 
particulares (incluidos expertos extranjeros) así como las 
de funcionarios civiles del gobierno, fueron estudiadas de- 
tenidamente por el COAP. Algunas de estas contribuciones 
parece que intervinieron en là preparación del texto de la 
ley de propiedad social. Sin embargo, las decisiones finales 
fueron tomadas por el Consejo de Ministros integrado en 
su totalidad por militares, con la asesoría del COAP y, se- 
gün lo indican los informes, incitadas por el mismo presi- 


dente Velasco, 


El SPS está destinado a concretar dentro de la esfera eco- 
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nómica la determinación del régimen para crear una sô-‏ 
ciedad no capitalista y no comunista. Los voceros del go-‏ 
bierno han declarado en repetidas oportunidades que el‏ 
SPS debe jugar un rol central en la creación de un nuevo‏ 
orden moral que ponga énfasis en la solidaridad y no en el‏ 
individualismo. Pero sólo deberá lograrse dentro de una‏ 
economía pluralista de mercado, con dos sectores privados,‏ 
que, es de esperar, continuarán propagando valores ca-‏ 
pitalistas, y un dinámico sector estatal. Estos tres secto-‏ 
res más las SAIS y las cooperativas de diversos tipos, com-‏ 
petirán con el naciente SPS en el control de los escasos‏ 
recursos financieros y humanos disponibles, Por otra par-‏ 
te, el mercado dentro del cual debe operar el SPS está muy‏ 
influido por la muy desigual distribución de ingresos y va-‏ 
lores de consumo provenientes de ricos países industrializa-‏ 
dos. Además, el SPS debe tomar la primacía en la solución‏ 
del severo problema de desempleo, característico de Perü;‏ 
capacitar potencial humano fuera del sistema formal de‏ 
educación; mejorar la vivienda de los trabajadores; y pro-‏ 
porcionar servicios comunes de salud, educación y recrea-‏ 
ción para los trabajadores y sus familias.‏ 


Puede preguntarse legítimamente si estos objetivos mültiples 
acaso no son excesivamente ambiciosos, dadas las severas 
restricciones impuestas al SPS, especialmente con respecto 
a la conversión de las empresas ya existentes y a la virtual 
ausencia de una poderosa base política para el nuevo sector, 
Muchos de estos objetivos podrían en principio lograrse con 
mayor eficacia mediante el uso del sistema tributario y 
de gastos gubernamentales en vez de tener que depender 
de recursos que serían generados dentro de un sector sobre 
el cual no se tiene experiencia alguna y que habría de com- 
petir en el mercado con las empresas existentes, de las que 
no se espera tanto. Pero la notoria centralización de la 
burocracia estatal podría ser un argumento en favor del 
empleo de las EPS y otros órganos del SPS para descen- 
tralizar la capacidad y la responsabilidad para la asignación 
de recursos económicos con fines sociales, evitando así los 
cuellos de botella existentes en la burocracia y permitiendo 
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que muchas decisiones se tomen en las bases del sistema. 


La implementación del nuevo sector requeriría presión de 
las bases para concretar su predominio y para lograr la 
eventual conversión de grupos de empresas de otros secto- 
res en el SPS. El más fuerte apoyo potencial para el SPS 
sería el movimiento obrero peruano, tanto por medio de los 
sindicatos como de las mismas comunidades laborales y sus 
organizaciones de grado superior, por ejemplo, CONACI. En 
el agro, la CNA y sus componentes podrían ofrecer un me- 
canismo dentro del cual se generaría apoyo para la incor- 
poración de las APs y SAIS dentro del SPS. Una vía com- 
plementaria de apoyo podría ser una movilización efectiva 
de la población urbana desempleada o subempleada que, en 
Perú, se encuentra en la periferia de las ciudades principales 
y en los tugurios de la urbe, formando “Pueblos Jóvenes" 
cuyo esquema organizativo puede fácilmente adecuarse al 
- modelo y valores del SPS. Sin embargo, ninguno de estos 
grupos y organizaciones sociales tuvo un rol importante 
en el diseño del SPS; en consecuencia, su identificación con 
el nuevo sector tendría que ser fruto de una importante 
labor política. Tanto en la industria como en el campo, el 
SPS tiene que ser percibido como una alternativa atrac- 
tiva para lograr un apoyo de las bases, lo que resulta difícil 
hasta que haya un número sustancial de EPS en funciona- 
miento. El éxito de las nuevas EPS, por supuesto, no está 
asegurado, y requeriría un gran esfuerzo de sus propios 
integrantes, así como de las instituciones superiores del SPS. 
Mientras tanto es posible que las contradicciones internas 
de las empresas privadas reformadas, CAPs y SAIS se 
hagan más evidentes, lo que podría facilitar la labor política. 


Sin embargo, con el objetivo de socializar la acumulación 
y distribuir más igualitariamente el ingreso, en el dise- 
ño del nuevo sector ha prevalecido el deseo de superar 
las deficiencias y contradicciones de las anteriores crea- 
 eiones del proceso, sobre la consideración de las conse- 
cuencias políticas que dichos modelos empresariales —com- 
pitiendo en una economía pluralista— tendrían sobre la 
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posibilidad de lograr el apoyo de bases que el SPS necesita. 
Así, para corregir lo observado en las CAPs, SAIS y em- 
presas reformadas, las más importantes decisiones econó- 
micas de las EPS serían virtualmente legisladas a nivel 
de CONAPS, FONAPS y COFIDE. Con esto, los intereses 
creados mediante las reformas anteriores en los trabajadores 
que, en su mayoría, ya están situados en el cuartil superior 
de la distribución de ingresos peruanos, podrían ser un freno 
a la expansión del SPS. 


Pero, declaraciones oficiales y la ley de propiedad social 
en sí indican que el SPS recibirá fuerte apoyo financiero 
y técnico de las instituciones de gobierno y trabajará en 
unión con las empresas estatales en las industrias básicas 
que frecuentemente serán abastecedoras o clientes de las 
EPS, algunas veces en condiciones preferenciales. Sin duda 
alguna, dicha ayuda del Estado podría dar un importante 
empuje económico al SPS pero, una vez más uno debe pre- 
guntarse de dónde vendrá la presión para lograr esto. Ya 
hay indicios de que las instituciones de gobierno y empresas 
estatales han respondido en forma nada entusiasta a la 
insistencia del gobierno para lograr acción al respecto y, 
si continuara la corriente actual, parece que el sector es- 
tatal y no el SPS se convertiría en el predominante dentro 
de la economía peruana. 


Por consiguiente, es evidente que los promotores del SPS 
enfrentan muchos obstáculos al entrar en la etapa de imple- 
mentación. Aün es muy temprano para predecir el resultado 
de este ambicioso intento de aproximación a la autogestión 
dentro de una economía pluralista. Si las perspectivas apa- 
recen sombrías, segün los análisis aquí presentados, el lector 
deberá recordar que la creación del SPS no está desarrollán- 
dose en el vacío, sino como parte de un conjunto de refor- 
mas estructurales que dan pase a nuevas fuerzas que po- 
drían tener consecuencias imprevistas. Los gobernantes 
militares del Perú han demostrado ser tan pragmáticos 
como creativos al responder a las correlaciones de fuerzas 
cambiantes, a la vez que siguen profundizando la revolución. 
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Notas 


1 | 
“Exposición al país sobre el plan bienal 1975-1976” (sector agrario), 
efectuada por el general de División E. P. Enrique Gallegos Venero, 
ministro de , Agricultura, Ministerio de Agricultura, 10 de marzo de 
1975. 

2 

Ministerio de Agricultura, Dirección General de Reforma Agraria y 
Asentamiento Rural, “Reforma Agraria en cifras” (Lima: diciembre 
de 1974, mimeografiado, cuadro 2). 


3 ۱ 
Véase DESCO, La comunidad laboral (Lima: 1973, mimeografiado) 
para una compilación completa y concordada de la legislación per- 
tinente. 


4 i 
Instituto Nacional de Planificación, Plan Nacional de Desarrollo 


1971-1975, Plan Global (Vol. 1). 


4g 

Mensaje a la Nación, 3 de octubre de 1973. 
4b 

Mensaje a la Nación, 98 de julio de 1974. 
4c 


Manuel Augusto Blacker, Peter T. Knight y René Rodríguez, “Sin” 
tesis de las principales conclusiones del taller sobre implementación 
de sistemas de autogestión" (Ithaca, Nueva York: Cornell University, 
junio de 1975, mimeografiado, versión preliminar). 

Ad 

Véase Jaroslav Vanek, The General Theory of Labor-Managed Market 
Economies (Ithaca and London: Cornell University Press, 1970). Un 
trabajo más filosófico de Vanek es La economía de participación : 
Hipótesis de evolución y estrategia para el desarrollo (Buenos Aires: 
Amorrortu Editores, 1974). 


4e 

Véase Vanek, General Theory; Benjamin N. Ward, The Socialist Eco- 
nomy: A Study of Organizational Alternatives (Nueva York: Random 
House, 1967); y J. E. Meade, “The Theory of Labor-Managed Firms 
and of Profit Sharing”, Economic Journal 5 (marzo de 1972, 


suplemento), 402-428, 
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5 

Víctor Raúl Haya de la Torre, El antimperialismo y el Apra, 4? Edi- 
ción, (Lima: Editorial-Imprenta Amauta, 1972), p. ۰ 

6 | 

Una resefia en inglés del proceso degenerativo podría ser encontrada 
en Power and Society in Contemporary Peru, de Francois Bourricaud, 
(New York and Washington: Praeger Publishers, 1970) 139-185. 
Para una declaración particularmente crítica hecha por un ex aprista 
ver, Hernando Aguirre Gamio, Liquidación histórica del Apra y del 
colonialismo neoliberal (Lima: Ediciones Debate, 1960). 


7 
Ver “Plan de la economía nacional”, discurso de Ernesto Alayza 
Grundy, en Ernesto Alayza Grundy et. al., Una tercera posición: 


discursos, demócrata-cristianos en los últimos cuatro años. (Lima: 
Editorial Universitaria, Colección Pensamiento Político, 1960). 


“Ideario del Partido Demócrata Cristiano”, Democracia (semanario 
publicado por el PDC), marzo 23, 1956. 

9 

“Qué propone realizar en el Perú el gobierno de la Democracia 
Cristiana”, discurso pronunciado el 13 de mayo de 1961 y reprodu- 
cido en el trabajo de Héctor Cornejo Chávez, Qué propone la De- 
mocracia Cristiana (Lima: Ediciones del Sol, 1962). El término 
empresa comunitaria no era nuevo en los círculos demócrata-cristianos 
de Latinoamérica. Una de las conclusiones del Quinto Congreso In- 
ternacional Demócrata Cristiano llevado a cabo en octubre de 1959, 
fue la de impulsar la sustitución gradual de la empresa capitalista 
por la empresa comunitaria. La idea de la empresa como una comu- 
nidad de personas puede encontrarse en la encícliea del Papa Juan 
XXIII, de 1961, Mater y Magister, y el concepto tiene profundas 
raíces en la doctrina socialcristiana. 

10 

Véase Héctor Cornejo Chávez: «Memorándum sobre la doctrina del 
partido" y «Conclusiones sobre la ideología del partido" (31 de oc 
tubre de 1969) incluido en DC. Sociedad Comunitaria (Lima: 1969, 
mimeógrafo) y Carlos Blancas Bustamante: "Pensamiento cristiano 
y propiedad social", Expreso, 97 de setiembre de 1972. 

11 

Un compendio sistematizado de la teoría de Lebret, que estuvo a dis- 
posición de los peruanos en los afios 1950, es de L. J. Lebret, Guía 
del militante (Montevideo: Editorial Mosca Hnos., 1950). . 

12 

Entre estos estudiosos está Helán J aworski, en la actualidad alto 
funcionario del SINAMOS, y Fernando de Trazegnies, hoy profe- 
sor de derecho en la Universidad Católica y, por un período, en el 
año 1973, consultor en la comisión encargada de preparar el antepro- 
yecto de la ley de propiedad social. 
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13 

Publicado en Alianza Acción Popular - Demócrata Cristiano, Bases 
para el Plan de Gobierno: Síntesis de las principales recomenda- 
ciones (Lima: Librería e Imprenta Minerva, abril de 1963), p. 9. 
14 

El anteproyecto, una introducción por Cornejo Chávez, y el discurso 
pronunciado por Cubas Vinatea, cuando éste presentó la ley en la 
Cámara de Diputados, el 14 de febrero de 1968, fueron publicados 
en un folleto intitulado La empresa comunitaria (Lima: 1968). 
Este anteproyecto lo preparó un grupo de miembros del PDC con 
experiencia en cooperativas y administración industrial, que co- 
menzó su trabajo en noviembre de 1967, estudiando las experiencias 
de otros países. 

15 

«El Estado socialista”, Libertad, 28 de junio de 1961. 

16 

“Reforma de la empresa: Una base institucional para la justa dis 
tribución de la riqueza", Libertad, 21 de junio de 1961. 

17 | 

«La nueva empresa socializada", Libertad, 16 de mayo de 1962. 

18 

El documento que establece las características de la CAP es el De 
creto Supremo N? 240-69-AP de noviembre de 1969. Técnicamente 
éste es un reglamento de la ley 15.260 (Ley General de Coopera- 
tivas), Decreto Ley 17.713 (Oficina Nacional de Desarrollo Coope 
rativo), y Decreto Ley 17.716 (Ley de Reforma Agraria). 

19 

Ministerio de Agricultura, Dirección General de Reforma Agraria y 
Asentamiento Rural, Dirección de Asentamiento Rural, “Reforma 
Agraria en cifras”, (Lima, diciembre de 1974, mimeografiado, cua- 
dro 1). Cuadro 12. Estas cifras incluyen solamente las CAPs; no apa- 
recen otros tipos de cooperativas creadas dentro de la reforma agraria. 
20 

Santiago Roca, “La distribución del ingreso en las cooperativas 
azucareras del Perú 1968-1972” (Lima: ESAN, 1973, mimeografiado). 
Cuadro 12, p. 29. 

21 

Estimado de Ibíd., Cuadro 25, p. 78 (ver la referencia número 25 
de Roca para conocer su método de estimación de equivalentes a tiempo 
completo para los eventuales) y de Jaime Llosa, “Reforma Agraria 


y Revolución”, Participación 2:3 (agosto de 1973), Cuadro en la p. 50. 


29/71 

Además de los activos fijos de propiedad colectiva, el capital de una 
CAP normalmente incluye un Fondo Social compuesto inicialmente 
de los beneficios sociales acumulados de los trabajadores individuales 
contra el cual la CAP emite certificados no negociables con un índice 
máximo de interés del 2 por ciento. Estos certificados son de pro 
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Cálculos sacados del trabajo de Santiago Roca, “La distribueión de 
ingreso", Cuadro 24, p. 74. | | 

24 | ۱ | 
Unas proyecciones financieras detalladas para una de las CAPs azu- 
careras de la Costa estiman que, de continuar las tendencias estable- 
cidas en los tres primeros años de funcionamiento, la CAP no hará 
las reinversiones que debería hacer y que está encaminada hacia 
úna total descapitalización para 1978. Véase Luis Blomberg et. al., 
«Análisis y Programación Financiera Preliminar de la Cooperativa 
Agraria de ¡Producción Pomalca Ltda. N9 38", tesis para obtener la 
maestría, ESAN, enero de 1974. 

25 

Douglas E. Horton, *Land Reform and Reform Enterprises in Peru. 
Report submitted to the Land Tenure Center and the International 
Bank for Reconstruction and Development" (Madison, Wisconsin: 
Land Tenure Center, junio de 1974, mimeografiado, 2 vols.). 

26 

Cáleulos sacados del trabajo de Santiago Roca, “La distribución del 
ingreso”. Cuadro 25, p. 78. 

27 

Calculado de Ibid, Cuadro 25, p. 78 y Cuadro 19, p. 49. Véase tanr 
bién p. 109. ; 

28 

El pensamiento más avanzado entre las instituciones gubernamen- 
tales sobre este tema se refleja en: Gerardo Cárdenas, *La nueva 
estructura agraria" y Jaime Llosa, "Reforma Agraria y Revolu- 
ción”, Participación 2:3 (agosto de 1973), 22-23 y 44-59, respecti- 
vamente. 

29 

La documentación legal reglamentando la SAIS es la misma que 
para la CAP. Véase referencia 18. 

30 ; 

Ministerio de Agricultura, “Reforma Agraria en cifras" (Lima: di- 
ciembre de 1974, mimeografiado, cuadro 2). 

31 

Véase Horton, *Land Reform and Reform Enterprises in Peru", y 
Carlos Aramburá, "SAIS Cahuide Ltda. N° 6, Huancayo, Perú” 
(Lima: Centro N acional de Capacitación e Investigación para la 
Reforma Agraria, sin fecha, probablemente 1972, mimeografiado); y 
Héctor Martínez, César Ramón, y Mario García, “Sociedad Agri 
cola de Interés Social Tupac Amaru Ltda. N9 1” (Lima: Ministerio 
de Agricultura, Inspectoría General, 1974, mimeografiado). 

32 

Horton, “Land Reform and Reform Enterprises in Perú”. 


M 1 Å 
B Y , " ۰ 
۱ ٦ - 0 0 » 
1 m Pr. b EJ - 1 OE if ۳ قد‎ J 
P ; r "ays AFA کی‎ a ا‎ 





| وج — 







[ 
$ 

این اس 
" و TA‏ 


Me 4 

P ST / 
es Po 

- 


"e 


A ۰ 
L b bes ۳ 


بے 5 رت o‏ 


a 4 1 yr ۹5‏ ج۔ 
ATIS a‏ روب B‏ 


AP سکڑک٘ے‎ — 

—— D — e 0 < > e 
- P ^ Nt رق‎ S e ۲ 

42 5 SEI TE MA os 

ut Y? J 7 api خر‎ e VIRUS / p 

۳ 5 -y= #0 9 

E و‎ -fo be “ol j 7 

af * ۰ ۹ ۲ 

4 ⁄ ۱ 


e sx? 
4 as 
JU 


i 
À ۱ 
ax " 


La legislación clave determinando la naturaleza de este. tipo de 


AA 


a 4 


E x9 S میسن‎ 
~ Ar, MAT, ص‎ 
ر رس‎ 


A n 
da © ۹ ١ ۱ > رای‎ Y) «te 
۰ ai 


DIRE UA 


a 
ب‎ ۲ 
5" p 
"Psi r م‎ 
hı e +7 Pc > سے‎ atv 
UL". «> == 
ee ×٣ x; : at 


4 1 
-". > 
1 E i 
comet ہے سر یر‎ 
38 : ۲ ۱ ۱ E ۱ 
-— 


empresas es la Ley 16.123 del 6 de mayo de 1966 (Ley de Sociedades 
Mercantiles); Decreto ley 18.550 del 30 de julio de 1970 (Ley Ge 
neral de Industrias); y Decreto Ley 18.384 del 19 de setiembre 
de 1970 (Ley General de Industrias). También tienen aplicación 
varias otras leyes y reglamentaciones. Puede hallarse un resumen 
de las emitidas antes de 1974, en: Ministerio de Industria y Turismo, 
Oficina Sectorial de «Planificación, “Descripción y Concordancia de 
los Dispositivos Legales sobre Comunidades Industriales” Doe. 002- 
AES-DESP-OSP-MIT; 1/74 (Lima, Ministerio de Industria y Turis- 
mo, enero de 1974, mimeografiado). Un análisis legal completo podría 
encontrarse en: DESCO, “La comunidad laboral” (Lima: DESCO, 
1973, mimeografiado), y Marcial Rubio, “Evolución de la legislación 
de comunidades laborales” (Lima: DESCO, 1974, mimeografiado). 
Una guía popular, diseñada para el uso de los miembros de las comu- 
nidades industriales es: DESCO, Manual del comunero industrial 
(Lima: Compodónico, 1972). Los análisis más completos de la evo- 
lución de la ley de comunidades industriales y su aplicación son 
Alberto Bustamante, Diego García Sayán, Luis Pásara y Jorge 
Santistevan, Dinámica de la comunidad industrial (Lima: DESCO, 
1974) y Jorge Santistevan, “Un análisis de la aplicación del diseño 
legal de la comunidad industrial”, tesis para optar el grado de 
Doctor en Derecho. Pontificia Universidad Católica del Perú (Lima, 
noviembre de 1974, mimeografiado). 

34 | 

Fuente: Ministerio de Industria y Turismo, Oficina de Estadistica. 
35 

Las empresas del Estado representativas de las industrias "básicas" 
y las empresas estatales, fusionadas o privadas, dedicadas a las 
industrias señaladas por el Decreto Supremo como “estratégicas” 
también deben tener comunidades industriales pero éstas no com- 
pran acciones como derecho a voto en sus empresas, sino bonos de 
sus empresas o valores del Estado. 

36 

Véase el discurso del presidente Velasco al cerrarse la Conferencia 
Anual para Ejecutivos (CADE), Caracas, 15 de noviembre 1970. 
37 

Véase el Mensaje a la Nación, de Velasco, el 28 de julio de 1971. 

38 

Todas estas artimañas y muchas otras eran del completo dominio de 
los estudiantes de la CI y fueron ampliamente tratadas en la prensa 
limeña, especialmente en Expreso, diario que en junio de 1973 pu- 
blicó una serie de estudios de casos específicos y difundió amplia- 
niente el tema. La mayoría de estos estudios mencionados por el 
Ministerio de Industria y Comercio en un discurso, el 28 de octubre 
de 1972, clausurando el seminario para hombres de negocios rela- 
cionados con las CIs. Véase El Comercio, 29 de octubre de 1972. 
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Fuente: Ministerio de Industria y Turismo, Oficina de Estadísticas. 
40 i 


Adolfo Figueroa, “El impacto de las reformas actuales sobre la dis- 
tribución de ingresos en el Perú”, Apuntes 1:1 (1973) 67-82. Ver 
también César Peñaranda, “El impacto de las reformas actuales ۳ 
bre la distribución de los ingresos en el Perú”, y Richard Webb, 
Adolfo Figueroa y Jurgen Schuldt, “Conversatorio sobre la redistri- 
bución del ingreso en el Perú”, en Apuntes 1:2 (1974) 73-80 y 81-92. 
41 

Ver, de Richard Webb, “Government Policy and the Distribution of 
Income in Peru, 1963-1973”, Discusion Paper N9 39 Research Program 
in Economic Development, Princeton University, junio de 1973, mi- 
meografiado. 

42 

Ver, como ejemplo, el discurso del primer ministro Mercado Jarrín 
con ocasión de la sesión de clausura del Primer Congreso Nacional 
de Comunidades Industriales, publicado en Expreso, 3 de marzo de 
1972, y el discurso del entonces jefe de SINAMOS, general Leonidas 
Rodríguez Figueroa, publicado en Anales de la XI Conferencia Anual 
de Ejecutivos CADE'?2 (Lima: IPAE, sin fecha) 79-106. 

43 

Véase entrevista completa en Apéndice del presente libro. 


44 

Véase Víctor Villanueva, El CAEM y la Revolución de la Fuerza 
Armada (Lima: Instituto de Estudios Peruanos - Campodónico, 1972). 
45 

Véase entrevista completa en Apéndice del presente libro. 

46 

“Al amanecer del día siguiente: una entrevista con el general Ga- 
llegos, ministro de Agricultura", Mundial N9 1 (13-20 diciembre 1974). 
47 


El estudio forma parte de un manuscrito mayor sobre Estado y so- 


ciedad en América Latina por el Profesor Alfred Stephan, de la Uni- 
versidad de Yale. 


48 | 
Edgardo Mercado Jarrín, “La seguridad integral en el proceso re- 
volucionario peruano", Participación 1:1 (diciembre de 1972), p. 10. 
49 

Ver Augusto Zimmerman Zavala, El Plan Inca - Objetivo: Revo- 
lución Peruana (Lima: Empresa Editora del Diario Oficial “El 
Peruano”, 1974). 

50 

Ernesto Montagne, Lineamientos de la política económico-social del 
Gobierno Revolucionario. Oficina Nacional de Información (Lima: 
julio de 1969, 2% edición). 


112 





>. 1 E 
۳. 


AVR »‏ 
سم ےکی 
:4 ان iF‏ 






k . E e + Lo 0 o 
> Ae, T MX 41 11 ۳ LJ 4 4 
— eget سو‎ et: « سه‎ > 

4 2 E > 


٠ 
Ld Jd PT j ۷ 


= 
ye LI 


عم 








51 v 
Véase la entrevista con el general Valdés en Apéndice. 

Véase Apéndice para una síntesis de los principales postulados de 
este grupo. 

53 ۱ 
Entre las publicaciones mimeografiadas por DESCO se encuentran 
«La comunidad laboral” (segunda edición ampliada, febrero de 
1973); Henry Pease et al., “Propiedad social: análisis del Antepro- 
yeeto de Ley" (diciembre de 1973); Luis Jiménez, “Propiedad social: 
el debate” (enero de 1974), Marcial Rubio, “Evaluación de la le- 
gislación de comunidades laborales” (setiembre de 1974) y Alberto 
Bustamante, Diego García Sayán, Luis Pásara y Jorge Santistevan, 
Dinámica de la comunidad industrial (Lima: DESCO, 1974). Una 
guía popular es DESCO, Manual del comunero industrial (Lima, 
Campodónico, 1972). Tres importantes trabajos sobre propiedad so: 
cial hechos por abogados de conciencia social han sido publicados 
en la revista del Programa de Derecho de la Universidad Católica: 
Luis Pásara, “Propiedad social: la utopía y el proyecto”; Jorge 
Santistevan, “El régimen laboral en el Anteproyecto de Decreto Ley 
de la Propiedad Social”; y Fernando de Trazegnies G., “Existe la 
propiedad social?”, todos éstos en Derecho N9 31 (1973) 211-267. 
Para análisis económicos ver Roberto Abusada, “Propiedad social: 
algunas consideraciones económicas” y César Peñaranda, “Ante 
proyecto de Decreto Ley de Propiedad Social: comentarios y plan- 
teamientos alternativos”, Centro de Investigaciones Sociales, Econo” 
micas, Políticas y Antropológicas, Serie de Documentos de Trabajo 
Nos. 12 (octubre de 1973) y 14 (enero de 1974), mimeografiados. 
54 

Los principales libros de Vanek han sido citados en la referencia 3. 
Entre los muchos trabajos de Horvat están Towards a Theory of 
Planned Economy (Beograd: Institute of Economic Research, 1964; 
An Essay on Yugoslav Society (White Plains, N.Y.: International 
Arts and Sciences Press, 1969), y “Yugoslav Economic Policy in the 
Post-War Period: Problems, Ideas, Institutional Developments”, Ame- 
rican Economic Review 61:3, segunda parte del suplemento “Surveys 
of National Economic Policy Issues and Poliey Research" (junio de 
1971), 69-196. 

55 

Véase la entrevista en Apéndice del presente libro. 

56 

“Con Vanek, teólogo de la autogestión”, Caretas N? 421 (31 de 
agosto -- 11 de setiembre de 1970). 

57 

La mayor parte de los detalles referidos más adelante, se encuentran 
en el trabajo de Gerardo Cárdenas, “Hacia el sector de la cooperación” 
(Lima, Comité de Educación, Cooperativa de Crédito Santa Elisa 
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Ltda. N° 39, 1972, mimeografiado). Este artículo fue escrito en 
noviembre de 1970, dos meses después de haberse completado el ante- 
proyecto del SNC. Este, sin embargo, no contiene referencias explí- 
citas al anteproyecto. 

58 | 

Jaroslav Vanek, eon la participación de César Peñaranda, “Creación 
de una economía autogestionaria en el Perú” (Lima: Departamento 
de Producción y Difusión, ONDECOOP - CENACOOP - SINAMOS, 
diciembre de 1971, mimeografiado). 

59 

Entrevista con el general Valdés en Apéndice y “¿Cómo será nues- 
tra nueva sociedad?: preguntas claves con un hombre clave, el 
general Arturo Valdés, subjefe de COAP", Oiga (Lima), 6 de julio 
de 1973. Esta afirmación se basa también en otras entrevistas con 
militares peruanos hechas por el autor. | 
60 

Parte de lo que pretende ser el memorándum de Horvat al INP fue 
publicada en La Prensa casi dos años más tarde. Ver Pedro Beltrán 
Ballen, *Recomendaciones yugoslavas para el futuro del Perú”, La 
Prensa, 29 de abril de 1973. 


61 

El Comercio, 23 de enero de 1973. 

62 

"Un borrador”, Caretas, N° 479 (21 de junio-5 de julio de 1973). 
63 


Como ejemplo, ver: Partido Demócrata Cristiano, “Declaración Polí- 
tica”, Expreso, del 22 de julio de 1973. | 

64 

Ver Jiménez, “Propiedad social: el debate", para tener un resumen 
y análisis de estos pronunciamientos, incluyendo fechas y lugar de 
publicación originales. A no ser que se indique específicamente, todos 
los comentarios referidos en el texto están resumidos en esta pu- 
blicación. 

65 

Los comentarios de DESCO se encuentran en Henry Pease et al., 
"Propiedad social: análisis del Anteproyecto de Ley". 

66 

Esta primera declaración tiene fecha 18 de setiembre de 1973 y fue 


publicada en El Comercio, el 22 de setiembre de 1973. La segunda 


fue publicada en La Nueva Crónica, el 10 de octubre de 1973. 

67 

La actitud del Partido Comunista peruano frente a la comunidad 
industrial, está definida claramente en: Jorge del Prado, *Is There 
a Revolution in Peru?" World Marwist Review, enero de 1971, p. 23. 
Los comentarios del partido sobre el anteproyecto de la ley de pro- 
piedad social pueden encontrarse en Unidad, del 25 de octubre de 
1973. Un resumen está contenido en Jiménez, "Propiedad social: 
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el debate", 21-22. Luego de haber sido promulgada la ley, ésta fue 
elogiada en una declaración oficial del partido publicada en Expreso, 
del 7 de mayo de 1974. 

68 

La legislación que establece el SPS, es el Decreto Ley 20.598 del 
30 de abril de 1974. Citas presentadas en el resto de esta sección 


pertenecen al texto de la ley, a menos que se indique lo contrario. | 


El Apéndice de este libro reproduce la oficial explicación de motivos 
que se publicó para acompañar el anteproyecto de ley de propiedad 
social en 1973. La ley de empresas de propiedad social no fue acom: 
pañada por un documento semejante. 

69 

Véanse las declaraciones del general Valdés en el artículo “Pueblo 
dio la Ley de Propiedad Social: presentó más de 2 mil sugerencias", 
La Nueva Crónica, 4 de mayo de 1974. 

69a 

Para dos análisis económicos de las provisiones de la ley de empresas 
de propiedad social, véase Jaroslav Vanek, “The Economies of the 
Peruvian Law Defining the Self-Managed Sector of Social Property" 
con una apéndice por Fernando Collazo en Peter T. Knight, San- 
tiago Roca, J. Vanek y F. Collazo, Self management in Peru (Ithaca, 
New York: Program on Participation and Labor-Managed Systems, 
Cornell University, Series of Unpublished Studies N? 10) y Roberto 
Abusada-Salah, “An Economic Analysis of Peru's Social Property 


Legislation", Economie Analysis and Workers’-Management 7:3-4 


(1974) 221-238 (publicado en Belgrado, Yugoslavia). Los aspectos 
financieros y contables están examinados en profundidad en José 
Jesús Tong, “Financial and Accounting Aspects of the Peruvian So- 
cial Property Law” trabajo presentado a la Segunda Conferencia 
Internacional de Autogestión, Ithaca, N.Y., Junio de 1975, mimeo- 
grafiado. 

70 

Una serie compleja de medidas contables establecen que cada pago 
por amortización hecho por una EPS, origina una deuda colectiva 
para con los trabajadores de su empresa, parte de la cual es cance- 
lada cuando el trabajador deja la empresa con un fondo de reserva 
constituido por el 5 por ciento de los excedentes económicos anuales, 
El efecto neto de esta figura es aumentar el ingreso distribuible de 
la empresa en sus primeros años, ya que el importe de la amorti- 
zación del aporte transitorio se suma al excedente imponible para 
calcular el excedente distribuible de la empresa en sus primeros años. 
Sin embargo, estas provisiones pueden causar algunos problemas de li- 
quidez y afectar el nivel de empleo. Véanse los trabajos de Vanek y 
Tong citados en al nota 698, 

71 

Finalmente, una EPS debe transferir cada año al FNPS el 10 % de 
la suma total de su excedente económico (esencialmente utilidades 
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brutas), más la porción del pago de remuneraciones que excedan 
el promedio resultante de la multiplicación de dos salarios mínimos 
por el nümero total de trabajadores empleados en la empresa. 

72 

Algunos cálculos realizados sobre la base de variadas suposiciones 
pueden encontrarse en: Roberto Abusada, “Propiedad social: algunas 
consideraciones económicas”. 

73 

Como ejemplo, véase la entrevista con Jaime Newel en Oiga del 9 
de setiembre de 1973, y de Ismael Frías, “Un documento “secreto” 
de CADE 72”. La Nueva Crónica, noviembre 23 de 1972, y Ruben 
Lisigursky, La Revolución Peruana: Qué es y adónde va, (Lima: Edi- 
torial Santa Isabel, 1973). 


74 
Véase el gran aviso publicado por la central cooperativa que asociaba 


12 empresas azucareras, CECOAAP, en La Prensa, 15 de agosto de 
1974. Para la declaración de Velasco, véase El Peruano, 9 de agosto 


de 1974. 

75 

Véanse los Mensajes a la Nación del presidente Velasco del 28 de 
julio y 9 de octubre de 1974, las entrevistas con el general Arturo 
Valdés publicadas en Estampa, revista dominical del diario limeño 
Expreso del 17 y 24 de noviembre de 1974, el discurso del general 
José Graham Hurtado (Jefe del COAP) en la Conferencia Anual 
de Ejecutivos (CADE 74) publicado en La Prensa por partes, du 
rante noviembre y diciembre de 1974, y el discurso en CADE 74 del 
presidente de CONAPS, Ángel de las Casas, reproducido en Apéndice 


del presente libro. 
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Presentación del INDEICOC 


EI Instituto de Estudios e Investigación de Cooperativas y 
Comunidades (INDEICOC), conformado por trabajadores 
comprometidos en el análisis y transformación de la socie- 
dad peruana, considera de gran importancia para el püblico 
latinoamericano presentar la obra de uno de sus jóvenes 
miembros, Peter T. Knight, sobre las nuevas formas empre- 
sariales en Perü, específicamente las de propiedad social. 


Postulados de INDEICOC 

El Instituto, de inspiración libertaria, señala como postu- 
lados que permiten lograr la plena realización del hombre, 
aquellos que constituyen la base del socialismo libertario 
y que, resumidamente, indicaremos. 


Los postulados que buscan la realización plena de la socie- 
dad surgen de la más plena concepción del humanismo 
que, para nosotros, se expresa a través de los planteamien- 
tos del socialismo libertario, cuyos sustentos básicos son los 
siguientes: 

1 

El individuo como objetivo final de la sociedad y no como 
medio, lo que implica reconocer la calidad igualitaria de 
todos los hombres y el derecho a su plena libertad —enten- 
dida ésta como supresión de cualquier forma de domina- 
ción— (económica-social-política-cultural), donde la ayuda 
y colaboración mutuas sean principios morales rectores, 

2 

La propiedad social de los medios de producción, como fac- 
tor capaz de superar la marginación de las grandes masas 
al acceso de dichos medios, causada por la propiedad 
privada —que beneficia a unos pocos propietarios en rela- 
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ción con el conjunto social— y como de hecho ocurre también 
en la propiedad estatal, donde un reducido número de 
burócratas controla los medios de producción, no siempre 
en concordancia con las necesidades sociales, por el contra- 
rio en función de sus propios intereses o de los muy par- 
ticulares de los gobernantes divorciados del pueblo mismo. 
3 ۱ 

La autogestión o gestión democrática de los medios de pro- 
ducción, donde el trabajador adquiere una doble condición : 
productor y gestionario de la empresa. Deja de ser un asa- 
lariado y se convierte en productor libre y asociado; supera 
así su condición alienada y marginante, liberándose de los 
amos capitalistas o de los tutores estatistas: burócratas 
o tecnoburócratas. 

4 

Recuperación de la plusvalía para los trabajadores mismos 
y la sociedad entera, coincidente con las necesidades y aspi- 
raciones de la población en su conjunto, superando la apro- 
piación individual-capitalista o aquella de carácter burocrá- 
tico. 

5 

Planificación participante ascendente, donde, conjugando las 
necesidades sociales locales, regionales y nacionales se inte- 
gre un plan democrático que surja de las bases y sea regu- 
lado en comün por los delegados de las diferentes unidades 
de producción y los representantes de la población a los 
mismos niveles; que constituya una expresión real de las 
necesidades sociales y no de las aspiraciones de un privile- 
giado grupo de tecnócratas, que decide a nombre de la so- 
ciedad lo que ésta debe producir y consumir. 

6 

Distribución equitativa de los bienes, capaz de satisfacer 
las necesidades de toda la población. Si bien lo deseable 
sería a cada quien segün sus necesidades, consideramos como 
conveniente en esta fase a cada uno segün su esfuerzo; im- 
plica este planteamiento la existencia de mecanismos de 
socialización de servicios, distribución de la renta, entendida 
ésta como medio de distribución de los bienes, conducen- 
tes a una igualación de la capacidad de consumo, sin mar- 
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ginación de grandes masas, como ocurre en las sociedades 
actuales. 

7 

Organización federativa de la sociedad con el fin de poner 
al alcance del hombre los mecanismos decisorios, evitando 
que una superestructura se imponga al hombre concreto sin 
posibilidad de participación y lo convierta en un ente pasivo, 
manipulado y sometido, ۱ 


El federalismo ascendente incluye los aspectos de adminis- 
tración local, regional y nacional, con la vinculación eco- 
nómica de las unidades de producción, distribución y con- 
sumo. El federalismo ascendente compatibiliza una estricta 
relación económica ascendente de abajo arriba, con una orga- 
nización .política también ascendente de la base a la cüspide. 
8 

El sindicalismo revolucionario constituido por organizaciones 
solidarias de los trabajadores y de vinculación interempre- 
sarial capaces de establecer la interdependencia económica de 
las unidades productivas, constituir centros de capacitación 
laboral, de animación de los trabajadores y de lucha revo- 
lucionaria contra las formas capitalistas o estatistas de orga- 
nización económica. Propicia este sindicalismo la gestión 
de las empresas por los propios trabajadores organizados, 
organiza y capacita a los trabajadores y lucha por sus- 
tituir los sistemas capitalistas y estatistas por una verda- 
dera democracia de participación plena. 

9 

Los principios morales se sustentan en la racionalidad del 
hombre tendiente a superar el egoísmo, para convertirlo 
en un ser altruista, por tanto, dado a los demás. Los valores 
morales son y serán todos aquellos que coadyuven a lograr 
el hombre solidario, el hombre humano capaz de compartir, 
desinteresadamente, todos los bienes con los demás miem- 
bros de su especie, 

10 

La facultad del hombre de rechazar la injusticia, derecho 
que permite el continuo avance de la sociedad desde situa- 
ciones menos humanas a más humanas. 
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INDEICOC ante el proceso peruano 
Generalizadamente la izquierda latinoamericana ha conside- 


rado a los regímenes militares como retardatarios, antide- 


mocráticos y fascistas. Se explicaba, claramente, que las 
vinculaciones de clase obligaban a comportamientos y 
acciones favorecedoras de las oligarquías locales y del capi- 
talismo en general; sin embargo, el ejército peruano cuenta 
con una oficialidad procedente de los estratos medios y 
bajos de la población, poseedores de una clara comprensión 
de la problemática nacional y sensibles a los principios del 
socialismo libertario. 


En el tiempo transcurrido —1968 a 1975— las medidas más 


trascendentes se encaminan hacia la transformación de la 
estructura económica tradicional por otra de carácter prio- 
ritariamente autogestor, como son los Complejos Agroindus- 


= triales (CAPs), Sociedades Agrícolas de Interés Social 


(EPS). Aparecen como formas intermedias de cogestión y 
copropiedad, la Comunidad Laboral, en sus manifestaciones 
de Comunidad Industrial, Comunidad Minera, Comunidad 
Pesquera y Comunidad de Telecomunicaciones, Como ele- 


. mento explicativo fundamental aparece en el anexo de este 
mismo libro el discurso del genera] peruano José Graham, 


presidente del Comité de Asesoramiento a la Presidencia 
de la República (COAP), de setiembre de 1974. 


| En la actualidad, el proceso peruano se debate entre dos 


grandes disyuntivas, de una parte generalizar las formas 
de participación en la actividad económica empresarial, de- 
jando intocado, como sustento de tal participación, el resto 
de la estructura económica y política y de otra, generalizar 
la participación a nivel político y económico, haciendo coin- 
cidente una organización económica participativa ascendente 
con una conformación política federativa ascendente y su 
corolario, la real transferencia del poder a la población 
organizada. 


Consideramos tarea fundamental del Instituto y de los liber- 
tarios peruanos incidir en la generalización del proceso 
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hacia la consecución de un sistema socialista autogestiona- 
rio. Consideramos, también, como actividad preponderante, 
contribuir a la conformación, consolidación y expansión de 
las Empresas de Propiedad Social, sustento inicial del sis- 
tema propuesto. 


“Perú: ¿Hacia la autogestión? Nuevas formas de orga- 
nización económica”, es un riguroso estudio conducido por 
P. T. Knight que analiza la problemática de las nuevas for- 
mas empresariales generadas en Perú desde 1969. 


A lo largo de siete unidades temáticas el autor efectúa un 
desenvolvimiento pedagógico que nos lleva desde el aspecto 
definicional de la autogestión, pasando por los antecedentes 
políticos de los principales partidos en relación con el tema 
central del documento, para, finalmente, darnos a conocer 
las características sustanciales de la participación en las - 
empresas gestadas (CAPs, SAIS, Comunidades Laborales), 
enfatizando la Empresa de Propiedad Social, tanto en sus 
antecedentes como en sus principales manifestaciones or- 
ganizativas. 


El desarrollo ulterior del Sector de Propiedad Social es visto - 
por Knight con relativo escepticismo dado que considera el 
pluralismo económico como factor desarticulante que im- 
pediría alcanzar el más preciado objetivo trazado por los 
conductores del proceso peruano. ۱ 


Lima, febrero de 1975. 
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Resumen de una entrevista con el general 


Arturo Valdés Palacio ۱ 
COAP, 21 de noviembre de 1974 


PTK: ¿Cómo evolucionó el pensamiento militar sobre orga- 
nización económica antes de octubre de 1968? 


AVP: No podemos divorciar la evolución del pensamiento 
militar sobre organización económica del cambio paulatino 
en la mentalidad e intereses de los militares peruanos. Hace 
30 años no hubo casi ningún interés en asuntos que no 
fueran estrictamente militares en el sentido técnico tradicio- 
nal. Antes se mantenía al ejército fuera de la política, la 
economía y los problemas sociales. Nuestra función era la 
de servir como pilar de sustento del orden oligárquico; no 
éramos más que gendarmes, centinelas de un sistema cada 
vez más pasado y decadente, incapaz de resolver los pro- 
blemas fundamentales del país. El interés militar en asuntos 
humanistas seguía creciendo paulatinamente, sin embargo. 


Aunque el CAEM no fue la ünica institución castrense que 
facilitó este proceso resultó, sin duda, uno de los más impor- 
tantes. Fue a través del CAEM como se desarrolló la doctri- 
na de la seguridad integral del Estado, doctrina bien expre- 
sada en el conocido artículo del general Mercado Jarrin. 
En el CAEM, como en el Cuartel General del Ejército, se 
empezó a cuestionar el sistema del cual fuimos uno de los 
principales sustentos. Ya en la década del 50 había un 
Departamento de Investigación y Desarrollo en el Cuartel 
General del Ejército y allí se realizaron estudios sobre la 
aplicación de sistemas futuros en el ejército —problemas de 
largo plazo—. Desde 1958 yo presté servicios de asesoría ju- 
rídica en el Cuartel General del Ejército. Por ejemplo, en 
1958 hicimos un estudio sobre el problema del petróleo. 
Fui cambiado al Cuartel General sólo en 1962, pero ya 
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antes, le repito, había colaborado en estos trabajos. 


En la década del 60 ya el interés militar en asuntos eco- 
nómicos, políticos y sociales estaba creciendo más rápida- 
mente, El año 1962 fue muy importante en esta evolución. 
Fue en este afio cuando decidimos que no podíamos quedar 
más tiempo como centinelas de la oligarquía. Descubrimos, 
al cerrar el Congreso y examinar los documentos que allí 
encontramos, que hubo tremendo fraude en las elecciones, 
que se compraban votos, y que el sistema de “democracia 
representativa” fue una máscara para el manipuleo y com- 
pra de políticos por los grupos de poder. Preparamos un 
“Libro Blanco” basado en los documentos que capturamos. 
Hay muy pocos ejemplares pero tengo uno en mi biblio- 
teca. En este libro documentamos el fraude electoral, pero 
no tratamos cuestiones de la organización de la economía. 


En 1962, el ejército todavía no quería intervenir directa- 
mente en la política; de allí que llamó a elecciones para 
1963, y se cumplió. En esta oportunidad tentamos asegu- 
rar que las elecciones de 1963 serían realmente libres. El 
hecho de que Odría, a quien no queríamos, a pesar de que 
fue militar, casi ganó, es testimonio de la libertad de 
estas elecciones. Belaúnde nos impresionó, era joven y 
tuvo ideas importantes para el rescate del petróleo y del 
trabajo junto al pueblo. La concepción de cooperación po- 
pular nos entusiasmó, era un paso en e] sentido correcto. 
Queríamos dar a Belaúnde y a su equipo civil la oportunidad 
de resolver los problemas del país. Pero Belaúnde empezó 
a entregarse a la derecha y sufrió las presiones del gobierno 
de los Estados Unidos de América, que apoyó a sus grandes 
corporaciones transnacionales, especialmente la IPC. En 
fin, Belaúnde fue presionado por las mismas fuerzas in- 
ternas y externas que presionaron al Gobierno Revolu- 
cionario de la Fuerza Armada (GRFA) después de octubre 
de 1968 y no tuvo el mismo poder que el GRFA tiene. Be- 
laúnde no pudo o no quería resistir. También cedió a pre- 
siones del APRA. Hay que recordar que el Gobierno Revo- 
lucionario también sufrió el bloqueo de las fuentes de cré- 
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dito, lo ánico que no nos cortaron fue la cuota de azücar. 
Pero nosotros nos mantuvimos firmes y no cedimos, como 
lo hizo Belaünde. 


Las guerrilas de 1965 tuvieron tremendas repercusiones 
dentro de la fuerza armada. Nosotros no estuvimos de 
acuerdo con los planteamientos comunistas o trotsquistas de 
los grupos guerrilleros pero, a través de nuestro propio 
contacto diario con la realidad nacional, éramos cada vez 
más conscientes de que estábamos apoyando un orden in- 
justo e incapaz de resolver los problemas del país. Nosotros 
tuvimos que liquidar la subversión para mantener el orden 
interno del país cuando la fuerza policial no pudo controlar 
la situación. Tuvimos que destruirlos, pero en el proceso 
tuvimos que matar a nuestros compatriotas, nuestra gente, 
la misma gente de la cual reclutamos nuestros soldados. 
¿Por qué? Para mantener un orden decadente. Y esto lo 
pudimos comprobar no sólo por nuestra experiencia, sino 
también por nuestros servicios de inteligencia. Por ejem- 
plo, estudiamos los contratos de trabajo que los latifundis- 
tas de Cuzco utilizaron en La Convención. Eran peor que 
feudales. Estuve vinculado con los servicios de inteligencia 
dentro del Cuartel General del Ejército, 


Entonces seguimos acelerando nuestra preparación en ma- 
terias tradicionalmente vistas como reservadas para civiles. 
La gota que desbordó la copa fue el asunto de la página 
once, pero, como usted sabe, antes de eso el Plan Inca 
estaba ya en preparación. Aunque se menciona la propiedad 
social en el Plan Inca, en esa época todavía no teníamos 
una idea clara de cómo sería la propiedad social. 


Habíamos estudiado el proyecto de ley de empresas comu- 
nitarias presentado en febrero de 1968 por Cubas Vinatea, 
pero pensábamos que no iba suficientemente lejos en la so- 
cialización de la propiedad. Tampoco nos satisfizo el siste- 
ma yugoslavo. Estudiamos todos los planteamientos hechos 
en Perú hasta la fecha, pero no nos satisficieron. 
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PTK: ¿Y cómo continuó esta evolución después del 3 de 
octubre de 1968? 


AVP: Trabajamos sobre la reforma de la empresa en el 
primer COAP —éramos 8 coroneles—. Insertamos algunas 
frases sobre la reforma de la empresa en e] discurso del 
primer ministro Montagne, en diciembre de 1968, pero no 
mencionamos propiedad social por dos razones. Primero, no 
queríamos asustar en exceso a la reacción, que todavía era 
muy fuerte. Segundo, no sabíamos todavía cómo iba a ser 
la propiedad social en Perü. Usted sabe que estas pa- 
labras tienen diferentes significados en diferentes países, 
y todavía no habíamos tenido tiempo para plasmar una 
definición peruana, El proyecto de Cubas Vinatea fue, sin 
duda, un avance, pero no suficiente. Tampoco queríamos 
copiar el modelo yugoslavo. Necesitábamos más tiempo 
para crear lo que el general Velasco llamó “una criatura 
bien hecha, bien formada y, sobre todo, bien peruana”. 


Aunque siempre tuvimos este objetivo en mente, nuestro 
trabajo fue interrumpido muchas veces por las demandas 
del proceso. Ya antes de 1970 estudiamos la experiencia 
de Yugoslavia, de Argelia, y de Mondragón. Sabíamos que 
había un grupo de civiles peruanos trabajando sobre un 
proyecto de ley de un sector nacional de cooperación. No 
tuvimos contactos directos con ellos, pero observamos su 
trabajo y estábamos bien informados al respecto, Queríamos 
ver lo que podrían aportar para después estudiar su contri- 
bución independiente con los aportes provenientes de otras 
fuentes. Estudiamos el libro de Ismael Frías sobre la auto- 
gestión yugoslava. Hablamos también con Vanek cuando 
vino en agosto de 1970 y, posteriormente, en sus otras vi- 
sitas. Estudiamos sus ideas sobre la autogestión y la fa- 
mosa ANA (Agencia Nacional de Autogestión), pero hubo 
elementos en su esquema que no nos parecían adecuados a 
la realidad peruana. Por ejemplo, la idea de un alquiler 
permanente del capital de la empresa autogestionaria cuya 
propiedad residiría en la ANA mientras que su usufructo 
sería de la empresa. Pensábamos que la empresa debería 
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tener alguna posibilidad de reinversión directa de sus exce- 
dentes. 


En 1973 visité Yugoslavia y Mondragón, pero no llegué 
hasta Argelia porque me enfermé. Hice el viaje por orden 
expresa del presidente Velasco, quien fue enfático al insistir 
que no podíamos copiar el modelo yugoslavo. En Yugos- 
lavia lo que nos impresionó mucho fue là manera en que 
unas empresas pueden invertir en otras casi en el estilo 
capitalista —se forman grandes conglomerados que permi- 
ten una concentración del ingreso y poder económico mien- 
tras que imposibilitan casi la participación del trabajador 
en el manejo de la empresa— y la participación tiende a 
desaparecer. En Mondragón hablé con el padre Arismendi, 
` fundador de la escuela técnica y del sistema de cooperativas 
industriales. El padre Arismendi fue teniente de artillería 
en el ejército republicano durante la guerra civil, pudimos 
conversar como militares y católicos. 


PTK: Muchas personas no entienden cómo la fuerza ar- 
mada, que por necesidad tiene estructuras jerárquicas y 
autoritarias, puede propugnar la autogestión y la partici- 
pación plena. ¿Puede usted comentar al respecto de esta 
supuesta contradicción ? 


AVP: Nosotros no vemos una contradicción entre el nece- 
sario verticalismo de las instituciones castrenses y la par- 
ticipación plena y autogestión en instituciones civiles, 
Obviamente, la fuerza armada no puede funcionar sin 
estructuras jerárquicas por la naturaleza de sus. responsa- 
bilidades militares. Pero el país, sí, puede ser autogestio- 
nado. Esperamos que la experiencia de autogestión, empe- 
zando al nivel de la empresa y pasando a través de las 
unidades regionales e instituciones nacionales del sector de 
propiedad social, pueda preparar a la población peruana 
para la democracia social de participación plena que pro- 
pugnamos, 


PTK: Sabemos que las empresas estatales ya en existencia 
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tienen presupuestos enormes de inversión. Además, como 
el presidente Velasco y el primer ministro Mercado han 
indicado, hay cierta tendencia del sector estatal a tener 
estructuras internas no suficientemente participatorias y de 
crecer más allá de los límites previstos. ¿El sector de pro- 
piedad social puede llegar a preponderar, a tener declarada 
posición hegemónica, si el sector estatal sigue creciendo? 


AVP: No hay duda de que la inversión requerida en las em- 
presas estatales es muy alta y que las inversiones necesa- 
rias van a limitar lo que se puede invertir en el sector de 
propiedad social en los primeros años de su existencia. No- 
sotros vemos estas inversiones, especialmente en el petróleo 
y la minería, como necesarias para generar los excedentes 
que serán las principales fuentes de financiamiento del des- 
pegue del sector de propiedad social. Después, la acumula- 
ción social dentro del sector de propiedad social será rápida 
y autosostenida. 


PTK: ¿Y el sector privado? 


AVP: Mire, el pluralismo económico es una de las bases de 
nuestra posición ideológica. Cuando hablamos de la ver- 
tiente libertaria no queremos decir, precisamente, el pensa- 
miento anarcosindicalista, aunque reconocemos este aporte. 
Reconocemos los aportes de Proudhon, Bakunin, Kropotkin, 
etcétera, así como los de Marx y los pensadores socialcris- 
tianos, desde la Patrística hasta las encíclicas papales. Es- 
tamos más bien insistiendo en la libertad que tendrá que 
existir en la economía y en general. Por supuesto, esta 
libertad no incluye el derecho de atacar frontalmente el 
sistema que todavía no está instalado y funcionando, la 
revolución tiene que defenderse. Pero sí creemos que los 
peruanos deben tener el derecho de decidir sobre si van a 
trabajar en la empresa privada o en otra forma de empresa 
como la de propiedad social o la estatal. La libertad para 
escoger no quiere decir que vamos a dar igual énfasis a 
los cuatro sectores; hemos dicho con mucha claridad que 
nuestro objetivo es que el sector de propiedad social sea el 
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preponderante, que será la base de la nueva sociedad qué 
estamos construyendo. | 


PTK: En mi trabajo sugiero que "es posible que algunos 
oficiales se sintieran atraídos por el argumento de que, 
al establecerse un sistema descentralizado de empresas di- 
rigidas por los trabajadores, la población laboral no sólo 
tendría oportunidad de lograr una mayor identificación con 
sus centros de trabajo, sino también con el gobierno na- 
cional que originó dicha situación. La estrategia había sido 
usada en Yugoslavia, en los Kibbutzim israelíes y en el 
sistema de las comunas empleado en China como una de las 
principales bases de defensa nacional. La amenaza de un 
Brasil potencialmente hostil, tal vez aliado con uno o más 
de los otros países vecinos del Perú, bien podría haber dado 
la pauta para que los militares, conscientes de la defensa 
del país, consideraran esos ejemplos de organización socio- 
económica usados en dichos países como baluartes contra 
grandes y poderosos estados colindantes”. ¿En realidad fue 
ésta una de las motivaciones de la fuerza armada para pro- 
mover al sector de propiedad social? 


AVP: Aunque éste podría ser el resultado al largo plazo, 
como usted indica, nosotros no pensamos en términos de 
defensa militar tradicional cuando optamos por la propiedad 
social y la autogestión. 
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Exposicion del ingeniero Angel de las Casas Grieve, 
presidente de la Comision Nacional de Propiedad Social 
en la Conferencia Anual de Ejecutivos — CADE 4 


Sefiores: 


Es para mí un placer y un honor participar en este CADE 
74 desde esta tribuna y como expositor, luego de haber sido 
testigo durante varios años de la profundidad y seriedad con 
que se tratan desde ella los temas más importantes relacio- 
nados con los aspectos políticos, sociales y económicos que 
hacen al desarrollo nacional. El CADE se ha constituido 
así en un valioso medio de comunicación y de diálogo que 
permite transmitir e intercambiar conceptos referidos a 
normas y políticas en torno de las cuales siempre es posible 
que se tejan prejuicios o reacciones frutos de incompren- 
siones o tergiversaciones, 


Nos toca hoy tratar un tema fundamental, vinculado con 
la esencia misma que caracteriza a la Revolución Peruana 
frente a otros procesos, y que la tipifica y diferencia de las 
opciones políticas tradicionales que la Revolución ha recusa- 
do. Es, en consecuencia, requisito indispensable, antes de 
abordar el tema, colocarlo en su verdadero contexto. Cree- 
mos que entender el término “participación” tan sólo como 
una de las “acciones de la empresa”, es restringir la acep- 
ción ampliada y general que le otorga la Revolución Pe- 
ruana. Recordemos que el proceso revolucionario define como 
finalidad la construcción de una democracia social de par- 
ticipación plena, y recordemos las palabras del señor pre- 
sidente de la República, en su mensaje del pasado 28 de 
julio, cuando afirma: “Marcados con nitidez los linderos que, 
de manera insuperable separan la nuestra de las posiciones 
capitalista y comunista, surge la necesidad de ampliar los 
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fundamentos de nuestra opción revolucionaria, centrada en 
términos políticos y económicos en torno a la noción de la 
participación, como factor de identidad profunda, como pie- 
dra angular de toda la formulación ideopolítica de la Revo- 
lución Peruana. Éste es, por ende, e] distingo que política- 
mente nos diferencia, nos individualiza, nos separa de otras 
posiciones", 


Vemos, en consecuencia, cómo el ámbito de la noción de 
participación comprende toda la actividad nacional y com- 
prende toda la acción política, social y económica de la 
Revolución. Creemos, por eso, que todas las exposiciones 
hechas, o por efectuarse, de este acontecimiento, habrán 
incorporado, Sea explícita o implícitamente, la noción de 
participación como su tema central. 





Es nuestra intención en esta exposición tratar de expli- 
citar algunos aspectos, que, consustancialmente ligados a 
esta opción política fundamenta] podrían, sin embargo, apa- 
recer como marginales o desvinculados de ella, ya que con 


acción empresaria] en alguna de sus actividades internas, o, 
en el mejor de los Casos, como un criterio que concierne 
Sólo a lo socia] y que está desvinculado de todos los otros 


los principios humanistas, socialistas, libertarios y cristia- 
nos de la Revolución Peruana; es consustancial de los valores 
de justicia y libertad que ésta sustenta, y en ese sentido 
busca articular un nuevo sistema social, económico y polí- 
tico, fundado en el principio de solidaridad. 


Existe una vinculación íntima entre la definición partici- 
pacionista y los problemas de desarrollo e integración na- 
cional. La participación no es aj 








actividad quien sea partícipe de ella, Y que esta participa- 
ción plena y consciente es la motivación más deseable para 
lograr un efectivo Incremento en productividad y eficiencia, 
aportando, inclusive, creatividad e iniciativa. 


Se consideran igualmente vinculados los Conceptos de desa- 
rrollo y participación, pues el primero sólo se verificará en 
cuanto se verifique el segundo. Desarrollo involucra nece. 
sariamente a] hombre, y a la realización de éste en todas 
sus dimensiones. Si se mantiene a] hombre enajenado de 
su capacidad de decisión, y en consecuencia de su libertad, 
no se habrá conseguido el desarrollo. Inclusive en los as- 


creciente partieipación como forma de liberar potenciali- 
dades humanas capaces de concurrir a] esfuerzo económico 
en forma consciente, haciendo un mejor uso de los recursos 
disponibles, más allá de ]as contradicciones y enfrenta- 
mientos que sistemas alienantes imponen. 


nacionalidad quien participe de sus más centrales valores, 
no sólo en e] campo social o económico, sino en ambos, y, 
además, en el campo político. De allí e] peligro que implica 
la existencia de vastos sectores poblacionales marginados 
por el sistema. 


De esta perspectiva deriva, a su vez, una consideración adi. 
cional que, si bien pudiera aparecer a Primera vista como 
un juego semántico, creemos encierra un concepto funda. 
mental. Nuestra acepción de participación no es equivalente 
a “tener una parte” sino a “participar del todo”. Es decir, 
no planteamos un concepto de participación atomizada, o 
una posibilidad de “recibir” una parte de algo a manera de 
reivindicación, sino rescatar para el hombre, y para todos 
los hombres, el acceso al control “del todo” y “en todo” que 
hace el contexto del medio en que se desarrolla, Además, el 
derecho a participar no se concede 0 Se transfiere, sino que 
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lo consideramos inherente al hombre mismo, enajenado his- 
tóricamente por sistemas sociales, políticos y económicos. 

oe fh | I M DET و ا‎ Ce & | 
A estas consideraciones, creemos, corresponde la definición 
de “democracia socia] de participación plena”. 

| 

Recogiendo nuevamente palabras del señor presidente de la 
república, en su mensaje del 28 de julio de este año: *[...] 
Son inseparables [...] para nosotros los conceptos de organi- 
zación, transferencia de poder y participación. Se enfrenta - 
así uno de los grandes problemas de todo planteamiento 
principista y teórico; el de encontrar su expresión concreta, 
۲ la necesidad de que dicha expresión guarde correspon- 
dencia con el planteamiento enunciado. Inclusive, se esta- 
blece una vinculación fundamental entre organización y 


proceso deben constituirse en formas que permitan su arti- 
culación de manera que sean portadoras y expresión de 
poder, 


El diseño de dichas organizaciones es claro en cuanto a 
las características, motivaciones y comportamientos desea- 
dos. Sin embargo, su concreción es un proceso aún incom- 
pleto, que se va manifestando mediante aproximaciones 
Sucesivas, 


Se plantea que و(‎ nueva sociedad habrá de tener primero 
y ante todo un sustento económico, que modificando tradi- 
cionales estructuras que condicionaron la sociedad del pa- 
Sado, permita una nueva moral y ética sociales. En este 
sentido, la Revolución ha ido gradualmente dando pasos 
hacia adelante y encontrando en su propia dinámica nuevas 
y más perfectas definiciones de organización empresarial, 
cuyo carácter redefinido corresponde al contenido global 
del proceso revolucionario. Las reformas a nivel empresa- 
rial tienen así una expresión y una intención que va más 
allá de una política distribucionista entre los distintos fac- 
tores de producción y grupos sociales que convergen en la 
actividad empresarial. Ellas crean las condiciones Iniciales 
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para una redefinición de la dinámica social interna de la 
empresa, y para una nueva racionalidad en su comporta- 
miento económico. A Su vez, como consecuencia, se crean 
también las condiciones para un nuevo ordenamiento po- 
lítico. 


Estas reformas se expresan, principalmente, en la aparición 
de la Comunidad Laboral, en la reglamentación que crea 
las Cooperativas Agrarias de Producción y las SAIS, y 
en el desarrollo del aparato empresarial del Estado. Su 
común denominador está dado por la noción de participa- 
ción, que se manifiesta en mayor o menor grado, en un 
proceso de permanente perfeccionamiento, 


El tema de Comunidad Labora] ha sido tratado ampliamente 
en varias de las exposiciones que hemos escuchado. La 
Comunidad Labora] significa la evolución de las formas 
empresariales capitalistas, de manera de acercarlas al dise- 
ño participacionista integral del nuevo modelo social. La 
meta cogestionaria plena, que significa que los trabajadores 
a través de su comunidad accedan al 50 70 de la propiedad 
de las empresas, permanece clara e inalterada. Sin embargo, 
tal cual anunció hace algún tiempo el ministro de Indus- 
tria y Turismo, y fue explicitado en algunos de sus tér- 
minos por el genera] Graham, se está estudiando un proyecto 
de ley ampliatorio y complementario de Comunidades In- 
dustriales. Su contenido anunciado no podría ser otro que 
ratificar y profundizar algunos aspectos que permitan ve- 
rificar más claramente los efectos deseados, tales como: 
la participación de los trabajadores en la propiedad, ges. 
tión y beneficios de la empresa, el fortalecimiento conse- 
cuente de la misma; y la solidaridad de todos los partícipes 
de la empresa, entre sí, con el sector, y con toda la sociedad. 
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a deshora con el reloj de la historia, y fuera del contexto 
de las nuevas y mejores relaciones sociales y económicas 
que son hoy una realidad tangible. 


En el cooperativismo encontramos una gama muy grande 
de modalidades, no sólo a nivel internacional, sino inclusive 
interno. Es por ello necesario precisar de qué cooperativis- 
mo se habla antes de referirse a él en términos genéricos. 
El cooperativismo ha hecho contribuciones de indudable in- 
terés a la teoría de la organización. En particular las 
Cooperativas Agrarias de Producción y las denominadas 
SAIS, creadas por este proceso, si bien presentan algunas 
contradicciones e imperfecciones, significan un importante 
hito en el desarrollo institucional empresarial de la Revo- 
lución. En mucho su experiencia alimentó la formulación 
distinta y superior de las Empresas de Propiedad Social. 


Queremos hacer hincapié en algunos aspectos relacionados 
com el cooperativismo y la propiedad social. Existiría la 
intención de enfrentar el cooperativismo con el sector de 
propiedad social. Se habla así del “cooperativismo” sin 
` distinguir su naturaleza, desarrollo o comportamiento. Cree- 
mos que ésta es una maniobra destinada al fracaso. El 
echar por delante al cooperativismo como acción de des- 
gaste contra el surgimiento del sector de propiedad social, 
no puede ser aceptado por quienes vemos en el cooperati- 
vismo revolucionario y en las empresas de propiedad social 
afinidades sustantivas y una mutuamente deseable concer- 
tación y complementación. Cualquier enfrentamiento resul- 
taría, en todo caso, en beneficio de terceros, que despres- 
tigiando a ambos, verán alegremente el reforzamiento del 
poder privatista y excluyente del capitalismo más tradicional 
y de los grupos burocráticos más hambrientos de poder y 
de manipulación. Desde este enfoque, y porque estamos 
convencidos de que no hay conflicto alguno, hacemos un 
llamado a quienes en el importante terreno del análisis han, 
quizás, creado condiciones para que otras personas encon- 
traran el clima propicio a sus despropósitos. Que continúe 
el análisis, y que se deslinden o aclaren diferencias o afini- 
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dades, pero siendo conscientes de que la Revolución es una, 
y que sus acciones tienen una clara direccionalidad. 


E] sector empresarial estatal ha tenido un importante cre- 
cimiento y consolidación, que ha sido necesario e inclusive 
concurrente con la meta participacionista, por cuanto per- 
mite que una importante fuente de acumulación pueda des- 
tinar sus recursos hacia objetivos de la Revolución, y que, 
en tanto no se pueda plantear una solución integral al 
problema de precios, costos y excedentes en la economía, se 
tomen medidas que atenúen las contradicciones de la lógica 
aún fundamentalmente liberal y economicista en que se 
desenvuelve nuestro sistema económico. Pero hemos de ad- 
vertir dos aspectos necesarios de tenerse en cuenta a este 
respecto: primero, que las empresas estatales tienden a man- 
tener el autoritarismo y paternalismo tradicionales, bajo 
el argumento de que la “propiedad del Estado es la propie- 
dad de todos los peruanos”. De esta manera se mediatiza 
la participación de los trabajadores, permitiendo un do- 
minio burocrático que en poco o nada se diferencia de los 
sistemas que se busca superar. Esta mediatización no sólo 
involucra aspectos referidos a la gestión sino, incluso, los 
referidos al régimen económico que les es aplicable. Se- 
gundo, si bien, como antes decíamos, el aparato empresa- 
rial del Estado debía crecer y fortalecerse, hay que tener 
mucho cuidado de que esto no se confunda con una carrera 
de estatización de la economía, que sería contradictoria con 
el contenido más profundo de la Revolución Peruana. Cree- 
mos debe entenderse la función histórica que le compete 
cumplir a un Estado que, simultáneamente con su fortale- 
cimiento postula políticamente construir, y desde ya, una 
democracia social de participación plena, en que los medios 
de producción estén predominantemente en manos de los 
trabajadores. 


Como expresión culminante de la opción participacionista 
de la Revolución se ha creado una nueva y distinta fórmula 
de organización empresarial, la Empresa Peruana de Pro- 
piedad Social que, fundada en una nueva noción de pro- 
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piedad, e inscrita plenamente dentro de los principios y 
doctrina de la Revolución, explicita la forma de organiza- 
ción a que la Revolución aspira, por lo que le asigna la 
máxima prioridad en el contexto pluralista empresarial. 
Sobre esta forma empresarial y sus características e impli- 
cancias, nos ocuparemos con mayor detalle más adelante. 


Junto a estas formas de organización empresarial se han 
dado otras mültiples variantes menores, que en 10 mayoría 
resultan aplicaciones a casos particulares. 


Consideramos, sin embargo, que existen en resumen ires 
formas de propiedad en el contexto de la Revolución Perua- 
na: la privada, la estatal y la social. Como sectores se han 
definido euatro, donde uno, el de Propiedad Privada Refor- 
mada, responde en la práctica a la concurrencia de una per- 
sona jurídica de características particulares, la Comunidad 
Laboral, en el contexto de la empresa privada. 


Si bien, para fines sistemáticos de legislación o análisis, son 
muy convenientes estas delimitaciones, encontramos que en 
la práctica los estereotipos no corresponden con precisión 
exacta a los casos reales. Quizá de allí surja la posibilidad 
de cierto grado de confusión sobre la correspondencia entre 
algunos tipos de organización y los sectores a que pertene- 
cen, y sobre cuántos sectores conviene distinguir. 


Encontramos, por lo pronto, que caben algunas combinacio- 
nes más, por ejemplo el campo mixto entre Estado y otro 
titular de propiedad, más todas las variantes que pueden 
surgir por la presencia extranjera, o por la posible empresa 
multinacional andina. Asimismo, encontramos que ciertas 
formas existentes no se inscriben muy bien entre esos lin- 
derós. Por ejemplo, aparte del caso de las cooperativas que 
de por sí significan toda una gama de posibilidades y de 
variantes, tenemos las fundaciones, los patronatos, asocia- 
ciones civiles sin fines de lucro, clubes, etc., etc. 


En consecuencia, antes de caer en el campo de multiplica- 
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ción de posibles combinaciones, matices o variantes, que 
buscarían diferenciarse, más que por expresar una defini- 
ción de propiedad fundamentalmente distinta por conse- 
guir un apoyo o preferencia partieular, debiéramos analizar 
otros niveles valorativos y prácticos, y en cuanto se iden- 
tifique el diseño de algún sector específico reconocerle el 
carácter que propiamente tenga. 





Es obvio que el análisis del problema de participación no 
se agota a nivel de la empresa. Si bien es en este nivel 
que habrá de cobrar sentido el sustento económico del mo- 
delo social, organizaciones de otra índole, y grados de 
agregación mayor son necesarios para completar dicho mo- 
delo. En estas áreas se destacan acciones del SINAMOS en 
cuanto al apoyo a expresiones directas de la población en 
modos de organización que permitan participar sin inter- 
mediación. Igualmente, la Reforma de la Educación institu- 
ye nuevas formas participatorias. En este sentido, existen 
algunas otras acciones en sectores y áreas que están fuera 
del ámbito empresarial y es nuestra intención tan sólo men- 
cionar su existencia. 





En cuanto a las organizaciones de grado superior en el ám- 
bito empresarial, éstas se expresan en forma creciente como 
la estructura política que se va generando a partir de las 
reformas estructurales y de la nueva práctica de la partici- 
pación. Existen, por ejemplo, algunas expresiones como la 
CONACI y la CNA que representan las formas que podrían 
caracterizar el tipo de organización participatoria que se 
desea. | 


Creemos que en este contexto el surgimiento de la definición 
del concepto de propiedad social, y 8 articulación y orga- 
nización de las empresas y del Sector de Propiedad Social, 
aporta elementos importantes en el campo de las relaciones 
sociojurídicas y, en consecuencia, en la estructura orgá- 
nica deseada o requerida. Está claro que las organizaciones 
deseadas deben vincularse con los objetivos nacionales, en 
respuesta a los problemas que secularmente nos agobiaron. 
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En ese sentido la Ley de Empresas de Propiedad Social opta 
por una estructura organizacional plurifuncional, de carác- 
ter eminentemente espacial, como respuesta al problema de 
desarticulación del espacio físico nacional. Asimismo, dicha 
ley involucra a las organizaciones especialmente integradas 
en el proceso de toma de decisiones propio de la actividad 
económica, en cuanto competen al interés ampliado de la 
sociedad, y les da funciones de carácter planificador-partici- 
patorio. Por ültimo, impide la piramidización del sistema, 
creando al más alto nivel la Asamblea del Sector de Propie- 
dad Social, con atribuciones coordinadoras y de formulación 
de políticas, pero dejando en los niveles regionales la úl- 


tima instancia de decisión operativa. Asimismo, restringe 


muy claramente las áreas y contenidos de la intervención 
de dichas unidades regionales, garantizando un máximo de 
manejo autónomo a las empresas mismas. 


Vemos en estas relaciones, que en mucho dan el carácter 
social a la propiedad, un enfoque de lo que podría ser una 
organización de carácter no manipulado, especialmente in- 
tegrada, funcionalmente articulada y, sobre todo, de carác- 
ter eminentemente participatorio. 


Habíamos dejado como tema final de esta exposición el de 
propiedad social. Nos referiremos a él ahora con la inten- 
ción de vincular sus distintos aspectos y características con 
la noción de participación en que se inspira. Para ello quizá 
nada más adecuado que relacionar temas de este CADE, re- 
feridos a la empresa, y comentarlos en relación con Propie- 
dad Social. Lo tendremos que hacer en forma apretada y 
no necesariamente agotando los temas, sino más bien insi- 
nuándolos para un amplio y constructivo diálogo. esta tarde. 


Las necesidades del país y la empresa: 

Las Empresas de Propiedad Social y la dinámica del Sector 
de Propiedad Social deben constituir pilar fundamental en 
la respuesta a las “necesidades del país” en el ámbito em- 
presarial. Propiedad social como concepto debe aportar res- 
puestas en muchos otros ámbitos. 
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Hacemos esta afirmación basados no en la creencia de que 
estas "necesidades de] país" pueden ser la satisfacción de 
ciertas actividades marginales de la economía, o “terrenos 
baldíos" de la misma. Por el contrario, los mecanismos in- 
troducidos en la legislación de empresas de propiedad so- 
cial permiten detectar en forma directa y participante 
cuáles son estas "necesidades del pais" en cuanto son senti- 
das por el hombre concreto. E] diseño del sistema institu- 
cional permite el aporte de las empresas ya existentes y de 
los técnicos y profesionales, constituyendo un original y no- 
vedoso aparato de planificación participatoria, que habrá no 
sólo de identificar las genuinas "necesidades del país" sino, 
además, plantear las respuestas a dichas necesidades surgi- 
das del conocimiento directo y profundo de sus potenciali- 
dades, ampliándose la base empresarial nacional que así se 
identifica con todos los peruanos, 


Esta nueva práctica de planificación habrá de afectar la 
naturaleza y el modo de producción así como la racionali- 
dad en la asignación de recursos y la naturaleza e intensi- 
dad de la acumulación. Esto es posible por las nuevas re- 
laciones sociales de producción, que priorizan al hombre por 
encima de lo material y subordinan a él los sistemas, y por 
el diseiio de instrumentos de política y compensación a nivel 
de la empresa, que permiten romper, ya no simplemente ate- 
nuar o morigerar la racionalidad liberal economicista, que 
ha sido causa y origen del desbalance y lentitud del desa- 
rrollo nacional, espacial y socialmente. 


Trabajo-empresa: 

En las empresas de propiedad social el trabajo como ex- 
presión creadora del hombre queda totalmente rescatado 
en Su contenido liberador, Quizá la diferencia entre esta 
fórmula y otras, que más brevemente se puede expresar, es 
el que una empresa de propiedad social es una “sociedad 
de trabajadores”, mientras que las otras son “sociedades 
de capitales”, aunque quienes los aportan, o acceden a su 
propiedad, pongan entre sí las reglas de juego que fuere, 
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El tema trabaj o-empresa, sin embargo, presenta en este ۔وم‎ 
.80, y en el ámbito de estos nuevos elementos ético-sociales 
que informan el derecho social, una inmensa área a ser cu- 
bierta normativa y creativamente. Es obvio que en estas 
empresas no existe el trabajo dependiente que, consecuen- 
temente, se ha modificado la naturaleza del contrato de tra- 
bajo que se constituye en un contrato social mutuo entre el 
grupo de trabajadores que conforman la empresa, y entre 
éstos y la sociedad. Los derechos, régimen y condiciones 
de trabajo han sufrido una necesaria transformación en su 


un todo. Su rol será fundamentalmente el de impugnación 
externa del grupo trabajador ante la sociedad. 


Hay toda una experiencia que hacer en este campo, la que 
ya hemos iniciado. Asimismo, existe la necesidad de que se 


Capital-empresa : 

Decíamos antes que el comportamiento de este sector debe 
ser diferente al de sectores tradicionales, Para profundizar 
el sentido de esta afirmación, debemos aclarar que la dife- 
rencia no se deberá Sólo al sistema de planificación parti- 
cipante que incorpore el sector, sino fundamentalmente a 


ticas similares, mantienen la noción de apropiación o acu- 
mulación en ültima instancia grupal o individual y, en con- 
Secuencia, de usufructo excluyente y privativo frente a la 
sociedad. 
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presa de propiedad socia] no se requie. 
mite, la posibilidad de aporte de capi- 





quienes constituyen la empresa con la finalidad de que se 
genere la riqueza necesaria para satisfacer necesidades in. 
dividuales y colectivas y con el compromiso de resarcir dicho 
recurso a la sociedad. Asimismo, se logra un acceso socia] a 
los excedentes Zenerados y se comparten con la sociedad los 
frutos del esfuerzo productivo. Por consiguiente, se genera 
un proceso de acumulación social, a nivel de] propio sector 
y de la empresa, en beneficio de la sociedad en su conjunto. 


El disefio económico permite crear condiciones que deriven 
en el mejor uso del recurso capital, Justamente por el hecho 
de que su naturaleza es social, y su aplicación planificada 
participatoriamente. Con esta concepción será posible dise- 
liar un sistema de precios y un desplazamiento del exceden- 
te que supere las deformaciones originadas por una econo- 
mía liberal de mercado, que incluso con el paliativo de um 
sistema planificador adosado no se altera en lo fundamen- 
tal. Especialmente cuando las condiciones de este supuesto 
mercado son tan distorsionadas, dependientes y vulnerables, 
como en nuestro caso, 


El hecho de poder asignar costos diferenciales al uso del 
capital, en función de las políticas deseadas, como medida 
planificadora indicativa, permitirá una asignación sectorial, 
funcional y espacial más adecuada a esas "necesidades na. 
cionales" que antes mencionáramos. Poder asignar un costo 
diferenciado por el uso que se realice de ]a inversión social 
externa a la empresa, permitirá un desplazamiento de exce- 
dentes favoreciendo la descentralización económica y gene. 
rando un desarrollo especialmente integrado y armónico, 
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El hecho de que la creación de las empresas requiere sus- 
cribir un contrato social que norme su comportamiento den- 
tro del sector, y la naturaleza solidaria de ésta, permite 
anticipar una nueva lógica en los términos de intercambio, 
que no se regirán ya por las relaciones de mercado, sino por 
relaciones sociales directas que se expresarán a través de 
las organizaciones participatorias de grado superior. 


El grado de acumulación, y de consumo, puede ser diseñado 
de acuerdo con las “necesidades nacionales", utilizando los 
instrumentos de política económica hasta el nivel de la em- 
presa misma. 


Habría mucho más que decir sobre la naturaleza del capital, 
su reproducción, y la forma social de su apropiación y acu- 
mulación. Lo que queremos dejar como imagen es la natu- 
raleza cualitativamente distinta en este factor y su com- 
portamiento. Conforme se vaya entendiendo más profun- 
damente este contenido, se comprenderá más claramente el 
carácter social de la propiedad, y las ventajas que repre- 
senta como ünica posibilidad de permitir una auténtica par- 
ticipación plena. 


La, creación: 
Éste es uno de los aspectos fundamentales relacionados con 


esta legislación. El punto de partida es la percepción de 


que existe en el país un potencial humano, marginado, des- 
empleado o subempleado en su capacidad creativa, en su 
iniciativa y en su capacidad empresarial Haber asigna- 
do al capital el carácter de recurso socia] permite que este 
potencial humano pueda realizarse a través de un acto de 
creación. Se supera así el tradicionalmente requerido ac- 
ceso a las altas esferas sociales que administraban privativa 
y exclusivamente el capital, o el necesario acceso al nivel 
político partidario de turno. Se supera, además, la necesidad 
del compromiso con un sistema que subevaluaba al hombre 
frente al capital, inclusive al hombre creador, alienándolo, 
en muchos casos, de su obra. Se supera tener que some- 
terse a una piramidal y opresiva estructura burocrática, 
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que vulnera en muchos casos la dignidad de la persona. 


Creemos, en fin, que se dan condiciones sumamente desea- 
bles para generar una acción empresarial creadora, amplia- 
da a toda la sociedad, como una manifestación de un grado 
superior de libertad. 


En la actualidad nos encontramos diseñando los mecanismos 
operativos y prácticos que permitan preservar el contacto 
del creador con su obra, en cuanto sean su deseo y capaci- 
dad adecuados a la tarea de gestación y gestión de las em- 
presas. El mecanismo de “comité de gestión" utilizado en 
Nor Metal EPS, es una muestra de nuestro pensamiento 
no burocrático y participatorio. 


La capacitación: 

Es un tema que ataíie a la noción integral de participación. 
Sin capacitación la meta de participación se hace inalcanza- 
ble, Sin participación no se hace posible la capacitación 
necesaria para permitirla. Esta relación dinámica entre 
ambos conceptos aclara cómo se refuerzan entre sí. 


El desarrollo de la propiedad social como nuevo concepto 
jurídico del sector y de las Empresas de Propiedad Social 
como expresión orgánica, requiere de un conjunto de facto- 
res que lo hagan posible y viable. En primera instancia, 
la profunda comprensión de las condiciones y motivaciones 
que llevaron a su creación, así como el conocimiento cabal 
de su naturaleza y fines. Requiere, por otro lado, de la 
constante convergencia del esfuerzo revolucionario y de 
coherencia en su acción, por cuanto podría ser afectado 
seriamente por desviaciones y mixtificaciones. 


La primera tarea que se ha acometido para el desarrollo 
del Sector de Propiedad Social, es la de crear o adecuar el 
aparato institucional requerido para impulsar el surgimien- 
to inicial del sector: 

Sector público: 
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3 Dependencias del gobierno central. Creación de las Comi- 
E siones Sectoriales de Apoyo al Sector de Propiedad Social 
ts (COSAPS). 

i2 Oficinas descentralizadas. Creación de los Sistemas Regio- 


nales de Apoyo al Sector de Propiedad Social (SIRAPS). 
Empresas públicas. Modalidad de convenios. Transforma- 
ción de empresas. 
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Sector no público: 
Falta de una respuesta institucional. 


La 


Problema de dirigentes que son quienes en el sistema tra- 
dicional accedieron al éxito. 


Necesidad de una movilización de sectores masivos, ajenos 
al sistema tradicional. “No hay correspondencia entre las 
iniciativas y creatividad mostradas y la actividad y res- 
puesta institucional”, 
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La presentación de proyectos e iniciativas: 
Reflejo de necesidades populares: naturaleza de las ini- 
ciativas. 


Caso de las consultoras. El problema de abrir el ámbito 
para quienes deben contribuir con su capacidad profesional 
y experiencia empresarial. 


El sector público. Reacción inicial positiva, Reacción y 
retracción posteriores. El problema de la competencia inter- 
sectorial, de las mentalidades condicionadas, de la igno- 
rancia. 


Etapas y tiempos de preinversión: entrabes del aparato 
de decisión püblica; la necesidad de decisiones ágiles, ra- 
cionales. La definición del delito económico, 


“El principal delito es la inactividad, la inoperancia, la in- 
capacidad de decidir. No es posible que aún, la mejor ca- 
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rrera burocrática, la más segura, sea no tomar decisiones 
ni riesgos", 


Inventario de oportunidades de inversión: 


El derecho de ser atendido. 
Criterios de priorización flexibles a niveles nacional y re- 
gional. 


El futuro: 

Desarrollo institucional y jurídico. Sistema de gestión social. 
Capacitación, 

Desarrollo empresarial. Naciona] regional. 

Participación directa. 


La Revolución ha enfrentado problemas, ha encarado con- 
tradicciones, pero siempre ha avanzado. Propiedad Social, 
aporte esencial que la Revolución Peruana otorga al pen- 
samiento revolucionario contemporáneo, puede enfrentar 
problemas, encarar contradicciones y aun conocer episó- 
dicas frustraciones, Pero, al igual que la Revolución de 18 
cual es creación, avanzará. | 


Esta fe irreductible no es una actitud personal. Es la fe de 
quienes reconocen en Propiedad Social la identidad, reco- 
nocida ya universalmente, que hace del nuestro un proceso 
nacionalista, autónomo, auténticamente peruano y socialista. 
Nuestra fe se nutre de esa convicción, Nuestra fe crece y 
se ratifica cuando comprobamos que Propiedad Social está 
despertando la inmensa capacidad creativa del pueblo pe- 
ruano, esa capacidad que sistemas anteriores tuvieron mar- 
ginada. Y, sobre todo, nuestra fe se extiende cuando com- 
prendemos que Propiedad Social es quizá la propuesta más 
ambiciosa de nuestra historia y, por lo tanto, convoca al ta- 
lento y la energía de todos los peruanos, sin distinción nin- 
guna. Por todas esas razones, porque Propiedad Social es 
el reto que contribuirá a la unión de los peruanos en una 
nueva y justa sociedad, es que le profesamos una firme e 
irrenunciable fe, 
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| E; présente ensayo cs Ux intente éxolicer cómo y por qué 





proceso. de gesiacion que se inició antes de octubre: 
de 1958.y abre otra etapa más sipnificaliva. la. de su... 
implementación: Los priticipalss/prümemas que 8 
ey desire cel contexto de usa economia. pluralista 

son celinéad s por el amor, joven profesor universitario 


horlea::ercana, con precisión técnica y igor estilístico. 





aun proceso de cambio estruciliral en. un pais hermano, 

que por ericima dé marchas y retrocesos, formula 
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